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Los límites 
de la 

inlrorrnacion 
Los medios de información, y los periodistas en 

particular, han pasado, hemos pasado, de la 
larga etapa sin derechos al nuevo régimen 

constitucional que ampara a todos los 
ciudadanos y, entre ellos, a los profesionales de 

la información. 
Con la teoría, por un lado, de que «la mejor 

ley de prensa es la que no existe,> y su 
contraria, defendida por los que quieren un 

amplio abanico de leyes en las que 
ampararse, la realidad es que el Legislativo ni 

siquiera se ha dignado acometer el 
desarrollo del famosísimo artículo 20 de la 

Constitución, en las tan solicitadas leyes que 
debían haber ampliado y detallado la Cláusula 

de Conciencia y el Secreto Profesional. 
Esta carencia de desarrollo, en éstos como en 

otros temas, no excluye que los Tribunales 
de Justicia, y en su última instancia el Tribunal 

Constitucional, hayan desarrollado todo un 
cuerpo legal con la jurisprudencia que emana de 

las muchas y variadas sentencias que el más 
alto Tribunal ha dictado en sus aún cortos años 

de existencia. 
Este libro, escrito por dos expertos de primera 

categoná, acomete el análisis de esa 
jurisprudencia, aportando un caudal inapreciable 

de información sobre un tema siempre en 
primer plano de la actualidad. 
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El presidente de la Asociación de la Prensa me pidió amablemente un prólogo 
para el presente libro y accedí gustoso, sin aún conocer el texto, Porque para mí 
es muy grato colaborar con tal institución en una empresa de acercamiento a los 
profesionales del periodismo hasta el ámbito de la Constitución y de su interpre- 
tación contenida en las Sentencias del Tribunal del que formo parte. Cumplo aho- 
ra muy a gusto mi compromiso con brevedad impuesta por las circunstancias y 
con el deseo de contribuir al entendimiento de lo que es el diálogo entre la juris- 
prudencia del Tribunal y sus lectores y críticos. 

Los autores del texto que prologo discrepan con frecuencia de la jurispruden- 
cia constitucional con valoraciones expresas que yo no comparto. Tan respetuosa 
y respetable es su discrepancia como la mía, que, por lo demás, no me impide apa- 
recer con mi firma en este «Cuaderno del Periodista», porque cuando la discre- 
pancia es razonada constituye un ejercicio de la razón crítica que sus destinatarios 
deben aceptar respetuosos, cuando no convencidos. Eso, en fin de cuentas, es dia- 
logar. En el caso presente, el diálogo se entabla entre Sentencias del Tribunal que 
presido y los comentarios a veces concordantes y no pocas discrepancias de los au- 
tores de este texto. No tengo espacio ni tiempo para argumentar en favor de unas 
sentencias que, en gran parte, contribuí a elaborar. En más de un pasaje la dis- 
tancia entre las razones del Tribunal y las de los críticos es menor de lo que la 
apariencia sugiere. En otras ocasiones, la discrepancia del critico con determina- 
das sentencias del Tribunal Constitucional no admite duda para el lector. Un pro- 
loguista, aunque sólo sea por respeto a las leyes no escritas que regulan la condi- 
ción de los géneros literarios, no debe entrar en polémica con el texto prologado. 
Sólo quiero afirmar que el Tribunal siempre emplea y sólo emplea razonamientos 
fundados «en un análisis científico de la realidad de las cosas y de los conceptos» 
en contra de lo que se sostiene en alguna página. Otra cosa es que tales razona- 
mientos convenzan o no a los autores del presente libro, que tampoco son (como 
nadie) infalibles. En todo caso, lo más importante es que la jurisprudencia del Tri- 
bunal sea conocida, comentada y difundida. En este «Cuaderno>, lo es de forma 
inteligente y comprensible, y aunque el lector jurista (maniático de la precisión) 
pueda echar de menos la lectura o la reproducción literal de tal o cual párrafo, es 
necesario que todos comprendamos que la función divulgadora pierde en matices 
lo que gana en difusión. Bienvenido, pues, este texto en cuanto tiene de traslado, 
en lenguaje no técnico y para un lector no siempre iniciado en el mundo del De- 
recho, de unas sentencias de interpretación no sencilla y que en último extremo 
el lector curioso o interesado puede encontrar en el Boletin Oficial del Estado o 

1 en la colección de ((Jurisprudencia Constitucional». 
Dicho esto, conviene añadir que es bueno que los periodistas conozcan el con- 

tenido y los límites de los derechos fundameniales q8e 
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todos los días, para saber lo que tienen derecho a hacer o decir y para conocer 
hasta dónde pueden llegar sin lesionar derechos fundamentales de terceros. La 
exactitud es un concepto de connotaciones numéricas que no se adecúa al mundo 
del Derecho, en el que todo es discutible y casi nada goza de perfiles ciertos y rí- 
gidos. Por eso, el conocimiento jurídico está siempre sometido a opiniones, doc- 
trinas, determinaciones y argumentos dialécticos. Conscientes de estas servidum- 
bres trabajamos los juristas, y esa misma consciencia preñada de relatividad hay 
que trasladar al periodista, pero sin inducirle a uRa suerte de nihilismo o de de- 
saliento. Importa mucho que sepa de sus &rechos y de los límites que éstos com- 
portan y que sepa distinguir en aa sakres lo que es terreno sólido y lo que es 
suelo resbaladizo, porque eso le permitirá actuar con seguridad unas veces y con 
cautela otras. En su actuación deberá preocuparse de ejercer los derechos de li- 
bertad del artículo 20 de la Constitución y, asimismo, de respetar los derechos de 
otros. Los términos del binomio m indisociables. A conocerlos le servirá prove- 
chosamente la lectura de este libro. 

1. La «logística» del artículo 
20 de la Constitución 

Francisco Tomás y Valiente 
Presidente del Tribunal Constitucional 

1. Introducción 

La profesión periodística tiene como fin realizar un derecho humano o funda- 
mmtal, que es el derecho a la información. Como ha ocurrido con otros derechos 
considerados necesarios ara la existencia humana, el derecho a la información R ha tenido una gestación istórica lenta y laboriosa. Baste decir que no se consi- 
deró como tal derecho fundamental hasta 1948. El 10 de diciembre de 1948 la Or- 
ganización de las Naciones Unidas promulgó la Declaración de Derechos Huma- 
nos, en cuyo artículo 19 se describe por primera vez un derecho innato en el hom- 
he que es el que conocemos como derecho a la información. 

Lo que sea este derecho lo iremos viendo a lo largo de las páginas que siguen. 
la que interesa ahora hacer patente es que el derecho a la información, sin lla- 
marle así, está reconocido en el artículo 20 de nuestra Constitución vigente, de 27 
&diciembre de 1978. De modo que el artículo 20 contiene nuclearmente la legi- 
timación constitucional de la labor profesional de los periodistas. El desarrollo; in- 
terpretación y aplicación de ese precepto, que ha de hacerse por las diversas ins- 
m u a s  jurídicas dentro de sus respectivas competencias, ha de llevarse a cabo, tam- 
bién, día a día, por los profesionales de la información. 

En el artículo 20 se encuentran indicados, de una u otra manera, quiénes son 
loa titulares del derecho a la información y el papel que a cada uno corresponde; 
su objeto, que en nuestra terminología llamamos mensaje o, simplemente, infor- 
mación; las facultades específicas que se integran en este derecho; y las condicio- 
nes de ejercicio que ha de tener en cuenta cualquiera que lo ejercite, cualificada- 
mente el periodista. En fórmula breve, el artículo 20 constituye el compendio de 
la derechos y deberes que nuestro ordenamiento jurídico asigna al profesional de 
la información. 

2. ¿A quién corresponde la interpretación del artículo? 

Como enunciación concisa que es, el texto del artículo se puede aplicar direc- 
lamente cuando sus mandatos no necesitan especificación alguna. Por ejemplo, la 
prohibición de la censura rotundamente expresada en su párrafo 2. La Sentencia 
del Tribunal Constitucional de 20 de diciembre de 1982 declara que el artículo 20 
no tiene que esperar a un previo reconocimiento administrativo; su aplicación 
mace directamente* de la norma constitucional. 

Pero lo más frecuente es que las normas constitucionales necesiten un desarro- 
b legal y una interpretación jurisprudencia1 y doctrinal para su debida aplicación. 

15 
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En ocasiones, la misma Constitución lo manda de manera expresa: el ejemplo más 
claro se da en el mismo artículo 20, párrafo 1, d) en el que se ordena que «La ley 
regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional», lo que 
no se ha llevado a cabo hasta el momento. Otras veces el mandato de desarrollo 
es tácito: se desprende del texto o del contexto mismo de la Constitución. 

El desarrollo legal de nuestro artículo 20 -tratándose de un precepto que re- 
conoce un derecho fundamental- ha de hacerse a través de leyes (artículo 53,1.), 
que han de ser orgánicas (artículo 81), es decir, aprobadas por la mayoría abso- 
luta del Congreso de los Diputados. No siempre se ha cumplido así por nuestro 
Poder legislativo, comenzando por el Estatuto de radiodifusión y televisión, apro- 
bado por la Ley ordinaria 411980 de 10 de enero. El artículo 20 tampoco podrá 
desamllarse por Decreto-Ley (artículo 86), lo que se ha cumplido hasta el mo- 
mento por el Poder ejecutivo. 

En cuanto a la interpretación jurispnrdencial, uede llevarse a cabo -y así P ocurre- por cualquier Juzgado o Tribunal españo . No obstante, existe un espe- 
cial Organismo, el Tribunal Constitucional que, a través de los diferentes proce- 
dimientos -principalmente, el recurso de constitucionalidad, el de amparo y los 
conflictos de competencia entre Estado y Comunidades autonómicas o de los de 
éstas entre sí (artículo 161)-, ha dado unas versiones valiosas de lo que debe en- 
tenderse en cada una de las palabras y las frases del artículo 20 y de los artículos 
concomitantes de la Constitución vigente. 

Por interpretación doctrinal, en sentido estricto, cabe entender la que llevan a 
cabo los autores, más o menos especializados en las materias jurídicas e informa- 
tivas. Pero, en sentido amplio, hay que incluir también la que llevan a cabo los 
profesionales de la información. Unas veces, aplicando individualmente el artícu- 
lo 20 ante los problemas que plantea el trabajo diario; otras, de un modo colec- 
tivo o participativo, como ocurre en los países en que existen órganos de autocon- 
trol. Esta interpretación y aplicación profesional no puede ir, por razones eviden- 
tes, contra las leyes de desarrollo; y conviene que tenga en cuenta la interpreta- 
ción que hacen los Tribunales de Justicia, principalmente el Tribunal Constitucio- 
nal; aunque -como ocurre en toda obra humana- sus resoluciones uedan ser 
más o menos acertadas y susceptibles, por tanto, de crítica, es decir, e un juicio 
ponderado, especializado y fundamentado científicamente. 

B 

3. El contexto constitucional del derecho a la información 

Toda esta labor de hacer efectivos los mandatos constitucionales no puede lie- 
varse a cabo atendiendo tan sólo a la letra de los preceptos. Constituiría un mé- 
todo extremadamente positivista, estrecho e insuficiente. Pero, además, la misma 
Constitución, directa o indirectamente, señala caminos más amplios ue es nece- 3 sano tener en cuenta en su totalidad para salvar, no sólo el espíritu e la norma, 
sino también la misma letra. Veamos cuáles son estas vías, de menor a mayor enti- 
dad. 

3.1. La Constitución no es la cúspide del Ordenamiento 

Las Constituciones más modernas -y h nuestra de m m h  paradigmático- 
han dejado de ser la cúspide del ordenamiento j u r í d b  -amo se pensaba que 
16 
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b era hace medio siglo- para convertirse en el cauce por el que penetra el De- 
recho supranacional en el ordenamiento estatal, contribuyendo así a crear una 
base jurídica común en todos los países del mundo. En esta dirección,'el artículo 
% de la Constitución establece, en su primer párrafo, que «Los tratados interna- 
cionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, for- 
marán parte del ordenamiento interno». Esa integración en el ordenamiento in- 
temo obliga a engranar los tratados con las normas de origen interno. Pero no se 
puede olvidar que esta trabazón no se hace en términos de rigurosa igualdad por 
varias razones: 

a) Porque la aprobación de los tratados que afecten a derechos fundamen- 
tales ha de hacerse previa autorización de las Cortes Generales, con lo que, por 
definición, prevalecerán sobre las disposiciones de rango inferior a ley formal. 

b) Porque el mismo artículo 96 dispone también que las disposiciones de es- 
tos tratados solamente podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la for- 
ma prevista en los propios tratados y no conforme al Derecho interno, con lo que 
les da prevalencia sobre este Derecho interno, incluso instituido por ley formal. 

c) Porque, en el artículo 95, está previsto, incluso, que el tratado contenga 
estipulaciones contrarias a la misma Constitución, en cuyo caso se exige la previa 
misión constitucional, no la modificación del tratado. El tratado podrá o no ra- 
tificarse, pero hay que hacerlo en su totalidad y en sus propios términos. 

d) Porque, en el caso español, se ha hecho uso de la autorización prevista en 
el artículo 93 de la Constitución para la integración de España en la Comunidad 
europea, cuyo ordenamiento jurídico, en los términos que señalan los Tratados 
rrnistitutivos, penetra de una manera directa y prevalente en el Derecho interno, 
c r r r i h e  a la naturaleza de las diversas fuentes que la Comunidad promulga. Y 
hay bastantes normas comunitarias que rigen ya en materia informativa, unas de 
m& automático para la generalidad de los españoles, otras que obligan a nues- 

poderes públicos adaptar la legislación española a las directivas comunitarias. 
B Tribunal Constitucional no ha tenido ocasión de pronunciarse en ninguna re- 
poluci6n acerca de las normas comunitarias europeas. Sí, en cambio, cita como 
k n t e  interpretativa las resoluciones del Tribunal Europeo de Derechos Huma- 
nos del Consejo de Europa, por ejemplo, en la Sentencia 6/88 de 21 de enero. 

t 
3.2. Valor interpretativo de las nomas supranacionales 

Estas normas integradoras del Derecho supranacional con el Derecho interno 
u p ñ o l  afectan al ordenamiento jurídico en su conjunto y, en especial, al aplica- 
6t si la tarea informativa. La Constitución, sin embargo, contiene otra norma, en 
&o aspecto más importante que las citadas, pues viene a establecer que, inclu- 

las normas de Derecho estrictamente interno, han de orientarse conforme a de- 
taminados principios capitales contenidos en el ordenamiento universal o, al me- 
Pos, supranacional. El párrafo 2 del artículo 10 de la Constitucián ordena literal- 
mente: «Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades ue 9 li Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaraeián ni- 1 rcrsal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internpniaks mhe tas 

, &mas materias ratificados por España.» En este momento puede d e c k  que, 
. w h á s  de la Declaración de Derechos Humanos de 1948, quc Espha asumió al 
D ingresar en las Naciones Unidas, nuestro Estado tiene ratificados todos los Tra- 

\ 17 
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tados universales que vienen desarrollando la Declaración. Hay que referirse, ade- 
más y en concreto, a la ratificación de la Convención europea de salvaguardia de 
los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre 
de 1950, acordada por los Estados miembros del Consejo de Europa y conocida 
abreviadamente como Convención de Roma. Sin embargo, la importante norma 
interpretativa del artículo 10,2., a pesar de la claridad con que está expuesta, no 
ha tenido mucho influjo en las resoluciones del Tribunal Constitucional, como ten- 
dremos ocasión de comprobar. 

33. Se reconocen h h c h o s  fundamentales: no se otorgan, ni se conceden 

Como hemos podido leer en el artículo 10, la Constitución «reconoce» los de- 
rechos fundamentales. En el comienzo de muchos artículos este reconocimiento 
está explícitamente dicho con fórmulas diversas. El artículo 20 comienza, precisa- 
mente, con las palabras «Se reconocen». Tendremos ocasión de ver el sentido del 
pronombre impersonal y del plural del verbo. Ahora interesa que nos fijemos en 
la significación de este «reconocimiento». La Constitución no concede, ni otorga 
los derechos fundamentales, sino ue reconoce que t o d a  los ciudadanos españo- 
les y extranjeroe (como se desprer%e de Im artlculos 13 y 14 del propio texto cons- 
timcional), son titulares de esos derechos. Es decir, que los derechos fundamen- 
tales son anteriores a la Constitución. Y, al decir anteriores y no dependientes de 
que la Constitución los haya o no reconocido, está subrayando que son superiores 
a la propia enunciación constitucional. En otras palabras, la Constitución, en el 
supuesto de cada derecho fundamental, ha de desarrollarse, interpretarse y apli- 
carse conforme a la naturaleza jurídica de cada derecho. Por naturaleza hay que 
entender la manera de ser de una cosa que es la que legitima su actuación y efec- 
tos. La naturaleza jurídica es la que legitima la actuación de una institución o un 
derecho y su eficacia. Los derechos recaen siempre sobre una realidad, que cons- 
tituye su objeto. El derecho que aquí nos preocupa tiene como objeto la informa- 
ción. El objeto configura el derecho. En nuestro caso, la información configura el 
derecho a la información. Hay que tener en cuenta la naturaleza real de la infor- 
mación para configurar la naturaleza jurídica del derecho a la información. Y, en 
este conocimiento del objeto, evidentemente, tienen ventaja los informadores con 
respecto a los juristas. De todo esto se desprende que el artículo 20 y las demás 
normas informativas que la Constitución contiene o que la Constitución incorpo- 
ra, no pueden interpretarse, desarrollarse o aplicarse contra la naturaleza de la in- 
formación o, si se quiere, contra la naturaleza jurídica del derecho a la informa- 
ción. Así lo reconoce, de una manera explícita el párrafo primero del artículo 53 
de la Constitución cuando establece que la regulación de los derechos y libertades 
reconocidos en el Capítulo segundo del Título 1, en el que se encuentra el artícu- 
lo 20, solamente podrá regularse por ley -orgánica, como hemos visto- «que en 
todo caso deberá respetar su contenido esencial». Lo que significa este «conteni- 
do esencial» lo ha explicado el Tribunal Constitucional y tendremos ocasión de 
resumir más adelante sus acertadas puntualizaciones. 

El criterio interpretativo y la naturaleza del derecho a la información son de 
gran utilidad para los supuestos, desgraciadamente frecuentes, en los ue la nor- 
ma no está clara o el ordenamiento presenta fisuras o lagunas Legales. 1 e dan asi- 
duamente estas circunstancias en los casos de cambio de legiislación o de deroga- 
ción parcial y tácita de disposiciones, que obiigan al intérprete a un esfuerzo, no 
18 
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sólo de aplicación, sino de la simple determinación de las normas que están vigen- 
tes. 

4. Localización y estructura del artículo 20 

El artículo 20 está situado en el Título 1, que tiene como rúbrica «De los de- 
rechos y deberes fundamentales». Dentro de él, en el Capítulo segundo, que se 
titula ((Derechos y libertades». Y, en tal Capítulo, en la Sección l.", que especifica 
en su rúbrica «De los derechos fundamentales y de las libertades públicas», y que 
comprende desde el artículo 15 hasta el 29. Puede observarse que, desde una de- 
nominación única, «derechos», se va introduciendo la expresión «libertades», que 
después se especifica con la expresión libertades públicas. Aquí emplearemos la 
fórmula derecho a la información, por las razones de fondo que luego tendremos 
ocasión de ver, y porque es más actual y expresiva. Lo que, como también vere- 
mos, no excluye, sino que potencia, la idea de libertad. 

Esta localización del artículo 20 no tiene un valor simplemente descriptivo. Es 
necesario ponerla de manifiesto para poder concluir que el derecho a la informa- 
ción, precisamente por su emplazamiento constitucional, goza de las máximas ga- 
rantías que la propia Constitución establece para los derechos fundamentales. 

Ya hemos visto una de estas garantías explícita en los artículos 53,81 y 86: so- 
lamente por Ley Orgánica, que deberá en todo caso respetar su contenido esen- 
cial, se puede regular el derecho a la información, por estar incluido en el Capí- 
tulo segundo del Libro 1. Pero hay, además, otras garantías. 

El mismo artículo 53, en su párrafo 2, establece que cualquier ciudadano pue- 
de recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y en 
la Sección primera del Capítulo segundo -donde se localiza el artículo 20- ante 
los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de pre- 
ferencia y sumariedad. A estos efectos, se promulgó la Ley 6211978, de 26 de di- 
ciembre, de protección de los derechos fundamentales de la persona, tanto en el 
orden civil, cuanto en el penal y en el contencioso-administrativo. 

Los mismos derechos pueden ser reclamados, en su caso, después de agotar 
las instancias ordinarias, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Consti- 
tucional (artículos 53,2. y 161,l,b). 

Finalmente, los derechos reconocidos en determinados artículos del Capítulo 
segundo, entre ellos el del artículo 20, podrán ser suspendidos cuando se acuerde 
la declaración del estado de excepción o de sitio, en los términos previstos en la 
Constitución. En consecuencia, no se podrá suspender en el estado de alarma, que 
puede ser declarado por el Gobierno mediante Decreto aprobado en Consejo de 
Ministros por un plazo máximo de quince días y dando cuenta al Congreso de los 
Diputados, que es el único que puede autorizar su prórroga (artículo 116,2.). El 
estado de excepción requiere autorización previa del Congreso de los Diputados 
que, entre otras cosas, deberá determinar expresamente sus efectos y, por tanto, 
si la delaración afecta o no al artículo 20 (artículo 116,3.). Y el estado de sitio 
ha de ser declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a pro- 
puesta exclusiva del Gobierno. La declaración contendrá también las condiciones 
en que podrán ser suspendidos, en su caso, los derechos, entre ellos el derecho a 
la información (artículo 116,4.). En cumplimiento del párrafo 1 del citado artículo 
116, se promulgó la Ley Orgánica 411981, que regula los estados de alarma, ex- 
cepción y sitio. - 
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Mejor que describir la estructura y contenido del artículo, será oportuna su 
transcripción literal: 

Articulo 20. 1. Se reconocen y protegen los derechos: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opi- 

niones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de repro- 
ducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técni- 
ca. 

c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cual- 

quier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de con- 
ciencia y d secreto profesional en el ejercicio de estas libertades. 

2 El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante 
ningún tipo de censura previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de 
hs medios de comunicación social dependientes del Estado o de cual- 
quier ente ptiblico y garantizar4 el acceso a dichos medios de los gm- 
pos sociales pdíticm significativos, respetando el pluralismo de la so- 
ciedad y de & diversas lenguas de España. 

4. Btas  libertades tienen su límite en el respeto a los derechos re- 
conocidos en este Titulo, en bs prece os & las leyes que lo desarro- 
llen y, especialmente, en el derectio a r honor, a la intimidad, a la pro- 
pia imagen y a la ~o t eec idn  & la jwentud y de la infancia. 

5. S610 podra acordarse el semestro de publicaciones, grabacio- 
nes y otros medios de información en virtud de resolución judicial. 

5. Contenido del artículo 20 

El párrafo 1 del artículo comienza por la frase «Se reconocen y protegen los 
derechos». Conviene comprobar el alcance de este reconocimiento y protección. 
Pero previamente hay que plantearse qué es lo que se reconoce y protege, puesto 
que se habla de «los derechos)), en plural. 

5.1. ¿Cuántos derechos se reconocen? 

Ciertamente, una primera lectura nos llevaría a pensar que se reconocen y pro- 
tegen cuatro derechos diferentes, coincidentes con los cuatro apartados de que 
consta el párrafo 1. al que se remite, expresa o tácitamente, el resto de los párra- 
fos y cuyos apartados se individualizan con las letras a) a d . 

Es oportuno separar, en su tratamiento, los apartados b y c) del primero y el 

nal. 

1 
último que son los únicos que han ocupado la atención del Tribunal Constitucio- 

El apartado b) reconoce lo que, según la terminología más correcta, se llama 
derecho de autor, aunque la vigente Ley 2211987 de 11 de noviembre, que lo re- 
gula, insista en la denominación impropia de propiedad intclectud. La más mo- 
derna tendencia, en los juristas que se ocupan del Eemr, exrnaidera el derecho de 
autor como una manifestación concreta de la f d í a d  de d l h d i r ,  umi de las tres 
facultades que, como veremos, forman parte del dcr& í Ir In6rnnración. La his- 
toria del derecho de autor, la anterior Ley de Prqpiadad Cmekual  de 1879, la 
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actual, y la comparación, en el Código civil, de los artículos 348, -que trata de 
la propiedad en general- y 428 -que intenta definir la propiedad intelectual-, 
no se oponen a esta concepción, antes bien la confirman. La fuerza de la realidad 
se ha impuesto al legislador que, aun inconsciente de ello, ha caracterizado al de- 
recho de autor como integrado por una facultad esencial, que es la de difundir 
-o la inédito, aspecto negativo de la difusión- y por otra serie de facultades, mo- 
rales y económicas, que giran alrededor de la esencial. Si se tiene en cuenta, ade- 
más, que el artículo 27 de la Declaración de Derechos Humanos, no solamente 
contempla esta facultad de difusión del autor y las accidentales que de ella depen- 
den, sino también la de recepción del público, podemos concluir que nos encon- 
tramos con un derecho que, en fin de cuentas, es derecho a la información visto 
desde la perspectiva jurídica del creador de la información. Derecho, por otra par- 
te, de gran interés para el periodista que, por definición, es el que aporta su es- 
fuerzo intelectual para crear o dar forma a los mensajes y hacer posible el medio. 
Su encuadramiento en el artículo 20 facilita la solución de muchos problemas que 
la profesión periodística tiene pendientes, aunque no siempre se los plantea por- 
que considera autor solamente al de renombre en la literatura, en las artes o en 
las ciencias. El Tribunal Constitucional ha estudiado un solo caso relativo al de- 
recho de autor, en la Sentencia 3511987 de 18 de marzo. El asunto versaba acerca 
de una estatua de un célebre escultor, no de un trabajo intelectual destinado a in- 
formar. El Tribunal no entró en el fondo del problema planteado porque el de- 
recho, generado por la creación, había nacido antes de su reconocimiento consti- 
tucional, como un derecho reconocido tan sólo civilmente. Esta manera negativa 
de resolver el contencioso no carece, sin embargo, de interés, dado que al dere- 
cho de autor se le reconoce en este momento una mayor fuerza legal que cuando 
contaba solamente con la protección civil y, en caso extremo, la penal. No puede 
olvidarse este aspecto a la hora de que los informadores mantengan unos dere- 
chos que la Ley vigente de 1987 regula en sus artículos 51 y 52 principalmente. 

El a artado c) reconoce el derecho a la libertad de cátedra. Es por lo menos, 
discutib Y e si tal derecho debería figurar en el cuadro de los que presenta el artí- 
culo 20 o estaría mejor situado en el artículo 27 que reconoce la libertad de en- 
señanza. Ambas posiciones son defendibles. Como justificación de su actual em- 
plazamiento puede decirse que se trata de un derecho a la libertad de exposición 
docente, es decir, a la libertad de difusión, hablada o escrita, de mensajes cientí- 
ficos que, como veremos, son mensajes ideológicos, uno de los tipos de mensajes 
que enumera expresamente el apartado a) del mismo párrafo 1. La labor docente 
es una manera de informar, no muy distinta a las demás, pues, en reciprocidad, 
también el quehacer informativo tiene una finalidad formativa. 

Los apartados b) y c) del párrafo 1. del artículo 20 podían haber constituido 
normas separadas o incorporadas a otros artículos de la Constitución. Pero, situa- 
das donde están, no puede decirse que sean cuerpos extraños en el conjunto del 
artículo, dado que pueden ser referidos al derecho a la información, se benefician 
de esta homologación y confirman la naturaleza y los elementos del derecho de 
que tratamos. 

5.2. La posición dualista del Tribunal Constitucional 

Más problemática resulta la comprobación de si los apartados a) y b) del párra- 
fo 1. del artículo 20 tratan del mismo derecho o de dos derechos distintos. Esta 
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dificultad no resulta de la redacción de estos textos, que parece bastante clara, aun- 
que perfectible. Ni siquiera de discusiones más o menos bizantinas de los autores, 
bastante concordes en la cuestión, como reconoce el mismo Tribunal Constitucio- 
nal en la Sentencia 611988 de 21 de enero. La dificultad aparece cuando el Tribu- 
nal adopta una posición dualista y entiende que la Constitución reconoce dos de- 
rechos diferentes: a la libertad de expresión de ideas y opiniones en el a artado 
a); y a la información de hechos noticiables o noticiosos en el apartado df. 

En el comienzo de su actividad, el Tribunal no tuvo ocasión de enfrentarse cla- 
ramente con el problema y se refería globalmente al artículo 20, sin distinguir el 
apartado a) del d), aunque haciendo mención de uno u otro: así las Sentencias de 
16 de marzo de 1981 y 7411982 de 7 de diciembre. Una sola Sentencia, la de 20 
de diciembre de 1982, ado ta una solución monista al hablar del «derecho funda- 
mental reconocido por la 8 onstitución en su artículo 20, 1. a) y d)». La 611988 de 
21 de enero, que adopta la posición más meditadamente dualista, contiene tam- 
bién una mención monista, si bien tangencial, cuando se refiere al «ejercicio de 
la libertad civil Que la Constitución preserva,. 

Las demás ~intencias adoptan un criterio decididamente dualista, unas veces 
sin razonarlo, como en las 105/1983 de 23 de noviembre, 10411986 de 17 de julio, 
18611986 de 22 de diciembre y 185/1987 de 27 de octubre. La Sentencia 611981 de 
16 de marzo veía, incluso, en el apartado d) dos derechos diferentes, aunque ín- 
timamente conectados: a comunicar y a recibir, confundiendo de ese modo dere- 
cho con facultad. 

Las dos Sentencias en que el Tribunal se decide a razonar detalladamente su 
oposición dualista son la ya citada 611988 de 21 de enero y la 10711988 de 8 de 
junio. A partir de ellas la posición del Tribunal se consolida y se mantiene cons- 
tante en Sentencias posteriores que no hacen sino repetir argumentos de estas dos 
o aceptar sin más la dualidad. Es oportuno detenerse a comentar los fundamentos 
jurídicos que pone en juego el Tribunal. 

5.3. Fundamentos del Tribunal 

a) Se mantiene en la Jurisprudencia constitucional que ambos derechos apa- 
recen separados en apartados distintos, lo que es evidente. Pero esta separación 
física en el texto no es suficiente razón para afirmar, a continuación, que tienen 
un diferente contenido, Iímites diferentes y diferentes efectos. En realidad, como 
veremos inmediatamente, no es cierto que tengan diferente contenido. Y por lo 
que se refiere a los diferentes límites y efectos, todo esto no implica en sí mismo 
que se trate de dos derechos distintos. 

b) Afirma el Tribunal Constitucional que los hechos, por su materialidad, son 
susceptibles de prueba, mientras que las ideas, por su naturaleza abstracta, no se 
prestan a la demostración de su exactitud. Todo ello es cierto. Lo que ya no lo es 
tanto es la consecuencia que se obtiene. Concluye el Tribunal Constitucional que 
la libertad de expresión es más amplia que la libertad de información, pues no tie- 
ne el «límite interno» de la veracidad. Aquí el argumento presenta fallos desde 
distintos puntos de vista. La expresión «limite interno» es contradictoria en sus 
mismos términos, pues el Iímite siempre supone algo externo a lo limitado. Por 
otra parte, no se puede hablar de Iímite -precisamente porque se trata de un de- 
recho innato o fundamental-, sino que, a pesar de lo que diga el párrafo 4. del 
artículo 20, hay que hablar del contenido interno del derecho y de su coordina- 
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a con los demás derechos fundamentales. El mismo párrafo 4 vendría a con- 
&adecR el argumento del Tribunal, pues no distingue los límites a uno y otro pre- 
m d o  derecho. El tema de los límites o de la coordinación de derechos no es 
pnestión cuantitativa, sino cualitativa y, en consecuencia, no admite términos com- 
pafatiws en relación con la cuantía: no parece correcto hablar de «más» o «me- 

amplia. 
c) El derecho a la libre información, a diferencia del derecho de libre expre- 

~ n ,  se refiere a los hechos noticiables o noticiosos que lo son, según el Tribunal, 
parque pueden tener trascendencia pública para una participación real, base del 
-en democrático. Es cierto que la comunicación de hechos es necesaria para 
Qanbcer la realidad, decidir conforme a ella y participar en los asuntos públicos. 
Pero no se puede negar tampoco la decisiva importancia que tiene la comunica- 
dn de ideas para el régimen democrático. Ideas que son necesarias, por otra par- 
e, para enjuiciar los hechos y crear, de ese modo, una opinión pública que el mis- 
fno Tribunal pondera insistentemente en sus Sentencias como necesaria para la 
democracia. 

d) El Tribunal considera que la libertad de información ha ido adquiriendo 
rrna pro resiva autonomía respecto de la libertad de expresión en la que tiene su E trrigen. 1 hecho no es cierto, históricamente hablando. Pero el Tribunal deduce 
de él consecuencias interesantes: ambos derechos mantienen una íntima conexión; 
eanservan elementos comunes; un comportamiento genérico imperado por una 
idta es también un conjunto de hechos; en la realidad informativa es difícil sepa- 
rarlo~ con lo que hay que atender al elemento preponderante en cada caso. Con 

sentido en parte distinto, la Sentencia 18511987 de 27 de octubre minimiza la 
westi6n pues, sin negar la conexión directa e íntima entre ambos derechos, man- 
h e  ue «tienen matices peculiares que modulan su res ectivo tratamiento jun- 
di-. % al vez había que subrayar que los matices no imp\can diferencia esencial, 
iino lo contrario, y que desde el momento en que hay que resolver caso por caso, 
;d Tribunal no ha logrado resolver nada. 

e) La Sentencia 107188 se ve forzada a confesar que la tesis unitaria, y no la 
dualista, es acogida, además de por la mayoría de los autores, en el artículo 19 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y por el artículo 10 del Con- 
.Qaiio de Roma para los derechos humanos en Europa. Pero la Sentencia omite 
h consecuencias constitucionales a las que puede llegarse a partir de estos he- 
dw Todos estos documentos son Tratados internacionales que forman parte de 
wastro Ordenamiento Jurídico. Además, de acuerdo con una norma de la Cons- 
titoción, ya comentada, estos Tratados internacionales han de utilizarse precisa- 
m t e  como elemento interpretativo de las disposiciones de nuestro ordenamien- 
to interno, cuando estas disposiciones puedan exigir interpretación, como para el 
" l b m a l  ocurre en este caso. 

Crítica a la posición dualista 

81 m o r  del Tribunal Constitucional consiste, fundamentalmente, en oamfun- 
dL L existencia de dos derechos diferentes con la de un misma QMefio con bos 
pmbles objetos distintos: ideas y hechos. En realidad, la cuesiiki ts más comple- 
JX r trata de un derecho con un solo objeto genérico, que cs d mensaje, y un 

ilimitado de objetos específicos que son cada mensaje o &a kkmna- 
P 
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ción, equivalencia terminológica -mensaje = información- que acordó la Asam- 
blea General de la UNESCO en su reunión de Ginebra, el mismo año de la De- 
claración de Derechos Humanos de la ONU, es decir, en 1948. El número posible 
de mensajes es ilimitado porque difícilmente se da un mensaje puro o simple. Lo 
que no impide que en cada mensaje complejo se puedan analizar los mensajes sim- 
ples que lo componen, conforme al papel que desempeñan en él. En último ex- 
tremo, ,al término del análisis siempre se llega a dos mensajes simples. Los que 
surgen del interior del informador: ideas o pensamientos, reflejados en el texto 
de1 apartado a) del artículo 20; y a uellos mensajes que el informador recoge del 
exterlar: hechos en un sentido amp 9 io, y que la Constitución llama impropiamen- 
te «información», en vez de <noticia», en el apartado d), pero que concreta inme- 
diatamente al añadir al adjetivo «veraz», porque, efectivamente, y como dice de 
pasada el Tribunal Constitucional, solamente en la información de hechos es exi- 
gible la verdad. Hay una especie de mensaje que podemos llamar el más simple 
de los complejos, que es el que resulta de aplicar una idea a un hecho, de lo que 
se deduce un juicio u opinión, que es un tercer tipo que aparece también en el 
apartado a). Si se sigue la lógica del Tribunal Constitucional, no serían dos, sino 
tres los derechos reconocidos en estos dos apartadas. Pero, a la vista de la reali- 
dad de la información, no se podría hablar de dos, ni de tres derechos, sino de los 
ilimitados derechos que corresponderían al ilimitado número de mensajes com- 
plejos posibles, alguno de ellos tipificado por el Ordenamiento, como el mensaje 
publicitario y el de relaciones públicas. 

Es la realidad la que hay que tener en cuenta para caracterizar la naturaleza 
jurídica. Y, en concreto, la realidad del objeto para caracterizar un derecho. El 
objeto genérico de nuestro derecho es la información que acoge, en principio, todo 
tipo de mensajes, sin perjuicio de que cada tipo tenga sus re as específicas, que 
más adelante diseñaremos. Los sujetos y facultades del derec f o a la información 
son los mismos, sea cualquiera el mensaje. Y los mismos son los medios de co- 
municación a través de los cuales se difunden tales mensajes, aunque algunos de 
estos medios por su estructura y su lenguaje no sean susceptibles de difundir al- 
gún tipo de mensajes, como ocurre con el teatro que no es medio idóneo para 
transmitir noticias. 

Hay que añadir que no todos los tribunales están de acuerdo con la inte re- 
tación dualista del Constitucional. Los testimonios de Sentencias serían muc 'R os. 
Seleccionamos por su claridad y concisión una Sentencia de la Audiencia Terri- 
torial de Valencia de 8 de marzo de 1988, cuyo primer Fundamento jurídico co- 
mienza con estas palabras: «En la elaboración teórica del derecho a la informa- 
ción ha podido establecerse, con suficiente aceptación, que el objeto propio de 
este derecho puede dividirse analíticamente en ideas, hechos y opiniones.» Si el 
Tribunal Constitucional hubiese partido de esta sencilla roposición se hubiese evi- 
tado muchos rodeos para la fundamentación de sus fa los, y se hubiera ajustado 
mucho mejor a la realidad informativa. 

P 
Como conclusión final, se puede afirmar que el plural «los derechos», utiliza- 

do al inicio del párrafo 1. del artículo 20, está forzado porque se ha incluido en 
este precepto dos derechos -el de autor y el de cátedra- que ni siquiera el le- 
gislador advirtió que constituyen modalidades de hacer efectivo c¡ deredio a la in- 
formación. Pero, en manera alguna, el legislador supuso que este derecho a la in- 
formación fuera distinto del derecho a difundir ideas. La expresión colectiva «las 
derechos)), interpretada conforme ordena el párrafo 2 del artículo 10 de la Cons- 
titución y conforme a la realidad informativa, hay que entenderla c;onw, *el dere- 
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'*. Tendremos ocasión de comprobar que el problema y su solución no son me- 
,m atretenimientos teóricos. 

.u La posición unitaria 

El artículo 20 «reconoce» un derecho. Las consecuencias de este reconocimien- 
~ip ~ o r i  variadas y habrá que irlas deduciendo en el momento de su aplicación. 
-, no obstante, destacar alguna que el Tribunal Constitucional ha subrayado 
m mayor o menor insistencia. 

Según el máximo intérprete de la Constitución, el artículo 20 «entraña el re- 
d r n i e n t o  y garantía de una institución política fundamental, que es la opinión 

emente ligada con el pluralismo político)). Esta ((posición pre- 
mayor responsabilidad moral y jurídica en quienes realizan la 

-ación y una rigurosa ponderación de cualquier norma o decisión que coar- 
m m ejercicio. (Sentencias 611981 de 13 de marzo; 10411986 de 17 de' julio; 
1m986 del 12 de diciembre.) Esta última Sentencia añade que la efectividad del 
h e c h o  a la información exige, en principio, excluir la voluntad delictiva en quien 
R limita a transmitir, sin más, la información, aunque ésta, por su contenido, pue- 
¿H mvestir carácter penal. 

La Sentencia 19911987 de 16 de diciembre declaró inconstitucional el artículo 
84 de 26 de diciembre contra la actuación de bandas 
Stas, por los efectos negativos de autocensura que pue- 

tir una coerción indirecta sobre el ejercicio de los derechos del 

La Sentencia 3011982 de 1 de junio, recaída en el caso de la expulsión de un 
,&fcmador de la Sala donde se celebraba la vista oral del juicio por el 23F, dejó 
,&biecido que el Presidente del Tribunal, fuera del supuesto de los actos delic- 
.*S en los que el Código de Justicia Militar determina que se pongan sus auto- 

la autoridad judicial, no puede vulnerar el derecho a informar 

. La importante Sentencia 611988 de 21 de enero declaró que los principios que 
f i rman  las relaciones jurídicas rivadas, en este caso la relación laboral, y que P mp imiento por las partes de sus obligaciones res- 

rse en términos tales que se impida, más allá de los 
impuestos por el contrato, el ejercicio del derecho a la infor- 

fundamental y, muy especialmente, el derecho que reconoce 
limitado por la policía de espectáculos (Sentencia 

del abogado tiene su raíz en el artículo 20,l,a) de 
n con el 24,2. que garantiza el derecho de defensa y asis- 

tBncia de letrado, por lo que su conducta en la actuación forense puede ser corre- 
@da en vía disciplinaria, pero no sometida al juicio de faltas que puede provocar 
en didio ejercicio una reserva excesiva, limitadora, en mayor o menor medida, de 
m libertad de expresión y defensa. (Sentencia 3811988 de 9 de marzo). 

En su frase inicial, el artículo 20 no sólo reconoce, sino que «protege». La con- 
secuencia inmediata del reconocimiento es, en efecto, la protección. El artículo 

ción concreta el deber de protección refiriéndolo a los 
e corresponde «promover las condiciones para que la 
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libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales 
y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y 
social». Aquí se incluyen todas las medidas para evitar monopolios o concentra- 
ciones del poder de informar, entre ellos los de los propios poderes públicos que 
han de adoptar una actitud de subsidiariedad, en el doble sentido de no actuar 
cuando la actividad informativa está suficientemente cubierta por la iniciativa pri- 
vada; y de prestarle subsidios. Los subsidios exigen unas medidas de fomento que 
han de concederse respetando el principio de igualdad y en ningún modo pueden 
servir para enfeudar a los sujetos que intervienen en las relaciones jurídicas infor- 
mativas. 

6. ¿Libertad de expresión o derecho a la información? 

Otro tema suscita el artículo 20 que, aunque se plantee necesariamente a nivel 
teórico, tiene una gran importancia práctica. Como hemos visto, el artículo co- 
mienza reconociendo un derecho, con lo que está manifestando que es un dere- 
cho innato. El párrafo segundo, sintonizado con el primero, sigue utilizando el tér- 
mino derechos para prohibir rotundamente la censura previa. Sin embargo, el 
párrafo cuarto cambia de terminología y se refiere a libertades. El Tribunal Cons- 
titucional emplea unas veces un término, otras otro y otras habla de un «derecho 
a la libertad)) de expresión. En las páginas anteriores hemos utilizado indiferen- 
temente uno y otro vocablo, aunque nos hemos inclinado por el de derecho, de- 
jando para este momento la justificación. 

El derecho a la información constituye una verdadera conquista de la Huma- 
nidad, una vez declarado y descrito. Históricamente, en cambio, salvo algún caso 
excepcional, se ha hablado de libertad de expresión, de prensa, de informacion, 
etc. El concepto de libertad, por más primario y comprensible, cuesta desarraigar- 
lo en su utilización como sustantivo. El de derecho, por más técnico y complica- 
do, encuentra dificultades para abrirse paso en la terminología usual. En cualquier 
caso, es conveniente proceder a la clarificación del tema. 

El concepto y el término de libertad tiene una connotación política que ha in- 
fluido en su generalización. Pero también en su desvirtuación. La Historia nos dice 
que la libertad de expresión, ha aparecido siempre concedida por el pueblo sobe- 
rano. Como el pueblo la concedía, el pueblo mismo la podía limitar. Cuando a los 
períodos revolucionarios han seguido los despóticos, el poder ha seguido pensan- 
do que era el que concedía la libertad y, por tanto, el que la podía limitar e, in- 
cluso, suprimir. En el artículo 11 de la Declaración de Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de 1789 y, más claramente, en el 371 de la Constitución española 
de Cádiz de 1812, puede verse incoado este fenómeno. En efecto, en Francia -el 
país de la libertad- y en el siglo XIX -el siglo de las libertades-, se inventan 
todos los procedimientos conocidos de limitación y supresión de la libertad infor- 
mativa, excepto la censura, inventada siglos antes, pero que también se implantó 
en algunos períodos de la Centuria en Francia y, como no podía menos de ocurrir, 
en España. No es extraño que el párrafo 4 del artículo 20 de la Constitución con- 
tenga inmediatamente después de la palabra «libertad», la palabra «limitación». 
La idea de libertad de expresión va unida siempre a la de concesión gratuita y a 
la de su no menos gratuita limitación. A la Sentencia 17111990 se le escapa la ex- 
presión «la Constitución le concede» refiriéndose a una de las condiciones de la 
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libertad de información. La idea de derecho a la información, como derecho re- 
conocido e innato que es, no admite limitaciones externas a él, sino la necesaria 
coordinación con otros derechos reconocidos e innatos. 

Pero la idea de derecho no excluye la de libertad. La prueba la tenemos en el 
mismo artículo 20, que cuando se refiere al ejercicio del derecho en el párrafo l., 
utiliza por dos veces, en los apartados a) y d), el adverbio de modo «libremente». 
Aquí está la solución al problema. La libertad, que es el derecho más unido al nú- 
cleo de la personalidad después del derecho a la vida, actúa modalmente cuando 
se refiere al ejercicio de cualquier otro derecho. Si todo derecho se ha de ejercer 
vitalmente, todo derecho se ha de ejercer libremente. Sin vida no hay ejercicio po- 
sible del derecho; sin libertad, tampoco, pues el hombre se convierte en un autó- 
mata, en un cadáver viviente. 

La consideración adverbial de la libertad, -manifestada en la expresión libre- 
mente- en contrapunto con el sustantivo derecho, no va en detrimento de la idea 
de la libertad, por dos razones principalmente. La primera por el reconocimiento 
de la preeminencia de la libertad como base común, además de la vida, para el 
ejercicio del derecho a la información. La segunda porque, al convertirse la liber- 
tad en el requisito moda1 de un derecho innato y, en consecuencia, no limitable 
por fuerzas externas, se está dando a la libertad la misma dimensión cualitativa- 
mente ilimitada que se reconoce al derecho. Esto es lo que de un modo tácito, 
pero no poco expresivo, Ueva a cabo el artículo 20 de nuestra Constitución. 

Otra cosa es que la libertad así considerada no pueda ir contra el derecho o 
en discordancia con él. En esto consisten los excesos en el ejercicio del derecho 
a la información que el Tribunal Constitucional ha tenido que corregir en muchas 
ocasiones; o confirmar la corrección llevada a cabo por los Tribunales ordinarios. 
Si el derecho necesita de la libertad para poderse ejercer realmente, la libertad 
necesita del derecho para poderse ejercer rectamente. Las Sentencias 171 y 
17211990 de 12 de noviembre se refieren, en efecto, al ejercicio de la libertad de 
información «de una manera desmesurada y exorbitante del fin». El fin, en el caso 
de los derechos humanos, tiene que ver con la justicia. Las mismas Sentencias si- 
guen hablando del ((ejercicio abusivo y desproporcionado del derecho)) y de que 
«el ejercicio del derecho haya sido o no legítimo)) para lo que, evidentemente, no 
puede hablarse de libertad. 

En términos generales, el Tribunal Constitucional no ha tratado el tema de la 
relación entre libertad y derecho más que de una manera accidental. La falta de 
un criterio claro le ha hecho decir, por ejemplo que, «la libertad de expresión no 
es un derecho ilimitado)) (Sentencia 12011983 de 15 de diciembre). Que es «un de- 
recho de libertad frente al oder», que lo tiene la persona en cuanto ciudadano, 
pero no en cuanto obrero eentencia 8811985 de 19 de julio). Que es un derecho 
de libertad que tiene «impedimentos», sea por vía de hecho, sea porque se esta- 
blece en una Ley, con lo que debería haberse impugnado la Ley penal y no su aplica- 
ción por el Tribunal de instancia (Sentencia 10511983 de 23 de noviembre). 

Como resumen, puede decirse que el derecho a la información no hay que con- 
fundirlo con la antigua libertad de expresión. Que, en cambio, la libertad de ex- 
presión hay que entenderla, como hace literal y expresamente la Constitución, 
como el modo libre de ejercicio del derecho a la información. 



Para qué sirve y a quién 
- 

corresponde el 
derech'o a la información 

En todo derecho se suelen distinguir tres elementos o componentes: subjetivo 
o personal, objetivo o real y de contenido. 

El elemento objetivo o real suele coincidir con la denominación del derecho, 
como ocurre en nuestro caso: el objeto del derecho a la información es, precisa- 
mente, la información en la acepción de mensaje. 

El elemento subjetivo o personal está constituido por los titulares actuales o 
potenciales del derecho de que se trata. Estos titulares son siempre personas físi- 
cas o jurídicas. La personalidad, jurídicamente hablando, es la cualidad de ser cen- 
tro de atribución de derechos, lo que lleva consigo también el ser centro de atri- 
bución de deberes. 

Al hablar de contenido nos estamos refiriendo al conjunto de facultades que 
se integran en cada derecho y que son como los poderes, distinguibles entre sí, 
con cuyo ejercicio se da eficacia al derecho. 

Dada la peculiar naturaleza del derecho a la información, parece oportuno co- 
menzar por la exposición del contenido, dado que habrá que referirse a él para 
configurar la posición de los diferentes sujetos, que trataremos a continuación. 
Esa misma peculiaridad nos indica que, en el derecho a la información, existe un 
elemento -no previsible en otros derechos- que es el llamado medio de comu- 
nicación social al que nos referiremos a propósito de los sujetos. 

l. Las insuficiencias del artículo 20 

El artículo 19 de la Declaración de Derechos Humanos de 1948 es muy claro 
en cuanto a las facultades que forman parte del derecho a la información: facul- 
tad de recibir, facultad de investigar y facultad de difundir. Los documentos su- 
pranacionales que desarrollan la Declaración son unánimes en este punto. Lo que 
nos lleva a deducir que el derecho a la información es un derecho complejo. El 
derecho de asociación, por ejemplo, solamente comprende la facultad de asociar- 
se, pues la de no asociarse es la misma facultad en su vertiente negativa. El dere- 
cho que aquí estudiamos está claramente integrado por las tres facultades enun- 
ciadas, lo que no quiere decir que haya que ejercitarlas todas a la vez, entre otras 
cosas porque es imposible. Por ejemplo, difundir y recibir la misma información 
al mismo tiempo. Pero el ejercicio individualizado de cada una de ellas es ejerci- 
cio del derecho a la información. 

No vamos aquí a estudiar detalladamente, y una por una, las tres facultades. 
Solamente se trata de estudiar los problemas que plantea la redacción del artículo 
20 y lo que, a propósito del tema, ha resuelto el Tribunal Constitucional. 
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Porque, efectivamente, nuestro artículo plantea problemas en este punto. El 
20, 1, a) habla de ((expresar y difundir». La diferencia entre uno y otro 

verbo puede resultar clara si el primero lo entendemos como manera de comuni- 
carse interpersonalmente y el segundo como comunicación a través de los medios 
informativos. En consecuencia, hay que entenderlo como una misma facultad. Pero 
este apartado del artículo 20 no cita más facultades que ésta. El párrafo 1, d), en 
cambio, incluye dos verbos de sentido opuesto, «comunicar o recibir». La misma 
conjunción disyuntiva no indica exclusión de una de las facultades por la otra en 
términos generales, sino en cada acto informativo. 

La diferencia entre los dos párrafos se debe, sin duda, a olvido del redactor, 
pues, aparte de lo ya expuesto acerca de la unidad del derecho regulado por el 
artículo 20, un constitucionalista ha dicho del artículo que en él se separa «en tra- 
tamientos distintos, aunque con el mismo contenido)) la comunicación de ideas y 
opiniones y la de hechos. Para añadir a continuación que «la mencionada dupli- 
cación innecesaria de los apartados a) y d) del número 1, además, genera la sor- 
prendente laguna de no amparar el derecho (es decir, la facultad) de recepción 
de pensamientos, ideas y opiniones)). La Sentencia 7111990, de 12 de noviembre, 
viene a certificar el amplio panorama de facultades que el texto escueto del ar- 
tículo 20 deja en penumbra: «Como ha afirmado el Tribunal Europeo de Dere- 
chos Humanos en el caso Lingens (Sentencia 8 de julio de 1986), a la prensa in- 
cumbe y es su misión publicar informaciones e ideas sobre las cuestiones que se 
discuten en el terreno político y en otros sectores de interés público, y el público 
tiene el derecho de recibirlas, por lo que no es aceptable la opinión según la cual 
la prensa tiene la misión de divulgar las informaciones, pero su interpretación debe 
dejarse primordialmente al lector.)) 

Si bien es cierto que el artículo 16, 2. de la Constitución ordena que «Nadie 
podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencia)), hay que en- 
tender que es en tanto en cuanto la ideología no trascienda de la esfera íntima; 
ero no puede implicar a la ideología con trascendencia pública, lo que no signi- 

Ica solamente ideología política Téngase en cuenta, por ejemplo, el derecho a la 
enseñanza del artículo 27 o a la cultura, que se manifiesta en el artículo 44 y se 
deduce de la lectura del artículo 46. O el derecho a gozar de las artes, de la vida 
cultural, del progreso científico y de los beneficios que de él resulten, expuesto en 
el párrafo 1 del artículo 27 de la Declaración de Derechos Humanos de la ONU. 
Nadie puede negar que «la participación de todos los ciudadanos en la vida polí- 
tica, económica, cultural y social)) del artículo 9, 2. de la Constitución, da pie a la 
exigencia de que determinadas personas den a conocer sus ideas y opiniones, en 
general o sobre problemas concretos. 

Pero hay otra razón más poderosa para considerar que rige en nuestro régi- 
men constitucional la facultad de recibir ideas y opiniones y es que los tratados 
internacionales ratificados y publicados la entienden dentro del derecho a la in- 
formación y esos tratados rigen en España como Derecho interno y han de cons- 
tituir el elemento interpretativo de cuanto se refiere a los derechos humanos. 

Esta razón es tanto más concluyente cuanto que permite incluir en uno y otro 
párrafo del artículo 20 la facultad de investigación de hechos, ideas y opiniones 
totalmente olvidada por el legislador constitucional al redactar el artículo. No deja, 
sin embargo, de traslucirse en algún otro texto, como el artículo 105, en su apar- 
tado b), en el que se ordena que una ley regule el acceso de los ciudadanos a los 
archivos y registros administrativos, lo que constituye un modo de investigación. 
No importa que la ley no se haya promulgado, para que el principio constitucio- 
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nal quede como testimonio. No es necesario ponderar la importancia que la fa- 
cultad de investigación de todo tipo de informaciones tiene para el desempeño de 
la profesión periodística. 

En pocas palabras, hay que entender que el artículo 20 reconoce implícitamen- 
te las facultades de investigar, difundir y recibir ideas, opiniones y hechos, además 
de todos los mensajes que se componen con ellos; es decir, todo tipo de mensajes. 
No verlo así ha dado lugar a pronunciamientos del Tribunal Constitucional dis- 
pares y no siempre acertados. 

2. Las facultades del derecho a la información en la Jurisprudencia constitucional 

Hay que hacer notar que el Tribunal nunca se refiere a facultades, sino a de- 
rexhos, de aquí que el dualismo en que milita se convierte a menudo en pluralis- 
mo, como hemos visto que ocuma en la Sentencia 10511983, que encuentra en el 
párrafo d) dos derechos: a comunicar y a recibir. 

La Sentencia de 11 de marzo de 1981 había afirmado, en cambio, que el de- 
recho a recibir supone, en rigor, una redundancia, pues no hay comunicación si 
no hay receptor. Aquí quizás el Tribunal no distingue con precisión dos conceptos 
que, en la realidad informativa, están claros. Si por comunicación se entiende la 
puesta en común de un mensaje, es indudable que es necesario que alguien lo re- 
ciba y to erciba por alguno de los sentidos corporales. Pero el texto constitucio- 
nal cuan & habla de comunicar q u r  cualquier medio de difusión)), se está refi- 
riendo a la idea de comunicación en el sentido técnico de difusión o publicación. 
Si, como ha concretado la doctrina, la difusión equivale a la puesta a disposición 
del media, la facultad de difusión significa la facultad de incorporar un mensaje 
a un soporte, constituyendo así un medio con una resuelta finalidad difusora. Para 
lo cual es necesario que haya recepción efectiva, ni mucho menos que, de modo 
automático, al ejercitar la facultad de difusión, se ejercite simultáneamcmte la de 
recepción. 

La misma Sentencia afirma que del derecho a comunicar gozan todos los ciu- 
dadanos, aunque en la práctica sirva de salvaguarda a quienes hacen de la bús- 
queda y difusión su profesión específica. En este texto jurisprudencia1 se contie- 
nen varias afirmaciones importantes, que glosaremos en su momento. Aquí nos 
interesa subrayar el sustantivo «búsqueda», porque indica que el Tribunal, al en- 
juiciar la labor informativa profesional, no puede ocultar que el periodista ejercita 
la facultad de investigación. 

La misma facultad constituye el problema principal con que se enfrenta el Tri- 
bunal en la Sentencia 3011982 de 1 de junio, acerca de la expulsión del Director 
de un periódico de la Sala de audiencia en que se veía el proceso del 23F. El Tri- 
bunal entendió que para que el principio de publicidad en los juicios pueda tener 
proyección general es necesaria la asistencia de los medios de comunicación so- 
cial. La Sentencia atribuyó la titularidad inmediata de la facultad de investigación 
a la empresa informativa, pues afirma que la empresa titular de un medio tiene 
derecho, en igualdad con otros medios, a acceder a la fuente de información a tra- 
vés de la persona o personas que designe libremente. En virtud de tal designa- 
ción, el periodista tiene derecho a acceder a la Sala. Bien es verdad que ambos 
derechos están conectados y, aunque parezcan distintos, cualquier medida que in- 
cida en uno afecta al otro. 

Otras sentencias se limitan a puntualizar casos concretos. La Sentencia 7111982, 
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ra el derecho a recibir información por parte del con- 
un deber de informar de manera veraz y completa acer- 
por parte de las empresas que los prestan, deber con- 
e directamente o a través de organismos públicos o re- 

s colectivos. La Sentencia 12011983, de 15 de diciembre, 
ifusión del trabajador, aunque puntualiza que ha de ejer- 
utas de comportamiento que el artículo 7 del Código ci- 
eneral al precisar que «los derechos deberán ejercitarse 
de la buena fe». En consecuencia, concluye el Tribunal, 

ho el que actúa con «animus nocendi)), dado que con su ejer- 
prestigiar a la empresa en la que presta sus servicios. La Sen- 

ro, puntualiza que, supuesta la buena fe, la relación 
1 derecho a la información. 

2.1. El derecho de rectificación, modo de ejercicio de la facultad de difusión 

Un modo tipificado legalmente de ejercitar la facultad de difusión es el ejer- 
cicio del impropiamente llamado derecho de rectificación, regulado por la Ley Or- 
gánica 211984, de 26 de marzo. El no darse cuenta de que este derecho es un modo 
de ejercicio de la facultad de difusión para esclarecer la verdad, ha llevado al Tri- 
bunal Constitucional a posiciones discutibles en las Sentencias 3511983, de 11 de 
mayo; 16811986, de 22 de diciembre, y 26411988, de 22 de diciembre. 

El Tribunal acierta claramente al declarar que la rectificación no constituye 
una sanción al medio. Acierta cuando considera que el acceso a una versión dis- 
tinta de los hechos favorece el interés colectivo en aras de la verdad. Acierta cuan- 
do concreta que solamente puede ejercerse el derecho de rectificación con refe- 
rencia a hechos, o incluso a juicios de valor que, atribuidos a terceras personas, 
se convierten en hechos; pero no es un derecho ejercitable frente a opiniones pro- 
pias ucuya responsabilidad admite quien las defiende)), es decir, que la opinión no 
está condicionada por la realidad que se comunica, sino que es libre y, por tanto, 
no rectificable. Acierta también el Tribunal cuando determina que hay que preci- 
sar el texto concreto de la información rectificada. Y cuando especifica, finalmen- 
te, que no debe ponérsele obstáculos, ni demorar su publicación. 

Es discutible, en cambio, la posición del Tribunal cuando atribuye al derecho 
& rectificación un carácter ((meramente instrumental», cuya finalidad se agota en 
k rectificación de la información publicada. Esta falta de perspectiva hace incurrir 
d Tribunal en el mismo desenfoque en que ha caído una parte de la doctrina que 
clasifica el derecho de rectificación como una de las «limitaciones» a la informa- 
&n. 

Pero quizás el error más grave de la jurispnidencia constitucional estriba en 
msiderar que el derecho de rectificación no «se concede» en función de la fal- 
d a d  o inexactitud de los hechos rectificados, sino de la apreciación subjetiva de 
que lo son por parte de la persona ue lo ejerce. Como el procedimiento judicial P correspondiente a la acción de recti icación es sumario, tampoco se exige al juez 
qüe compruebe la verdad de los hechos contenidos en la declaración. Con ello el 
procedimiento previsto para garantizar el buen ejercicio del derecho en cuestión 
no produce efectos de cosa juzgada respecto de una potencial investigación pro- 
cesal futura de los hechos efectivamente ciertos. Se olvida aquí que la facultad de 
difusión no supone la de falsear la información, ni por parte del medio ni por par- 
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te del que ejercita el derecho de rectificación. El derecho de rectificación va, efec- 
tivamente, en favor del que rectifica; pero también del público que tiene derecho 
a ser informado en verdad; también del medio, que tienen que comunicar siempre 
hechos verdaderos si no quiere perder prestigio; y también del informador que ha 
dado una noticia no verdadera porque le ayuda a cumplir con el deber de infor- 
mar cuando haya desinformado. Todos esos intereses conviven en el derecho a la 
inforinación y su satisfacción constituye la eficacia de este derecho. Y la eficacia 
se puede conseguir, en este caso, por la correcta utilización de la facultad de di- 
fusión por parte de la persona que rectifica. 

7 3 Conclusión 

El derecho a la información en nuestro régimen constitucional y, por tanto, 
cabe decir que en nuestro ordenamiento jurídico informativo, comprende, en con- 
secuencia, las tres fhcultades que le caracterizan: investigar, recibir y difundir. Otra 
cosa es que la utilización de cada una y, a través de ella, la eficacia del derecho 
a la información sea distinta en la realidad y haya sido acogida desigualmente por 
la legislación. Cada facultad tiene su función y su razón de ser. Y conforme a ella 
se va abriendo camino a medida que los sujetos son conscientes de su titularidad 
y que las condiciones externas permiten su pacífico ejercicio. La publicación de 
las cartas al Director que, en los países continentales no ha pasado de ser potes- 
tativa, ha adquirido en el Reino Unido un carácter de obligatoriedad cuando su 
contenido es de interés general. El régimen de apertura y transparencia de la Ad- 
ministración, que comenzó ya a abrirse paso legalmente en el siglo XVIII en Sue- 
cia, ha llegado a romper el círculo de hierro más cerrado que se daba en el De- 
recho comparado, que era el francés. Y en la misma Iínea podían citarse otros mu- 
chos ejemplos. 

3. La persona humana como centro de todo derecho 

Se ha dicho, con igual razón, que el Derecho es la realización de la justicia; y 
que la justicia es la realización del derecho. Sólo es aparente la antinomia de es- 
tas dos proposiciones, dado que en ellas hay un término que mantiene unidad de 
significado -la justicia-, y dos términos con significado distinto, por lo que se 
han escrito en un caso con mayúscula -Derecho- y en otro -derecho- con mi- 
núscula. Por eso las dos proposiciones anteriores pueden reducirse a una sola que 
vendría a ser la siguiente: en aras de la justicia, el Derecho ha de ser la realiza- 
ción del derecho. Es decir, el ordenamiento jurídico será justo en tanto en cuanto 
haga efectivos los derechos subjetivos. En nuestro caso diríamos que el Derecho 
de la Información, entendido como conjunto de normas que rigen la información, 
será justo en la medida en que suponga un reconocimiento, protección y realiza- 
ción del derecho a la información. Y esto es así, lógicamente, porque lo impor- 
tante para el derecho es el hombre que, en cuanto actuante en el mundo jurídico, 
llamamos persona. Todo el derecho se configura teniendo como centro la perso- 
na humana. La necesidad de atribuir derechos y deberes a colectividades, ha he- 
cho extender el concepto de personalidad a las llamadas personas jurídicas que ac- 
túan a semejanza de las físicas o naturales. De todo esto se desprende la impor- 
tancia que, al estudiar cualquier derecho, tiene el análisis del que hemos llamado 
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elemento subjetivo o personal. Tal relevancia adquiere en el derecho a la infor- 
mación unas modulaciones de interés. 

3.1. Peculiaridades en el sujeto del derecho a la información 

En primer lugar, porque, como todo derecho, se da para el hombre individual- 
mente considerado; pero esta referencia personal es compatible con su conside- 
ración comunitaria. Desde antiguo se ha considerado que comunidad y comuni- 
cación son la misma cosa, puesto que no puede existir la una sin la otra. El dere- 
cho a la información sirve al hombre y sirve a la comunidad. Pero la dimensión 
comunitaria no puede borrar la personal. Antes bien, estará tanto mejor cumplida 
cuanto más se afirme la personalidad de nuestro derecho. De aquí que no deba 
hablarse -traduciendo impropiamente una expresión sajona- de comunicación 
de masas que, como afirma un autor contemporáneo, nos presenta «al individuo 
transformado en grano de arena y a la sociedad en desierto». 

En segundo término, porque, a diferencia de otros derechos, en el ejercicio de 
la información concurren varios titulares, que desempeñan papeles distintos en el 
proceso informativo, pero que vienen a realizar el mismo derecho. Porque no se 
puede considerar que, en la información, exista un sujeto puramente pasivo y otro 
u otros exclusivamente activos. 

3.2. El «todo» y el «cada» hombre 

El artículo 20 comienza de una manera impersonal: «Se reconoce)). Lo que.no 
eignifica impersonalidad. Si, además, relacionamos el texto del artículo 20 con el 
artículo 14 de la Constitución -que establece el principio de igualdad o no dis- 
criminación- y con el 13 -que atribuye los derechos fundamentales, salvo el de- 
recho de voto, a los extranjeros-, el resultado es que nadie está exceptuado de 
ser sujeto actual y activo, no solamente potencial, del derecho a la información. 
El que no exista excepción posible en un conjunto es lo que se llama universali- 
dad. Por eso es corriente referirse al sujeto universal de la información. El artí- 
culo 19 de la Declaración de Derechos Humanos habla efectivamente, como su- 
jeto del derecho a que se refiere, de «todo hombre», en el sentido de toda perso- 
na, tanto física como jurídica. La Sentencia 14111985 parece reducir en un pasaje 
determinado la titularidad de las personas jurídicas, al considerar que la libertad 
de comunicación «es, en línea de principio, un derecho individual» de los miem- 
bros de una Asociación Sindical de Policías. Esta línea de principio la quiebra la 
misma Sentencia al reconocer más adelante a la Asociación tal legitimación, aun- 
que sólo excepcionalmente cuando se refiera a aquellas facetas respecto de las cua- 
les ¡a Asociación sea titular directa del derecho. El tema -planteado también por 
algún autor- hay que resolverlo en favor del derecho a la información de las per- 
m a s  jurídicas. 

Esta atribución universal no significa atribución global, a todos los hombres 
en conjunto, ni a grupos determinados de hombres, sino a «cada hombre», sin ex- 
cepción. Es incorrecto, pero expresivo, decir que «a todos los cada hombre». 
Usualmente se habla de público para referirse a estos sujetos que no son profe- 
sionales ni empresas informativas, o que no actúan como tales. Pero la palabra pú- 
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blico no significa un solo titular colectivo, sino una colectividad de titulares indivi- 
duales. 

El párrafo 3 del artículo 20 parece atribuir unos derechos a los «grupos socia- 
les y políticos», siguiendo la pauta del artículo 9,2. que habla de «la libertad e igual- 
dad de los individuos o de los grupos sociales en que se integra)). Si estos grupos 
sociales están jurídicamente personificados, como ocurre con los partidos políti- 
cos o con las asociaciones de consumidores, por ejemplo, no se plantea problema 
alguno, pues también las personas jurídicas participan de la universalidad del de- 
recho. Si no lo están, hay que entender que actúan en la información en tanto en 
c w t n  bdns cada uno de los que integran el grupo son titulares del derecho: 
precisammk agrupación tiene por finalidad potenciar el derecho personal igual 

cada um; 
E 

Titular u- t$d && aia .~MP ea, por igual, cada persona físi- 
92 y, por extensión, cada persona jurídice b m b  Las ordenamientos jurídicos es- 
Qblecen determinadas normas favorece- de un wlectivo determinado, lo ha- 
a n  precisamente para ponerle en plan de ieual& m los demás sujetos. Por eso, 
q tas  normas protectoras se refieren siempm a i#inoeías, sean minorías de crite- 
m, como la juventud y la infancia, que se menciow en el párrafo 4 del artículo 
a, sea.&m& aurnknc;is. cama pueden sa las hgüísticas, las étnicas, las re- 
iigiosq.'- 

El que toda p m a  &&a o ju&b at;r sujeto &1 derecho a la información 
significa que cada persona física y jurídica es titular de cada una de las facultades 
que integran el derecho a la información: la facultad de investigar, la de recibir y 
la de difundir mensajes. Tanto la Declaración de la ONU, como los demás docu- 
mentos internacionales suscritos por España, o la propia Constitución, interpre- 
tada del modo que ha quedado dicho, confirman este punto. La facultad de re- 
cepción es fácil de comprender porque, más o menos conscientemente, la esta- 
mos ejercitando sin cesar. La de investigación resulta más difícil, porque el sujeto 
no especializado carece de formación para desempeñarla. Todavía más dificultad 
presenta el ejercicio de la facultad de difusión, porque, además de no poseer esta 
formación, el que podemos llamar hombre de la calle no tiene un medio de co- 
municación social a su alcance. Piénsese, sin embargo, en que una y otra facultad 
se van abriendo paso en la vida informativa. Los sujetos no profesionales y no em- 
presas ejercitan cada vez más la investigación directamente porque es creciente el 
k u í m  ob m c e r  aquello que les afecta. En cuanto a la facultad de difundir pue- 
& dw&~.h  mayor frecuencia e intensidad con que los no informadores acce- 
dm de; d h s m  zcndor a ks & m n .  Algunos de esos modos se 
~ ~ 7 . n g d ~ ~  I*' fi nos hemos referido a las cartas 
4 Wector eri el Reino . F 

1 2% mtificación, que es común, con - a rmCslria al de otros muchos países. Po- 
&anlcss-a-h&& ados, como el contrato de di- 
fosión publicbria, las diversas formas de que un autor actúe como editor o el ré- 
$irnctr &4as misoras de radioaficionados, como ejemplos significativos. 

Todas estas fórmulas y las que sucesivamente vayan abriéndose camino, no 
son, sin embargo, suficientes para satisfacer en toda su plenitud el derecho a la 
información. No hay que pensar por eso en que los Tratados internacionales y la 
Constitución contengan unas declaraciones irónicas o carentes de sentido real. Lo 
que ocurre, del mismo modo que en otros derechos existenciales, es que su titular 
delega en unos profesionales y en unas organizaciones que, por su formación y 
por sus medios, son capaces de realizar los derechos debidamente. Esta delega- 
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cita del sujeto universal en profesionales y organizaciones, en nuestro caso 
ativas, viene precisamente a caracterizar la naturaleza, respectivamente, de 
fesión y de esas organizaciones. 

El público visto por el Tribunal Constitucional 

unque nunca ha afrontado de cara y a fondo el problema, el Tribunal Cons- 
al se ha referido, en muchas ocasiones, al sujeto no profesional, con dife- 
erto y más o menos coherencia. La manifestación más corriente del Tri- 

onstitucional es la que, de uno y otro derecho -dada la posición dualista 
emos visto que mantiene- «gozan por igual todos los ciudadanos». En esta 
a línea coinciden, por ejemplo, las Sentencias 611981 de 16 de marzo, 1211982, 

marzo, y 9411982, de 7 de diciembre. 
La Sentencia 611988, de 21 de enero, contiene pronunciamientos desiguales, 

n relación con el sujeto del derecho a la información. En uno de sus fundamen- 
os se refiere a la universalidad cuando los datos de la información pueden tener 

interés Dara todos: en el caso en cuestión lo tenía. Dues se refería a unas declara- 
s i e s  hechas por un periodista al servicio de un ~ in is te r io ,  denunciando unas 
irregularidades informativas. Pero en otro de los fundamentos habla de la «abs- 
tracta titularidad)). Si por abstracta se entendiese la impersonalidad con que el ar- 
tículo 20 plantea la universalidad, no habría nada que objetar. Pero, dejándose lle- 
var por el precedente de la Sentencia 10511983, de 23 de noviembre, la Sentencia 
que comentamos repite que del derecho a la información «es sujeto primario la 
colectividad» -lo que hemos visto que jurídicamente es imposible-, para añadir 
a continuación: «y cada uno de sus miembros», lo que sí es plenamente correcto. 

Una Sentencia mantiene que el derecho a la información corresponde a to- 
dos, «sin estar subordinados a las características personales de quien las ejerce)) 
(16511987, de 27 de octubre). Siendo derecho de todos los es también del traba- 
jador como ciudadano y conforme a la acción representativa que le asigna el Es- 
tatuto de los Trabajadores (2011983, de 15 de diciembre), incluso cuando el tra- 
bajo es el de redactor (611988, de 21 de enero). Y también corresponde al aboga- 
do como complemento de la garantía procesal del artículo 24,2. 

Las Sentencias 611981, de 16 de marzo, y 6311987, de 20 de mayo, abogan por- 
ue se garantice el acceso a los medios de comunicación social de los grupos «sig- 

ivos» o, al menos, que no se les impida dicho acceso. La 6311987, de 20 de 
en relación con la Ley Orgánica 411980, de 10 de enero, del Estatuto de 

y televisión, considera como grupos sociales «significativos» los rupos po- B con representación en las Cortes Generales, si hubieran concurri o -en so- 
o federados- a las últimas elecciones, no bastando con que tengan en sus 

n Diputado y un Senador por afiliación posterior. El voto particular del Ma- 
istrado señor Fernández Viagas a la Sentencia de 16 de marzo de 1981 sostiene 
ue la desigualdad en la confrontación de las fuerzas sociales, conforme al man- 
ato del artículo 9,2., que obliga a los poderes públicos a salvaguardar la libertad 
la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran, ha de remediarse 
través de los medios de comunicación social del Estado. 

El reconocimiento de la riqueza de las distintas modalidades linguísticas de Es- 
aña y de su cooficialidad con el castellano en las respectivas comunidades autó- 
ornas (artículo 3 de la Constitución), y el respeto a las diversas lenguas en el ac- 

los medios de comunicación social del Estado (artículo 20,4.), han plantea- 
35 



Los límites de la infomzación 

do problemas menores sobre el sujeto del derecho a la información. El Tribunal 
Constitucional ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre ellos en relación con 
expedientes administrativos (Sentencia 8211986, de 26 de junio), o con procesos 
judiciales (Sentencia de 25 de mayo de 1987 . Tan sólo puede tener mayor rele- 
vancia para nuestro tema la Sentencia 84/19 d 6, de 26 de junio, que considera in- 
constitucional una norma de la Ley de Normalización Lingüística del Parlamento 
de Galicia, que imponía a todos los gallegos el deber de conocer el idioma espe- 
cífico de aquella Comunidad autonómica. 

4. Orfandad legislativa de la profesión informativa 

4 h  &-de 4bm&&h, al aceiudo que reconocía el derecho a la 
$formación, que cambió de numeración a h de su tramitación parlamen- 
Iaria, no mencionaba a la profesión M v l c  redacción definitiva, que es 
la promulgada y vigente, incorporó.m 

"e 
Y al ipartado d) del párrafo 1, que 

ardena. «La ley regulará el derecho a. rlkmlr (b conciencia y al secreto pro- 
*sional en el ejercicio de estas - 'Tan & puede entenderse ese «ejer- 
&ion como «ejercicio p r o f e s i o & , ~ q p e  h diusula de conciencia, que hay 
que eqtendo ?m cláusula legal -@kth y W f i c a  de toda relación laboral 
hfo-a-, Ja ptii#nribdd. 
ai e eelirrb ss W dsl e ofesional~ hay que referirlo 

a Iii h a t i v a ,  puesto que al secreto pro r esional en general -que tam- 
bién afectará al informador en cuanto que genéricamente es un profesional- se 
refiere el párrafo 2 del artículo 24. El secreto profesional en general se reduce a 
callar hechos conocidos en el ejercicio mismo de cualquier profesión. El secreto 
profesional informativo afecta exclusivamente a las fuentes personales de la infor- 
mación. 

Puesto que también la fuente es algo existente en el mundo exterior del infor- 
mador, el secreto profesional está bien situado en el citado apartado d). En cam- 
bio, la cláusula de conciencia, que ha de referirse solamente a lo que es tal cláu- 
sula y no a otros problemas de conciencia que puedan plantearse al periodista, se 
relaciona con el mundo interior del informador y debería haberse ubicado en el 
apartado a). De quererlos situar juntcs para subrayar más claramente la presencia 
de la profesión informativa en la Con:titución, debieron haberse establecido en 
un párrafo separado del que se ocupa de un tipo singular de mensaje. 

En cualquier caso, el mandato de regular por ley estas dos instituciones típicas 
de la profesión periodística no se ha cum2lido por los gobiernos postconstitucio- 
nales. Los intentos de los partidos políticos en la oposición, que han presentado 
al Congreso de los Di utados propuestas de ley más o menos acertadas, han sido 
parlamentariamente lenadas. Un veterano periodista, Diputado en las Cortes 
Constituyente y que intervino directamente en la redacción definitiva de nuestro 
artículo 20, dijo en una ocasión: «Por los propios periódicos verán ustedes que el 
Gobierno ha decidido no regular, no intervenir y no mojarse en nada en el secre- 
to profesional y va a sacar una ley muy parcial, muy incompleta sobre la cláusula 
de conciencia. De tal manera que lo que era una especie de hermanos siameses 
en el artículo 20 de la Constitución, de repente ha llegado la cirugía legislativa del 
Gobierno y va a separar una cosa de otra.» De momento, no se conoce todavía 
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no los exige tan sólo en su nombre, sino respaldado por el derecho de su man- 
dante, titular universal del derecho a la información. 

Los temas que preocupan a la profesión periodística, como titulación, acredi- 
tación, colegiación, sindicación, asociación, seguridad frente a los riesgos, la mis- 
ma cláusula de conciencia y el secreto profesional, etcétera, han de orientarse en 
función de lo que constituye la esencia de la identidad profesional informativa: el 
cumplimiento del deber de informar. Esta orientación ha de estar viva, no sólo en 
el ordenamiento interno profesional informativo, sino más allá de las fronteras ac- 
tuales, en el campo de la homologación de las profesiones informativas en la Co- 
munidad Europea. 

4.5. A@m6 co~idcmicznes del Tribunal Constitucional 

En las escasas ocasiones en que d Tribunal Constitucional se ha referido a la 
profesión periodística ha sentado unos principios no siempre coincidentes con lo 
que acabarnos de decir, aunque tampoco diametralmente opuestos. En la Senten- 
cia 6/1981, de 16 de marzo, se afirma que gozan del derecho a la información to- 
dos los ciudadanos, por más que «en la práctica sirve de garantía a los profesio- 
nales, aunque no les otorga ningún privilegio». 

El sentido que tiene esa «garantía» no puede ser otro que el respaldo que le 
da el ejercitar un derecho m en oombre propia, sino en el de «todos los ciuda- 
danos~; es decir, de cada uno de e h .  Respecto a que los profesionales no tienen 
otorgado «ningún privilegio», la afirmación está en línea con las normas naciona- 
les y supranacionales establecidas en los Códigos de Deontología Periodística. A 
falta de Código en España, se puede citar, como ejemplo, el que nos afecta más 
directamente -el Código Moral del Periodista Europeo-, en cuyo artículo 8 se 
dice: «El fin altamente moral de la profesión periodística excluye que cuantos la 
ejercen puedan recibir ventajas personales de su actividad.» En diferentes Códi- 
gos nacionales y en los Reglamentos de la Unión Internacional de Telecomunica- 
ciones, se emplea, más en concreto, el sustantivo «privilegio». No resulta, por tan- 
to, muy acertada la Sentencia 171/1990, de 12 de noviembre, cuando habla de que 
la Constitución «crea un espacio de inmunidad», que, aunque la Sentencia refiere 
al mensaje, no puede conectarse más que con el sujeto informador, que en este 
caso era un periodista. 

Un comentario paralelo habría que hacer a la Sentencia 16511987, de 27 de oc- 
tubre. Según esta Sentencia, los derechos del artículo 20 corresponden a todos, 
«sin estar subordinados a las características personales de quien las ejerce, sino al 
contenido del propio ejercicio», «aunque alcanza su máximo nivel cuando son ejer- 
citados por profesionales». En realidad, el nivel que alcanza el cumplimiento de 
un deber que satisface un derecho, se ha de medir por la eficacia del ejercicio de 
este mismo derecho. 

La Sentencia 611981, de 16 de marzo, recaída en el recurso de amparo de unos 
periodistas contra el cierre de ciertos periódicos perte~ecientes a los medios de 
comunicación del Estado, dice que la cláusula de conciencia y el secreto profesio- 
nal que los profesionales pueden invocar como actores destacbdog no sirven para 
asegurar la permanencia de la actividad prckionai, sim s6b cl modo de su ejer- 
cicio. El Tribunal Constitucional tenía razh. El recuiso pudo debió, en su caso, 
haberse fundado en otras alegaciones distintas al secrato pro esional y a la cláu- 
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mnciencia, cuya naturaleza jurídica no las hacían idóneas constitucional- 

&cid son empresas ideológicas o, como también se han llamado, empre- 
tendencia. Y el precedente jurispmdencial puede tener aplicación en favor 

trídqador informativo. Se trata de la Sentencia 4711985, de 27 de marzo. 

& la ~rganizaciona informativas 

ajo, propias de la Comuni- 
tre nosotros es el informa- 

un medio de comuni- 
formativa. La canira- 
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mente supervisado con arreglo a pautas que han mostrado su oportunidad en la 
legislación comparada. 

5.1. La relación empresa-medio 

Quizás el problema más importante es dejar clara la naturaleza de la relación 
entre empresa y medio, que condicionará la de informador y medio. No se puede 
decir que la empresa sea propietaria del medio en el mismo sentido que se dice 
que es propietaria del edificio en que el medio se produce, de la rotativa en que 
se imprime o de la antena con que se difunde, por ejemplo. La relación de em- 
presa g medio, como puede deducirse del régimen de los mensajes y de los sopor- 
tes, es h de una titdaridad especial a efectos d d  cumplimiento del deber de in- 
frrnnar y de la responsabilidad par su incumplimiento. El mismo artículo 20,3. no 
habla & (rprapiedad~ & los medios & comainicación social, sino de su ((dependen- 
cia~. 

Si se advierte q u  el d&m de inrfarinar y la res nsabilidad por los mensajes 
que k o  posibk d medio es atribuible también a P" informador, puede deducirse 
uc miste una cdldaridad del medio dlrigida a hacer posible y efectivo el dere- 

$10 dedel .bliFo a 1s infamación. La cotinilaridad, que tiene como base la dele- P" gación t eita del público a la vez en la empresa y en el informador, ha de subya- 
cer en l e  relaci6n laboral entre empresa informativa y redactor, que tendrá así un 
especial carácter conforme a la realidad, aun cuando no lo haya advertido el ar- 
tículo 2 det Estatuto de los Trabajadores. 

5.2. Escasas referencias jurisprudenciales 

Pero la Constitución no dice nada más acerca de la organización informativa 
que, si tiene carácter empresarial, gozará del principio de libertad de empresa ex- 
plícito en el artículo 38. El Tribunal Constitucional se ha referido, en cambio, al 
principio de libertad en la creación de medios (Sentencia 1211982 de 31 de mar- 
zo), lo que implica, para que no exista contradicción, la libertad de creación y fun- 
cionamiento de las empresas informativas, entendidas en un sentido amplio y no 
sólo de carácter mercantil, como lo prueba el ue la única alusión contitucional 
a una organización informativa es a aquella crea 1 a y sostenida por el Estado o cual- 
quier ente público. No hay obstáculo en que lo sea un ente privado constituido en 
forma no mercantil. 

Apenas nada más importante a nuestros efectos ha dicho la jurisprudencia 
constitucional. Las Sentencias a este respecto han versado acerca de cuestiones 
de competencia entre el Estado y las Comunidades autonómicas; o de los proble- 
mas que plantean los medios que se difunden a través de ondas radioeléctricas, 
por la especial naturaleza y régimen jurídico internacional de las ondas: servicio 
público esencial, monopolio, gestión directa o indirecta, sistema de concesiones, 
etcétera. Tan sólo cabe decir aquí que el Tribunal se ha dejacio llevar por los plan- 
teamientos de las partes, más que por lo dispuesto en los tratados internacionales, 
a pesar de referirse a ellos expresamente en alguna Sentencia, como la 1211982 
de 31 de marzo. Tampoco ha tenido en cuenta d Tribunal la realidad de las co- 
sas. Así como ha sido muy riguroso en la innovación que ha supuesto el recono- 
cimiento del derecho a la información en el 'rCgmKn de los mensajes, ha reducido 

su alcance cuando se ha enfrentado, aunque haya sido lateralmente, a problemas 
relacionados con medios y organizaciones informativos. 

5.3. Los medios informativos 

El artículo 20 menciona los medios de una manera inorgánica y no muy pre- 
cisa terminológicamente. Unas veces alude a ellos como meros instrumentos que 
sirven de cauce para difundir mensajes: ((cualquier medio de difusión», «median- 
te La palabra, el escrito o cualquier medio de reproducción» (Apartados d) y a) 
del párrafo 1 del artículo 20, respectivamente). Otra vez para ordenar que la ley 
regule el acceso de los grupos sociales y políticos a los medios dependientes del 
Estado o de cualquier ente público (párrafo 3). Finalmente, el artículo se refiere 
a dos medidas que afectan a los medios: la censura (párrafo 2) y el secuestro 
(párrafo 5). 

La Sentencia 1211982 de 31 de marzo, una de las escasas sentencias que se re- 
fieren a los medios, afirma que «el derecho a difundir ideas y opiniones compren- 
de, en principio, el derecho a crear los medios materiales a través de los cuales la 
difusión sea posible». Si se completa ese «derecho a difundir ideas y opiniones» 
con el dercho y el deber de difundir noticias, el pronunciamiento jurisprudencial 
es válido. La misma Sentencia contiene otra afirmación plausible: que ((10s mis- 
mos medios de comunicación social han de preservar el pluralismo», dado que a 
h información no sólo puede ponerle obstáculos el poder público, sino también 
el poder informativo. 

La Sentencia 3011982 de 1 de julio destaca el papel de ((intermediario natural» 
desempeñado por los medios de comunicación social entre la noticia y cuantos no 
están en condiciones de conocerla directamente, papel que se acrecienta con res- 
pecto a los acontecimientos que pueden afectar a todos. Pero la Sentencia 4911984 
de 5 de abril, refiriéndose al cine y la 15311985 de 7 de noviembre al teatro, afir- 
man que, además de vehículos culturales, ambos son medios de comunicación, 
pues, aunque no son informativos, tienen una finalidad & entretenimiento. No ad- 
vierte esta Sentencia que estos medios son los mejores ropagadores de ideas, ex- 
cepto el cine noticiero o documental. Como tampoco a : vierte la universalidad del 
derecho a la información al referirlo únicamente a los medios informativos, lo que 
solamente puede admitirse en contra osición a los cauces clandestinos, pero no a 
la expresión fuera de los medios. A ? in de cuentas, hasta la palabra hablada es un 
cauce o un medio que, en ocasiones, puede producir menas perturbación que la 
difusión genérica del Código penal: «Realizar el delito por medio de la imprenta, 
radiodifusión u otro que facilite la publicidad» (Artículo 10, 4"). No son acerta- 
das, por tanto, las siguientes palabras de la Sentencia 10511990: «Los cauces por 
los que se difunde la información aparecen así como relevantes para determinar 
su protección constitucional.» La universalidad de los medios hay que extenderla 
a todas las formas de expresión o comunicación. 

Las medidas positivas o de fomento son mencionadas en la Sentericia M981 
de 16 de marzo. En ella se afirma que la cláusula del Estado social y democrático 
del artículo 1, 1. de la Constitución y, en relación con ella, el mandato pmocio- 
nal del artículo 9,2. imponen, sin duda, actuaciones positivas por parte del Esta- 
do. Pero se niega que estos textos impongan una obligacibn concreta al Estado, 
ni el derecho a exigir el apoyo a los medios privados con fondos púMioris, ni la 
creación y sostenimiento de medios públicos. 
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El Tribunal Constitucional no se ha tenido que pronunciar acerca de la cen- 
sura previa, a pesar de que ha aparecido ya en alguna ley formal, cuya inconsti- 
tucionalidad nadie ha contestado; ni sobre el secuestro no judicial de medios de 
información (parráfos 2. y 5. del artículo 20, respectivamente). 

6. La discutida responsabilidad civil solidaria 

Las Sentencias 171 y 17211990 resuelven dos casos caracterizados por su «si- 
militud o semejanza)). Ya el Tribunal Supremo, en las sentencias recurridas con- 
denó a los dos recurrentes, pero les impuso una indemnización diferente. El Tri- 
bunal Constitucional, al que se deben los adjetivos entrecomillados, resuelve en 
dos Se~tencias, correlativas y de la misma fecha, en un sentido opuesto, conce- 
diendo en la primera el amparo y en la segunda no. No puede decirse, sin embar- 
go, que la doble dccisión sea contradictoria cuando se compara el texto de los dos 
mensajes sometidos a enjuiciamiento. 

Entre las alegaciones del recurso, en este caso comunes sustancialmente a uno 
y otro recurrente, se plantea el problema de la vigencia del artículo 65 de la Ley 
de Prensa e Imprenta de 1966, especialmente en lo que respecta a su párrafo 2. 
La cuestión se trata aquí porque afecta al Director-profesional en la mayoría de 
los casos, según la misma Ley de 1966 y a la empresa informativa, puesto que el 
párrafo cuestionado establece la responsabilidad civil solidaria de ambos con el au- 
tor de la información. En contra de la vigencia del precepto se había pronunciado 
ya una Sentencia de un Juzgado de Madrid que fue, en su momento, muy critica- 
da por los mismos miembros de la Magistratura. El argumento allí fue la deroga- 
ción genérica de ese precepto de 1966 a través de la disposición derogatoria 3. de 
la Constitución, y que aquí alegaron también los recurrentes. 

Pero hay otra razón para tratar el asunto y es que ambas alegaciones coinci- 
den en señalar que el precepto, de considerarse vigente, hará que prolifere la au- 
tocensura de empresas y directores sobre los redactores. 

Ni una ni otra de las dos Sentencias admite el argumento y declara vigente el 
artículo 65. Complementando las consideraciones de ambas Sentencias -que tie- 
nen un antecedente en el Auto de 14 de noviembre de 1988- las consideraciones 
en favor de la vigencia del artículo 65 de la Ley de Prensa de 1966 pueden resu- 
mirse así: 

a) No uede eximirse de responsabilidad al Director puesto que, según el ar- 
tículo 37 g e la Ley de 1966, tiene un derecho de veto -que efectivamente ejer- 
ce- sobre el contenido de todos los originales del periódico. 

b) Tampoco puede eximirse la empresa informativa porque es ella la que de- 
signa y remueve al Director, según los artículos 31 y 33 de la misma Ley. 

c) La Ley orgánica 111982 de responsabilidad civil por daños al honor, a la in- 
timidad y a la ropia imágen dispone que la tutela judicial comprenderá la adop- 
ción de todas P as medidas necesarias para poner fín a la intromisión ilegítima o 
para prevenir e impedir intromisiones posteriores. Estas medidas no podrían adop- 
tarse, so pena de incurrir en indefensión, si no se demandase al Director y a la 
empresa, que en su caso serán quienen soportan las consecuencias de las medidas 
rectificadoras o cuatelares. 

d) En todo caso, es manifiesta la inconsistencia de las alegaciones de los re- 
currentes puesto que ellos mismos manifiestan que ejercieron el derecho a la li- 
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d de información, lo que les inhabilita el derecho ahora para atacar las bases 
.';* en que tal ejercicio se asienta. 
4 ,  Habría que añadir otro argumento: la probable insolvencia del profesional ha- 
fi Ilusoria la fijación de una indemnización por daños en la lesión de los dere- m hmdamentales que reconoce el artículo 18, de la que este caso se trataba, o 
wh derechos, fundamentales o no. . llamada autocensura resulta así inevitable. Y lo es si se tiene en cuenta que, 
. de la responsabilidad civil, existe la pena1 cuando la información es delic- 

Tal responsabilidad penal y sus consecuencias, conforme al artículo 15 del Có- 
penal, tienen un régimen de cascada o de responsabilidad subsidiaria del Di- 
, cuando no puede responder el autor; y del editor, cuando resulta imposi- 

@ir la responsabilidad a autor y Director. f 

i 

t 
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111. Las reglas de juego de 
«lo que» se comunica 

1. El ignorado mensaje 

Todos nos comunicames. Unos en el ejercicio de teun h c h o  y otros en el cum- 
plimiento de un deber. En ambos supuestos, el segundo de b s  cuales hemos visto 
que caracteriza a la profesión periodística, es necesario atenerse a un wnjunto de 
reglas. Especiahente, en el caso del deber, para que el cum limiento sea satis- 
factorio; es decir, para que satisfaga el derecho a la informaci g n. Estas reglas son 
muy variadas y afectan al sujeto que comunica, al medio a través del que se co- 
munica y al derecho que se satisface. Derecho que tiene un objeto p e  es «lo que» 
se comunica y al que en la terminología informativa llamamos mensaje. 

Los autores han hecho un gran esfuerzo por clarificar lo que es el mensaje, 
sus clases y las reglas por las que se rige. La legislación, en cambio, no ha sido 
muy pródiga en su regulación, tanto cuantitativa como clialitativamente. Ni siquie- 
ra utiliza la palabra mensaje y, como henos vkto a propósito del tratamiento ge- 
neral del artículo 20, cuando se d e r e  a la mensajes, lo hace de una manera equí- 
voca. Hay que estrir rellenando sus impropiedades y lagunas, incluso por parte de 
los mismos profesionales, cuando se interpreta y cuando se aplica el artículo. Las 
deficiencias legales se salvan merced a lo que se llaman principios, obtenidos por 
inducción desde la misma realidad de los mensajes. El Tribunal Constitucional se 
refiere a algunos de ellos llamándolos «criterios generales* (Sentencia 17211990 
de 12 de noviembre). 

Los principios o criterios constituyen, pues, como las reglas matrices del jue- 
go, que hay que tener siempre en cuenta. Ofrecen la ventaja de que no es preciso 
recordar el reglamento del juego en detalle. De los principios se pueden deducir 
sus normas fácilmente. Y, por otra parte, los principios permiten comprenderlas 
más en profundidad. Mediante los principios podemos comprobar si el Tribunal 
Constitucional acierta o no en sus resoluciones en tomo al objeto del derecho a 
la información. 

2. El principio más general 

Al hablar de los mensajes, el principio más general -que comprende todos 
los demás- es, precisamente, el llamado principio de generalidad. Hemos dicho 
que el sujeto del derecho a la información se nge por el principio de universali- 
dad o de no excepción posible. Lo mismo se ha recordado en cuanto al contenido 
de facultades que se integran en el derecho a la información. Y el mismo princi- 
pio de universalidad puede predicarse de los medios de comunicación social: to- 
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&S los medios pasados, presente y futuros, sea cualquiera su soporte y su modo 
& difusión, son aptos, sin excepción, para comunicar mensajes. Así queda dicho, 
iai~lícita o emlícitamente, en el artículo 20. Este ~ r i n c i ~ i o  de universalidad quie- 
&, sin embGgo, en el régimen de los mensajes y se sistituye por el de generali- 
&d. La regla general es la que admite excepciones. Es decir, según la teoría y las 
mrmas que guían la producción y la difusión de los mensajes, caben excepciones 
ra determinadas circunstancias. 

Sabemos, hasta por simple intuición, que no todo lo que se conoce o lo que 
m crea se puede decir; o que no todo lo difundible ha de ser difundido. Pero debe 

edar claro que la generalidad del mensaje no significa un recorte a la libertad e informar, si se entiende ésta como el modo libre de hacer efectivo el derecho 
c la información. La libertad se ejercita conforme al derecho o no es libertad. El 
Tribunal Constitucional afina más al mantener que la libertad «debe enmarcarse, 
ea cualquier supuesto, en unas determinadas pautas de comportamiento, que el 
wtículo 7.' del Código civil expresa con carácter general al precisar que los dere- 
d o s  deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe» (Sentencia 
U011983 de 15 de diciembre). 

El principio de generalidad no significa tan sólo que hay mensajes no difundi- 
k s ,  sino algo tan importante como eso. En buena metodología jurídica, es decir, 

r sentido común, lo general hay que interpretarlo siempre de modo extensivo. E que significa, por el contrario, que lo excepcional debe ser interpretado de 1 podo restrictivo. En otras palabras: hay que tender a la difusión porque la no di- 
Lndibilidad es, por sí misma, rara, si se cuantificaran todos los mensajes posibles 
F e  son ilimitados, dada la tendencia natural del hombre a comunicarse y el que 
m esa tendencia se funda la realización de la persona humana y la existencia y 
ptrsistencia de la comunidad. Una comunidad que, cuando se trata de una comu- 
&ad política, ha de tener las cualidades de pluralista y democrática. 

2.1. Confirmación jurisprudencia1 

Así lo ha entendido el Tribunal Constitucional en varios pronunciamientos. 
uLa fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe el alcance de las nor- 
mas limitadoras que actúan sobre el mismo» (Sentencias 15911986 de 16 de di- 
ciembre y 5111989 de 22 de febrero). Otras sentencias dan por supuesta la expan- 
sividad del derecho, que equivale a la expansividad de su objeto. La Sentencia 
105190 de 6 de junio recuerda lo que otras veces ha repetido el Tribunal, en pa- 
labras, por ejemplo, de la Sentencia 10411986 de 17 de julio: «El derecho a la in- 
formación no sólo protege un interés individual, sino que entraña el reconocirnien- 
tn y garantía de una institución política fundamental que es la opinión pábiica, in- 
disolublemente ligada con el pluralismo político.» Resumen parecido efectúa k 
Sentencia 17211990 de 12 de noviembre que, re iendo otra idea mnstantt del 
Tribunal Constitucional, anade que la opinión púb es necesaria para el Esta& 
democrático. 

% 
Cabe apuntar que en los textos de estas Sentencias la e.nprsi.6n apinián pil- 

blica» hay que tomarla en un sentido subjetivo, quiaalentc a público opinante; 
distinto al sentido objetivo, que analizaremos inás adclanitc y qut caincidc con el 
de mensaje de juicios. En otras Sentencias, e mclsm en aigunor otros fFsementos 
de las citadas, el mismo Tribunal -corno ocurre en cl 'nafo 1, a) dd artículo 8" 20- emplea la palabra «opinión» en el sentido propio e mensaje publicaba. 
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El Tribunal Constitucional insiste en la ((posición preferencial)) del mensaje 
(Sentencia 159186 de 12 de diciembre). En la Sentencia 17111990 de 12 de noviem- 
bre lo hace de una manera que podríamos llamar redoblada: ((posición preferen- 
te», «de prevalecer*, «prevalencia», «valor preferente», «condición preferente», 
que lleva a circuncribir esta posición al interés general. La Sentencia 17211990 de 
12 de noviembre sostiene que esta posición hay que graduarla según se trate de 
personajes de relevancia pública o no. En las Sentencias 611981 de 16 de marzo, 
10411986 de 17 de julio y 15911986 de 12 de diciembre, se atribuye por ello una 
mayor responsabilidad moral y jurídica a quien realiza la información y se exige 
una rigurosa ponderación de cualquier norma que coarte su ejercicio; normas que 
deben ser interpretadas de acuerdo con lo dispuesto por los Tratados y acuerdos 
internacionaies (Sentencia 5111989 de 22 de febrero). 

En una Sentencia, sin embargo, el Tribunal extrema la responsabilidad hasta 
alcanzar al hecho de la creación, aunque no haya habido difusión. El secretario 
de una asociación policial habla redactado una nota que envió a una emisora de 
radio para su difusión. La emisora no difundió la nota entera, omitiendo la parte 
más conflictiva del comunicado. Sin embargo, el Tribund ilnstitucional no con- 
:ede el amparo al autor «porque la no difusLSn fue ajena a su voluntad y atribui- 
 le tan sólo al criterio del director de la emisoras (Sentencia 81/83 de 10 de oc- 
[ubre). Aunque no se trate de un informador profesional y el recurso se presen- 
a se  contra una resolución disciplinaria, el precedente puede ser peligroso. 

El criterio de generalidad opera efectivamente, con algunas matizaciones, en 
el juzgador constitucional. Como el principio más abstracto de todos -por más 
general- es necesario desarrollarlo para examinar aplicaciones más concretas. Y 
su desanolb puede hacerse a través de tres principios más próximos a la realidad 
y que están incluidos en él. Lo general implica que hay algo individual; que hay 
algo especial; y que hay algo excepcional. En este capítulo examinaremos el prin- 
cipio de individualidad y el de especialidad. En el próximo, el de excepcionalidad. 

3. Las facultades del autor 

La Ley 2211987 de 11 de noviembre, mal llamada de propiedad intelectual, con- 
sidera que el derecho de autor nace por el solo hecho de su creación (artículo l), 
concepto amplio en el que se comprende la adaptación, revisión, actualización, 
anotación, compendio y cualquier otra transformación de lo creado (artículo 11). 
Con ello se dice que es autor de la información -del poner en forma- el que la 
trabaja. Los artículos 51 y 52 de la misma Ley establecen las relaciones especiales 
que esta autoría impone en el contrato de trabajo del redactor y en el contrato 
de colaboración, ambos con la empresa informativa. No es ocasión aquí de exa- 
minar a fondo estos preceptos. 

Lo que queda claro es que la Ley reconoce al autor, entre otras facultades, 
dos que permiten recortar individualmente -principio de individualidad- el ca- 
rácter general de difundibilidad de los mensajes. La primera y principal de las fa- 
cultades que integran el complejo derecho de autor -derecho reconocido tam- 
bién en el artículo 20- es la de ((decidir si su obra ha de ser divulgada y en qué 
forma» (artículo 14, 1.7). Es decir, la facultad cardinal de difusión lleva implícita 
la facultad de no difusión en términos absolutos o facultad de inédito; y, en tér- 
minos relativos, la facultad de no difusión en determinado medio, tiempo y lugar. 
La otra facultad que recorta individualmente el principio de generalidad es la de 
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aretirar la obra del comercio, por cambio de sus convicciones intelectuales o mo- 
;des», mediante el cum limiento de determinadas condiciones que no son ahora 
dcl caso (artículo 14, 6.f. Esta última facultad apenas tiene importancia en algu- 
nos medios, como la prensa diaria, porque sus mensajes pierden la vigencia en un 
p í o d o  de tiempo muy corto. Pero sí en otros, como el libro, en el que el infor- 
mador puede recopilar trabajos periodísticos cuyos derechos de autor no pierde 
por el hecho de su publicación en el medio en el que presta sus servicios laborales 
o en el que eventualmente colabora de manera espontánea o a petición del mis- 
mo medio. 

En uno y otro caso, en virtud de un derecho tan individual como es el de crea- 
cidn intelectual, se viene a cercenar, libremente, la difundibilidad de unos 
mensajes. 

No existe contradicción entre el principio de generalidad y el de individuali- 
dad, si nos fijamos en que este último se funda en la facultad de difusión, una de 
ka que integran el derecho a la información. Es una confirmación del principio 
de generalidad, que implica coherentes excepciones. Las que están imperadas por 
el principio de individualidad pueden imponerse al interés del mensaje para el pú- 
blico. El Proyecto de Directiva de la Radiodifusión europea, en un artículo que 
lut su rimido posteriormente, establecía una jerarquización, que parece acerta- 
di: ~ P Y E  n primer lugar operan las facultades morales del autor, derivadas direc- 
tamente de la de difusión: la de inédito y la de arrepentimiento. 2.') Después, el 
hrecho del público a la información, que incluye el derecho a beneficiarse de las 

ducciones culturales, artísticas o científicas, conforme al artículo 27,l. de la 
claración de Derechos Humanos de 1948.3.") En tercer lugar, las facultades cre- E 

mtísticas de los autores. 

4 No todos los mensajes son iguales 

Hemos dicho que la variedad de los mensajes es ilimitada. Esto es así porque 
apenas pueden encontrarse mensajes puros o simples, que supongan la manifes- 
kción de una sola realidad. Sin embargo, el artículo 20 distingue tan sólo tres ti- 
pos de mensajes: el de pensamientos o ideas; el de opiniones; y el de informacio- 
m, que hay que tomar en el sentido de mensaje de hechos. El Tribunal Consti- 
tucional, a través de numerosas Sentencias, ha reconocido esta trilogía, aunque 
-como ha quedado dicho y criticado- considera que este último tipo de men- 
d e s  -el mensaje de hechos- es objeto de un derecho distinto. 

Ni está descaminado el artículo 20, l., ni en lo aceptable, la estd la posicióa 
dcl Tribunal al señalar tan sólo tres tipos de mensajes entre los 
p ib l e s .  Lo que ocurre es que nuestro artículo 20 se refiere a iDs 
simples, en oposición a los que con ellos se pueden componer. 
mensajes compuestos están tipificados por la doctrina, la jurisp 
como el mensaje publicitario o el de rehcbnes públicas. La i l imihch rria#il 
Lrs mensajes se da en los no tipificados El Tribunal Conitituclanal reconoce, hb 
bien a través de numerosas Sentencias, la eckkiieia de e s i c ~  mensajes compue  
tas. Pero los reduce a una especie de co&hwiíh 8iico ebimmiensaje de hechdll 
o noticia y mensaje de juicios. Al mensaje de ideas apenas si le ha dedicado ataO 
ción. Y la solución que ha dado a estpr m es m p l e j o s  es la de que hay q p ~  %tia (Y1988 de 21 de atender al que es preponderante (por bds, 
Esta solución, de aspecto meramente Eurnticrcir$ pssrc& -sivame* 
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y no resuelve todos los problemas que se plantean al informador en su trabajo. 
Los mensajes simples no entran de la misma manera en cada mensaje complejo, 
sino que en cada uno de ellos ejercen una función especial, como puede compro- 
barse por la comparación de los dos mensajes tipificados y como veremos en el 
mensaje de opinión. Es necesario tener en cuenta no solamente la cantidad, sino 
también la cualificación en que el mensaje simple viene a formar parte del com- 
puesto o complejo. 

Lo que puede deducirse de todo lo dicho es que existen mensajes simples, aun- 
que sea muy difícil encontrarlos puros en cualquier información. Que, por eso, es 
nec~sario analizar los mensajes compuestos, tipificados o no, para encontrar los 
tipos dt mensajes simples que se dan en todo caso. Que hay que estudiar la na- 
turaleza de la materia & cada mensaje simple, aunque sea con planteamientos ex- 
trajurídicos, para poder determinar su naturaleza jurídica. Que esta naturaleza, 
con arreglo a una concepción reabta del D w h o ,  nos dirá el régimen que debe 
tener cada mensaje simple. Y, aplicando este régimen a los mensajes compuestos 
o complejos -en la dosis y cualidad en que enlren bs simples-, encontraremos 
la solución deontológica y jurídica a los ptohlemas que plantea cada uno de los 
ilimitados mensajes de la realidad informativa. 

La división dicotómica y tajante de lo que se p d e  comunicar, se encuentra 
en la diferencia de los dos mundos en que vive toda p e m m  su mundo exterior 
y su mundo interior. Todo mensaje posible, en un último análisis, provendrá de 
dentro o de fuera del informador. No parece existir una tercera alternativa. Sien- 
do esto así, estuvo acertado el legislador constituyente al distinguir la comunica- 
ción de ideas o pensamientos -según se € m e  en cuenta el efecto o la causa- 
en su apartado l, a); y de hechos en el apartado l ,  d). 

Pero, además, el apartado 1, a) cita también como objeto las opiniones, a las 
,que tanta importaha ha dacio el Tribunal Constitucional como tales mensajes. 
Pao, si nos fijamos, la opinión ya no es un mensaje simple, sino el más simple de 
las complejos, porque comiste en la aplicación de una idea a un hecho para va- 
lorarlo. Ahora bien, el mensaje de opinión ha de ser tenido en cuenta por su fre- 
cuencia y por ser la base del pluralismo. 

La trilogía constitucional resulta, pues, acertada. Como es lógico, la Constitu- 
ción no puede entrar en el detalle de la naturaleza de cada mensaje: le importa 
solamente reconocer de un modo genérico el derecho al mensaje o derecho a la 
información. Al Tribunal Constitucional y a las alegaciones que ante él han hecho 
los contendientes, se les ha impuesto la realidad de este reconocimiento. No siem- 
pre, sin embargo, han acertado en sus planteamientos y resoluciones porque han 
desconocido la verdadera naturaleza de cada uno de los tres tipos de mensajes y 
los efectos directos que de ella se derivan en el campo jurídico y profesional. Hay 
que detenerse en la determinación de esa naturaleza o, lo que es lo mismo, en el 
constitutivo esencial de cada uno de los mensajes. 

5. Los hechos son los hechos 

Prescindiendo de otras cuestiones laterales, vamos a tratar del mensaje que re- 
coge y transmite la realidad del mundo exterior del informador. Este es el men- 
saje «de hechos». Entre muchas Sentencias, así lo llama una de las más recientes: 
la 11211990 de 12 de noviembre. A la expresión «hechos» hay que darle todo el 
alcance posible: hechos, actos, acontecimientos, sucesos, datos, actuaciones, acti- 
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. La información uverau) . . 

El párrafo 1, apartado d) del artículo 20 exige que la información de hechos 
e satisface el derecho al mensaje sea «veraz». Más propio hubiese sido hablar 

ad, en su sentido estricto, es el hábito de decir siem- 
se refiere al mensaje y no al deber del informador. 

eas generales, el Tribunal Constitucional en las Sentencias que se han refe- 
este tipo de mensajes, ha seguido la idea y el término constitucionales. En 

as ellas ha exigido el requisito de veracidad, en tanto en cuanto que el mensaje 
estuviese compuesto también de opiniones. Pero al Tribunal, dada la ambiva- 
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lencia del término «veraz», le ha faltado precisión alguna vez. En la Sentencia 
2011990 de 15 de febrero, por ejemplo, dice inexactamente que la libertad está 
«condicionada» por la veracidad. Ya hemos visto que no es así, sino que la vera- 
cidad o, más exactamente, la verdad es la misma sustancia de la noticia y, por tan- 
to, lo que satisface el derecho al mensaje de hechos. 

La cuestión no tiene solamente un valor teórico. Ya lo vimos al tratar del con- 
cepto que el Tribunal Constitucional ha exteriorizado con respecto al derecho de 
rectificación. Pero hay otras consecuencias. El Tribunal no ha estado muy firme 
en sus criterios de exigencia de la verdad. En unas Sentencias exige, sin más, la 
veracidad de la noticia, en contraste con otros tipos de mensaje, especialmente la 
crítica [Sentencia 105/90 de 6 de junio como paradigmática); o se deniega el am- 

aro porque el recurrente aleg6 que había dicho cosas distintas a las que se pro- 
[aron en juicio que dijo y que no eran verdaderas (Sentencia 38,1985 de 8 de mar- 
zo). En otras resoluciones se dice textualmente que «la regla de veracidad no exi- 
ge ue los hechos o expresiones contenidos en la información sean rigurosamente 
ver fd aderosn (Sentencia 17211990 de 12 de noviembre); o que «las afirmaciones 
erróneas son inevitables en un debate libre» (Sentencia 6/1988 de 21 de enero). 

En la Sentencia 17211990, mientras que el TEibunal condena el que las fuentes 
de la noticia no hayan sido precisadas, se admiten las «hipótesis y conjeturas)) en 
la acusación de los hechos, sin advertir que las causas de los hechos son también 
hechos en el sentido amplio de lo que mrre ARra del informador. 

La Sentencia 171t1990 de 12 de noviemb~ e en entredicho el criterio del 
Tribunal Supremo, según el cual hay que evitar fi? S uahsiones reticentes o insidio- 
samente sensacionalistas». Pero, en realidad, el sensacionalismo es una forma de 
falsear la realidad, sobre todo cuando se da en la titulación de la noticia, desta- 
cando un elemento poco importaate & ella, o falseando incluso su contenido. En 
cambio, la misma Sentencia acierta al oponerse a la declaración del mismo Tri- 
bunal Supremo según la cual hay que tener en cuenta «la forma en que la comu- 
nicación se hace o la información se presenta al público en general)). Si la forma 
se refiere a la presentación sensacionalista del hecho, no se trata de forma, sino 
de componente del mismo mensaje; si la forma se entiende como el medio de co- 
municación, no afecta al mensaje o, lo que es lo mismo, todo mensaje no verda- 
dero lo es, cualquiera que sea la forma de su comunicación. 

El no profundizar en el constitutivo esencial del mensaje fáctico ha llevado al 
Tribunal a no hacer algunas distinciones que hubiesen resultado necesarias para 
motivar sus resoluciones. Así, no ha visto clara la diferencia que existe entre la 
corrección o incorrección de un mensaje, y la responsabilidad del informador, que 
depende de la actitud subjetiva que éste ha adoptado en la puesta en forma del 
mensaje. La verdad .es protegible y exigible siempre y, por tanto, el mensaje de 
hechos es falso -cualquiera que haya sido su proceso de elaboración- si no re- 
fleja los hechos. Prueba de ello es que la repetida Sentencia 17211990 mantiene 
que la información puede lesionar cuando el mensaje no se ajusta a la realidad 
aunque el informador no haya mentido. 

5.2. Engaño y error 

La cuestión hay que centrarla en que la falta de verdad en la noticia tiene una 
doble causa: el engaño y el error. El informador no puede engañar y, en conse- 
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*. En cuanto al error. va  sea en la apreciación, va sea en la comunicación del he- 
hay que distinguir; que sea superable o qÚe no lo sea. Si el error no fuere 
rable, el informador no debe responder por la comunicación no verdadera. 
ere superable, y a pesar de eso se ha producido, es exigible la responsabilidad 
iie la difusión de la no verdad denota aue ha existido negligencia o falta de 

7--  -- 
bencia suficiente en el que informa. ~nciadrados de esta kañera los concep- 
cobran todo su sentido los pronunciamientos del Tribunal Constitucional. Los 
imimos seeún el texto de las últimas Sentencias, que recogen toda una línea 

;;-¡a comprobación razonable de su veracidad, en e¡ sentido de que la iñfor- 

k, actúan con'menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, com- 
Iándose de manera negligente e irresponsable al transmitir como hechos ver- 
kros simples rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o in- 

isabiíidades del qÚe informa. 

I 
t' También es necesario puntualizar un concepto importante para la profesión in- 

nativa. aue el Tribunal roza sin profundizar debidamente en su verdadera di- 

% objetividad tiene vinculación directa con el sujeto. Consiste, en definitiva, en 
h e  el informador cumpla con el deber de despojarse de todo elemento subjetivo 

a aprehender el hecho tal como es y comunicarlo tal como lo ha aprehendido. 
ha dicho, por eso, que, como el que informa es un sujeto, la objetividad no es 

ible y, por tanto, no es exigible. A ello hay que responder que tampoco 
por ejemplo, es conseguible enteramente por el hombre, lo que no le 
e tender a ser justo. Justicia, objetividad y otros muchos actos y hábi- 

son en la persona humana valores tendenciales. El informador tiene el deber 
er lo más objetivo posible y de adquirir, de manera progresiva, el hábito de 

obietividad. Entendida así, la objetividad es exigible siempre . . deontol6gicamen- - .  

a trakiende de manera evidente a la no6cia difundida. 
Vistas así las cosas, el Tribunal Constitucional hace bien en sepam la comu- 

pero iurídicamente lo es tan sólo aquel grado de objetividad cuya faita o men- 
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nicación de hechos de la de juicios y mucho más en el caso extremo de la crítica. 
Pero se equivoca cuando rectifica al Tribunal Supremo que ha ido asepsia» 
en la noticia y ha considerado que la comunicación de hechos ha 7 e hacerse ude 
forma objetiva y neutra como noticia». El juzgador constitucional insiste: *Para el 
Tribunal Supremo, el derecho de la información constitucionalmente protegido in- 
cluiría sólo la exposición escueta y objetiva de hechos, pero no el anhfisis, el en- 
juiciamiento o- la valoración de esos hechos, ni tampoco la posibilidad de formu- 
lar conjeturas o lucubraciones explicativas a partir de unos determinados hechos)) 
(Sentencias 171 y 172 de 12 de noviembre de 1990). La faita de acierto & este 
texto quizás hay que buscarla en la posición dualista del Tribunal, que considera 
el derecho a la noticia como un derecho independiente del de expresión. Así, se 
queda muy estrecho el campo que el Tribunal Constitucional se ha delimitado a 
sí mismo bajo el nombre amplio de derecho a la información. Y tiene entonces 
que forzar el objeto haciendo entrar en él lo que constituiría otros objetos dife- 
rentes de los hechos externos. 

5.4. La prueba de la verdad 

Un último tema ha dejado sin resolver el Tribunal Constitucional: el de a quién 
corresponde la carga de la prueba de la verdad o no verdad en la información de 
los hechos. La Sentencia 10711988 de 8 de junio, por ejemplo, se desliga del tema 
con la fórmula «independientemente de la parte a quien incumba su carga». El 
tema habrá de replantearse al tratar de los delitos contra el honor. Aquí basta con 
recordar que la carga de la prueba incumbe a quien afirma a! o y m a quien lo 
niega. La prueba de una negación -pongamos, como ejemp b , uno soy estafa- 
dor»- es imposible, ya que exigiría comprobar que no he cometido ninguna es- 
tafa desde que tengo uso de razón. Los clásicos le Bamaban, p eso, prueba dia- 
bólica. El que afirma que soy un estafador habrl de probar que, por lo menas, he 
cometido una estafa en mi vida. Mientras no io ebe, opcrorá en mi favor ia 
presunción de inocencia y también en favor del a &e hasta que se dmniestre 
que no lo ha podido probar porque es falso. 

A diferencia de lo que por algún sector de la dactrina se hir &km&, este 
tema de la prueba de la verdad de los hechos nada ticna tpe ver m el sacreto 
profesional informativo, puesto que este secreto E rcfim a he ~RWX y no a los 
hechos. 

6. La comunien86n de las ideas 

La comunicación de hechos o del mundo exterior va dirigida al conocimiento 
y, aunque es necesaria ra tomar decisiones, éstas operan ya con p o s t e r i o w  cr e independientemente la comunicación fáctica. 

La comunicación del mundo interior del informador tiene, en cambio, una traa 
tendencia mayor. 'ando aparte la comunicación de h Ciencia que puede irr 
cluirse ea ia ulibcxta 9 de Cátedra» del apartado c) del párrafo 1 del artículo 2@ 
las restantes maneras de comunicar las ideas tienen un efecto trascendente por- 
que van cüripia a la voluntad. La comunicación de ideas poiíticas, por ejemplo 
en un mitin, se dirige a captar afiliados o a conseguir votos para la candidaturi 
del partido de que se trate. Por eso se ha dicho, omi razón, que !a comunicacióe 
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ideológica es persuasiva, atrae voluntades con fuerza psicológica. Y por eso, ade- 
más de persuasiva, la comunicación ideológica cs 
cada persuadido se convierte en un foco 

Esta trascendencia de la comunicación 
con desconfianza por el poder y que, sin 
de el poder. En un régimen democrático, la camnn;rjitn & las i dea no merece 
un trato distinto de la que corresponde a cua4uka dc be dtmsa objetw dtl do 
recho a la información: es decir, un trato c o r n q a d m k  a u propia nsrutakrq 
a su elemento esencial. Lo que ocurre es que este dcmmtcr ts, qin?í, mi- 
dente que el de la noticia. 

La comunicación ideológica no se dirige, par su mima natudcq d coPoa- 
miento, sino a la voluntad. Pero la voluntad es una potencia ciega Neccsirrr la ktE 
de la inteligencia -que significa elegir entre- para que la l i W  dd hmbre 
opere y no sea movida por una fuerza que ni siquiera se percibe mipo oprrantc. 
El Tribunal Constitucional no ha tenido ocasión de declararse acerca de este úl- 
timo tema. Una demanda de amparo le planteó la cuestión de la comunicación 
subliminal, pero el Tribunal no creyó oportuno referirse a ella. 

6.1. La verdad operativa 

cial de la comunicación ideológica. 
De ahí que, en este tipo de mensajq m sa cmm S h  &al 

derecho a la información la comunicación de la falsedad práctica, del mal con apa- 
riencia de bien. Uno de los redactores de la Constitución había señalado, con an- 
terioridad a su publicación, que la comunicación ideológica ha de respetar el bien 
común, el orden público, el derecho ajeno y la moral vigente. Habría que añadir 
también el concepto de paz, que, en su nivel más positivo, abarca el acatamiento 
a la Constitución, sin perjuicio de disentir de ella y de procurar su reforma por 
los procedimientos que la misma Constitución establece. 

El Tribunal Constitucional nunca se ha referido directamente a la verdad ope- 
rativa como elemento esencial de la comunicación ideológica. Pero lo ha hecho 
cuando ha condenado a algunos males que, a través de la información, se han po- 
dido difundir. 

La consideración de la verdad operativa no admite un contraste real e indis- 
cutible como el que hemos visto ue tiene la verdad en la comunicación de he- 
chos. Primero, por la apreciación ! istinta que puede tener cada persona respecto 
a lo que es bueno. Segundo, porque nunca podremos saber si el que lleva a cabo 
una comunicación de ideas nos está transmitiendo lo que efectivamente piensa u 

53 



Los límites de la información 

otra cosa distinta. De aquí que en la comunicación ideológica se exija, en lugar 
de la objetividad, la sinceridad. Pero esta exigencia -a diferencia de la de la ob- 
jetividad, que admitía una graduación- es absoluta y tan sólo puede ser moral, 
no jurídica. Porque el Derecho no entra en la interioridad del hombre, sino que 
se reduce a regular sus acciones externas y los efectos de estas acciones. 

No es extraño, por tanto, que, a pesar de que en un régimen pluralista demo- 
crático se produce la libre circulación, discusión y confrontación de ideas -o qui- 
zá por eso-, el mensaje de ideas haya sido el mensaje que menos ha tenido oca- 
sión de tratar el Tribunal Constitucional. Tan sólo una Sentencia reciente, la 
2011990 de 15 de febrero, se ha ocupado de problemas sustantivos en relación con 
el tema. A ella nos vamos a referir en los párrafos siguientes, a no ser que expre- 
samente citemos otras que han tratado de manera incidental algún problema co- 
nexo. Como la Sentencia 12211983 de 16 de diciembre, que clarifica que «el De- 
recho no puede entrar en el ámbito del pensamiento en tanto no se manifieste en 
conductas externas». 

6.2. El principio de libertad 

El Tribunal Constitucional sigue fiel a su idea de que la comunicación ideoló- 
gica, o derecho a la libertad de expresión, es algo distinto a la libertad de infor- 
mación, o comunicación de hechos. Ello le permite establecer que la libertad de 
expresión es más amplia que la de información (Sentencias, por ejemplo, 10711988 
de 8 de junio y 5111989 de 22 de febrero). 

El fundamento próximo del derecho a la comunicación ideológica lo encuen- 
tra el Tribunal en el párrafo 1 del artículo 16 de la propia Constitución: «Se ga- 
rantiza la libertad ideológica, religiosa y de cultos de los individuos y las comuni- 
dades sin más limitación, en sus manifestaciones, e la necesaria para el mante- 
nimiento del orden público protegido por la ley.» Y in pe juicio de volver sobre el 
texto, nos interesa ahora subrayar las primeras palabras del articula 16, que vie- 
nen a ser -como ha visto el propio Tribunal- complemento de los «valores su- 
periores)) del ordenamiento jurídico, propugnados en el artículo 1, párrafo 1 de 
la Constitución: la libertad, la justicia, la igualdad y el pluraiismo político. Con las 
mismas palabras del Tribunal Constitucional, es preciso que «a la hora de regular 
conductas y, por tanto, de enjuiciarlas, se respeten aqnellos valores superiores sin 
los cuales no se puede desarrollar el régimen democráticos. 

La «máxima amplitud» que hay que otorgar a la garantía de la libertad ideo- 
lógica viene causada, además, por lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 10, que, 
aunque el Tribunal no detalle demasiado, hay que referir, sobre todo, a la digai- 
dad de la persona, al libre desarrollo de la personalidad y a los derechos invide- 
bles que le son inherentes como fundamentos, entre otros, del orden político y de 
la paz social. 

Por otra parte, el derecho garantizado en el artículo 16 es fundamento, según 
e1,Tribunal Constitucional mantiene acertadamente, de otros derechos y liberta- 
des, entre ellos el reconocido en el artículo 20. 

La libertad ideológica o el derecho a la libertad ideológica ha constituido una 
proclamación unánime de toda Constitución democrática o liberal, incluso de al- 
guna no democrática. Pero, haya sido o no sincera, la proclamación de la libertad 
ideológica ha venido a constituir, en el fondo, una declaración vacía de sentido. 
Toda persona, por aherrojada y encadenada que esté, piensa lo que quiere. No 
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está pensando, sin embargo, en este aspecto pasivo el Tribunal, sino en el activo. 
Y en esta dirección, la libertad ideológica únicamente adquiere sentido si se la co- 
necta con sus «manifestaciones», como hace el artículo 16 refiriéndose a la liber- 
tad religiosa, y como hace también el artículo 20, 1, a) de la Constitución. 

6.3. Libertad y verdad operativa 

Pero la extrapolación del problema desde el artículo 16 al 20 origina proble- 
mas que el Tribunal Constitucional ha visto y planteado. «No se trata, natural- 
mente, de que la libertad ideológica en su manifestación externa a través de un 
artículo periodístico pueda ser utilizada para eludir los límites que a la libertad 
de expresión impone)) el artículo 20 en su párrafo 4. Pero la visión globalizada 
-continúa el Tribunal- de ambos artículos y de los límites que ellos establecen 
ha de servir también y principalmente para determinar si la «faceta injuriosa)) del 
artículo «puede o debe desaparecer ante la protección a la libertad ideológica del 
autor que consagra el artículo 16, 1. de la Constitución)). «Hay, pues, que partir 
de este derecho fundamental y no entenderlo simplemente absorbido por las li- 
bertades de expresión e información (sic) del artículo 20.» La libertad ideológica 
es preciso que no tenga más limitación, «en singular», que el orden público pro- 
tegido por la ley. Pero esta limitación no puede hacerse coincidente con los Iími- 
tes del párrafo 4 del artículo 20. 

Aquí se advierte claramente una tendencia jurispmdencial a favorecer la liber- 
tad de expresión ideológica. Y eso que el problema planteado en la Sentencia 
2011990, de la que estamos tomando textos e ideas, se refería a un supuesto de 
injurias al Rey por las que el Tribunal Supreriw, había condenado y a cuyo re- 
currente el Constitucional come& el amparo. 

La tendencia favoreceha & la comunicación de ideas, en sí mkma conside- 
rada, es plausible, prescindiendo ahora de entrar en e f  caso concreb de !a Sen- 
tencia y de la solución que se le dio. Pero el Tribunal no ha enfocado bien el pm- 
blema por lo que, una vez más, ha tenido que dar un rodeo para IIegar a una so- 
lución que le ha parecido justa, entre otras cosas, por la desorbitada pena de pre- 
sidio mayor que el Código penal establece para este tipo de delitos y que el Tri- 
bunal Su remo se limitó a aplicar. Basten unas observaciones para poner de re- 
lieve el t esenfoque del análisis del Tribunal Constitucional. 

La primera es que el Tribunal no advierte el fondo y el contenido del derecho, 
no a la libertad de pensamiento, sino de la comunicación de ese pensamiento. La 
segunda -que queda aplazada, en su estudio detenido, para el capítulo siguien- 
te- es el no comprender que los derechos «inherentes» a la persona humana no 
admiten «limitaciones» externas, ni en el artículo 16, ni en el 20. Por eso, el Tri- 
bunal -al no comprenderlo así- se ve obligado a barajar estas falsas limitacio- 
nes para descartarse de las que más molestan, con el fin de obtener una solución 
que le parece justa. La tercera es la duda de si «el mantenimiento del orden pú- 
blico)) -del que habla el artículo 16- es una «limitación» referida a cualquier 
tipo de libertad ideológica; o si esta «limitación» sólo se refiere, en concreto, «en 
sus manifestaciones», a la libertad de culto, exteriorización de la libertad religio- 
sa. En buena lógica jurídica, en la duda, habría que restringir el alcance de esa 
mal Uamada «limitación». Por otra parte, or orden público puede entenderse el B orden meramente externo, o el conjunto e convicciones que rigen en la comui- 
dad. Desde el momento en que aquí se ha hablado de «manifestaciones» parece 
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que el legislador se ha referido, en el párrafo 1 del artículo 16, al primer signifi- 
cado. Pero la difusión de ideas, en general y no referidas tan sólo a las manifes- 
taciones producidas por la libertad de culto, puede también ir contra las convic- 
ciones sociales, como veremos a continuación. 

En definitiva, no parece acertado que el Tribunal Constitucional haya sentado 
como dcotrina general el que la comunicación ideológica -a la que hay que re- 
conducir la libertad ideológica jurídicamente, es decir, en su manifestación exter- 
na- no tenga que atenerse a la verdad operativa que, como hemos reiterado, es 
su constitutivo esencial. Por el contrario, en otras Sentencias que han abordado 
temas colaterales del derecho a la comunicación ideológica, así lo ha visto 
implícitamente. 

La doctrina jurídica y deontológica han considerado contrarios a la verdad ope- 
rativa, la pomografía, la violencia y el terrorismo. La doctrina deontológica ha con- 
siderado contraria al derecho a la información la comunicación inmoral, en gene- 
ral. Y la doctrina jurídica, por su parte, ha considerado contrarias a nuestro de- 
recho la comunicación de ideas que tiendan a subvertir de manera ilegal el orden, 
unas veces de manera amplia, como orden jurídico, otras de manera más estricta, 
reducida al ordenamiento constitucional y a la paz. 

Algunos de estos temas han de ser objeto de estudio en el capítulo siguiente. 
Aquí nos referiremos tan sólo a los que ha tenido ocasión de resolver el Tribunal 
en relación con la comunicación ideológica. 

6.4. La moral 

Uno de ellos es la moral. Si la comunicación ideológica difunde y propaga la 
verdad operativa, este tipo de mensajes tiene que ver con la moraL Una moral en- 
tendida, no como un límite que cerca la comunicación ideológica, sino a m o  un 
ambiente que ella misma crea. La moral no es un límite para el 1 isladar, sino 
que es la ley la que, al insertarse en un orden moral, se constituye este modo 
en uno de los fundamentos de este orden moral. 

"g, 
El Tribunal Constitucional no lo ha visto así en las escasas ocslsiones en que 

ha tenido que enfrentarse con el tema. La Sentencia 62182 de 15 de octubre afir- 
ma que «el concepto de moral puede ser utilizado por el bgislador m o  limite 
de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 20,. 

Por otro lado, parece que al Tribunal Constitucional d i o  se le h n  planteado 
casos de moral sexual. El caso de más consistencia tiene que ver con la pornogra- 
fía. A diferencia del erotismo, la pornografía tiene ya, en su misma etimología, un 
sentido denigratorio de la persona humana, es una deshumanización del sexo, tra- 
ta a la persona humana como un simple objeto. El Tribunal Constitucional no lo 
ha entendido así por aferrarse a la idea de la moral como límite. En la última Sen- 
tencia citada, dice el Constitucional: «Partiendo del artículo 20,4. de la Constitu- 
ción y de la legislación posconstitucional como a ia Ley 111982 de 24 de febrero, 
hay que deducir que la pomogra€ía no constituye para el Ordenamiento jurídico 
vigente, siempre y en todos los casos, un ataque contra la moral pública en cuanto 
mínimum ético acogido por el Derecho, sino que la vulneración de ese mínimum 
exige valorar las circunstancias concurrentes y, entEe ellas, muy especialmente al 
tratarse de publicaciones, la forma & la publicidad de la distribución a los des- 
tinatarios -menores o no- e incluso s i  las fotogra J' las calificadas de contmrias a 
la moral son o no de menores, pues no cabe duda que cuando los destinatarios 
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son menores -aunque no lo sean exclusivamente- y cuando éstos son sujeto pa- 
sivo y objeto de las fotografías y texto, el ataque a la moral pública y, por supues- 
to, a la debida protección a la juventud y a la infancia cobra una intensidad 
posterior.» 

No se sienta así -en relación con la pornografía- más jurisprudencia que el 
casuismo; quizá hubiera sido posible iluminar más y mejor la cuestión, remitién- 
dose a la necesidad -en los mensajes ideológicos- de su constitutivo esencial, 
en lugar de analizarlo a la luz de los límites del artículo y resolverlo, en último 
extremo, en una auténtica línea de fuga, en relación con la protección constitu- 
cional a la juventud y la infancia. 

En otro aspecto, la Sentencia 8711987 de 2 de junio determina que «la califi- 
cación de una película como de "arte o ensayo" o su identificación con el signo 
" X  corresponde al Estado». Pero no por razones que tengan que ver con la ca- 
lidad o características del mensaje, sino por «una serie de efectos de carácter fis- 
cal cuya adjudicación no puede realizarse sino de una manera uniforme en todo 
el territorio», conforme se establece en la citada Ley 1/82 de 24 de febrero. La 
Sentencia tiene, en cambio, un pronunciamiento importante: considerar que el 
cine, además de ser un instrumento de cultura, es un medio de comunicación so- 
cial. 

6.5. Violencia y terrorismo 

El Tribunal Constitucional no se ha pronunciado acerca de la violencia. Pero 
sí del terrorismo. En la Sentencia 159/1986 de 12 de diciembre distinguió entre la 
acción constituida por los comunicados terroristas -cuya autoría y carácter apo- 
logético no puso en duda- y la acción de reproducirlo en un periódico, como no- 
ticia relativa a su existencia, sin juicio de valor alguno. Por otra parbe, Maosl el 
Constitucional que, al interpretar el Tribunal Supremo la Ley penal sin mr m 
cuenta el artículo 20 de la Constitución, establece un límite incom* eop d 
artículo 20 y extiende las normas penales sobre autoría de manera an- e a- 
misible, si se hace con abstracción de que el informador asuma o m mmptn h: 
actividad delictiva. 

También en este caso el Tribunal Constitucional llegó a una coduukb rtp 
table, pero el razonamiento no es válido si se tiene en cuenta que e! d c h  (Mo- 

rista es un delito informativo que busca el que sus hechos y sus ideas encuentren 
una caja de resonancia en los medios de comunicación para -a través de la di- 
fusión social del terror- paralizar los resortes democráticos de participación de 
los ciudadanos en la vida pública. 

6.6. Constitución y Estatutos de autonomh 

En razón de esa participación, es pibk  e1 disentimiento ideolOglc0 con 
Constitución y con las disposiciones que de ella emanan más directamente, como 
son los Estatutos de autonomía. La Sentencia lW1983 de 16 de diciembre lo pu* 
tualiza con estas palabras: uL1 fidelidad a la Wtitución y al Estatuto de Galick 
pueden entenderse como el c o m p d s o  de aceptiar las reglas del juego político 7 
el orden jurídico existente en tanto eriste y a no intentar su transformación 
medios ilegales. La fidelidad, en esta 1ine.a interpretrrtha, m onftaña una prohC 
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bición de representar y de perseguir ideales políticos diversos de los encarnados 
en la Constitución y Estatuto, siempre que se respeten aquellas reglas de juego; y 
no supone, por tanto, una renuncia a las libertades individuales consagradas por 
la Constitución, ni a la libre crítica del ordenamiento jurídico existente, ni de los 
actos políticos que se realicen, ni a la libre proposición de nuevas leyes, ni a pro- 
curar la reforma de la Constitución o el Estatuto, tanto más, conviene subrayar- 
lo, cuanto el contenido de la actual Constitución española es reformable, aunque 
el procedimiento para llevar a cabo esa reforma sea más o menos rígido, según la 
materia y ámbito a que afecte.» 

La libertad ideológica permite pensar en contra del ordenamiento constitucio- 
nal y, con más razón, del ordenamiento jurídico; pero no permite propugnar su 
modificación forzada o violenta, entendiendo por tal la que no se ajusta a los pro- 
cedimientos de reforma que la misma Constitución establece. Puede dar, por tan- 
to, la impresión de que la fidelidad a la Constitución, exigida por el Tribunal, se 
reduce a la fidelidad al procedimiento de modificación que ella misma establece. 
Pero esta declaración ocasional del Tribunal, aunque es acertada, no supone esta 
polarización de la fidelidad, que se ha de extender, por ejemplo, también al res- 
peto a los derechos humanos, precisamente porque el libre derecho a pensar y a 
expresar las ideas es uno de esos derechos, que ha de ser congruente con los demás. 

7. Opiniones, críticas, juicios 

7.1. Entre las dudas y las certezas 

El apartado a) del párrafo 1 del artículo 20 habla de la opinión como uno de 
los objetos posibles del derecho. Opinión equivale a juicio, sentencia, dictamen o 
crítica. Habrá que referirse a esta dtima, que es una opinión especializada. El tér- 
mino más amplio, que abarca a todos los demás, es el de juicio. Pero el que em- 
plea la Constitución y el Tribunal Constitucional, que la interpreta, es la palabra 
opinión. Ya hemos dicho que está justificada su mención porque es el menaje más 
simple de los compuestos; porque los hombres nos expresamos continuamente a 
través de juicios, ya que la razón es una capacidad típica y exclusivamente huma- 
na; y porque la opinión tiene una importancia decisiva en un sistema pluralista y 
democrático. Hemos visto que el Tribunal ha insistido en este último motivo. Una 
Sentencia, síntesis expresiva de su idea, la 15911986 de 12 de diciembre, dice así: 
«Para que el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y participar de un 
modo responsable en los asuntos públicos, ha de ser también informado amplia- 
mente de modo que pueda ponderar opiniones diversas e incluso contrapuestas.» 
El Tribunal tiene razón al hacer esta advertencia. Lo que ocurre es que no siem- 
pre diferencia debidamente la opinión pública en sentido subjetivo, o público opi- 
nante, y en sentido objetivo, o mensaje, que es el que aquí interesa. Y ello se debe 
a que no ha advertido que la infraestructura de la opinión se encuentra en los dos 
tipos de mensajes simples que ya hemos analizado: el mensaje de hechos y el men- 
saje de ideas. 

Porque, efectivamente, el juicio u opinión, tomada esta última en un sentido 
objetivo o de mensaje, es de aplicación de una idea a un hecho o, lo que es lo 
mismo, la subsunción de un hecho en una idea, de la que se obtiene una conclu- 
sión, que es el juicio u opinión. Esta estructura real y dialéctica de la opinión nos 
lleva a deducir su constitutivo esencial y sus elementos. 
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Hay que tener en cuenta, por otra parte, que la opinión se mueve entre dos 
extremos en que puede encontrarse la mente humana: la duda y la certeza. Si son 
relativamente pocas las certezas que el hombre puede tener y la duda es un esta- 
do angustioso, la opinión es el gran remedio contra la erplejidad que puede ser 
paralizante para el hombre. Hay dudas insalvables y so ! re ellas no cabe opinión. 
Pero la mayor arte de ellas son salvables; y la concurrencia de opiniones en el 
mercado libre ! e la información permite al hombre optar por un juicio u otro, for- 
mular su propio juicio e ir depurando las opiniones para que se acerquen, en la 
medida de lo posible, a la certeza. 

7.2. Juzgar con sentido común, con criterio 

Si la opinión es un estado de la mente menos inseguro que la duda, es porque 
se apoya en dos pilares que deben su firmeza a distintas causas: los hechos, que 
han de ser verdaderos; y las ideas que el que juzga ha de tener claras y suficientes. 
Se equivoca, pues, el Tribunal Constitucional cuando justifica una opinión «sea o 
no exacto el hecho» (Sentencia 5111989 de 22 de febrero). Acierta, en cambio, 
cuando fundamenta la opinión en ideas o «creencias» (Sentencias 2011990 de 15 
de febrero y 17211990 de 12 de noviembre). Esta manera de pensar lleva al Tri- 
bunal Constitucional a considerar, de forma sostenida, ue en el mensaje de jui- 9. cios, no entra la condición de veracidad, puesto que la irmeza comprobable del 
hecho está sometida a la valoración que la idea haga sobre él y la idea es, por de- 
finición, libre (Sentencias 105190 de 6 de junio y las repetidas 171 y 172 todas de 
1990). Esta última, sin embargo, toma el efecto por la causa al decir que la vera- 
cidad no es exigible porque las opiniones no son susceptibles de verificación. .No 
lo son, por el contrario, por ue no es susceptible de verificación la idea. Lo que 1 sí debe quedar claro -y se esprende del contexto de la jurisprudencia constitu- 
cional- es el principio de libertad de opinión. Principio que lleva a excluir del 
campo penal las opiniones, lo que también hay que elevar a principio. En el Perú, 
por ejemplo, se ha recogido en la misma Constitución: «No hay delito de opinión» 
(artículo 2." 20, e). El Tribunal así lo ha afirmado también, aunque con menos 
rotundidad, entre otras, en la Sentencia 2011990 de 15 de febrero. 

Hecho e idea, objetos ambos del derecho a la información, son los ingredien- 
tes que entran en la formación de la opinión, que merece el nombre de pública 
en cuanto que es publicada o constituye un mensaje. Pero uno y otro elemento 
no entran en una combinación física o desempeñando la misma función, sino uno 
como valorado y otro como valorante. La valoración es así necesaria para que 
haya juicio u opinión. Esta valoración puede ser distinta, aunque los hechos sean 
idénticos y la idea valorativa sea la misma. Es decir, a partir de determinada idea 
y de determinados hechos, todos ellos iguales, se puede llegar a distintas conclu- 
siones. Lo que otorga a la opinión un campo de movilidad o de libertad, según se 
mire al mensaje o al sujeto que lo emite, todavía más extenso que el de la propia 
idea. Pero la valoración no puede ser caprichosa, sino hecha respetando lo que 
podríamos llamar sentido común y que, en términos más precisos, se llama crite- 
rio. El criterio en el juzgar es así el constitutivo esencial del mensaje de juicios. 
No puede hablarse de mensaje de juicios, en consecuencia, si se parte de unos he- 
chos deformados que faciliten una concluión interesada; o se juzgan esos hechos 
a la luz de una idea que no represente la verdad operativa; o se efectúa la opera- 
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ción del juicio sin criterio, por ejemplo, con «pre-juicio)), es decir, con un juicio 
predeterminado; o se toma lo particular por lo general; etcétera. 

7.3. Sentencias constitucionales sobre la crítica política 

El Tribunal Constitucional apenas ha tenido ocasión de referirse en sus Sen- 
tencias al juicio u opinión genéricos; sí lo ha hecho a una especie de juicio u opi- 
nión que es la crítica y, más en concreto, la crítica política. La crítica supone un 
juicio especializado y causal. La crítica de arte, por ejemplo, supone en el critico 
unos conocimientos especiales; y sus mensajes tienen que razonar causalmente el 
resultado del juicio, de modo parecido a como las Sentencias tienen que motivar 
sus fallos. Pero, desde el momento en que se establece el principio de participa- 
ción, respaldado por el de no discriminación, se sobreentiende ue todo ciudada- 
no tiene ideas suficientes para enjuiciar los hechos de la vida pú 1 lica porque a to- 
dos interesa. La crítica política es un derecho que se extiende, por tanto, a toda 
persona. Y, en concreto, un deber de los que informan a través de los medios. 

Estas consideraciones han operado en el Tribunal en varias direcciones. La pri- 
mera de ellas, la admisión de la crítica de los profesionales o de cualquier ciuda- 
dano en los asuntos que el Tribunal llama «de interés público)) (Sentencias, entre 
otras, 10411986 de 17 de julio; 10711988 de 8 de junio; 5111989 de 22 de febrero; 
17111990 de 12 de noviembre). La segunda que, partiendo de tal interés, «cual- 
uier persona puede manifestar sus opiniones y hacer la crítica de una situación)) 
Sentencia 5111989 de 22 de febrero). Ya hemos visto que es Iícita la crítica al or- ? 

den jurídico y a la propia Constitución. (Sentencia 122183 de 16 de diciembre), lo 
que es compatible con su artículo 9,l. que ordena: uLos ciudadanos y los poderes 
públicos están sujetos a la Constitución y al resto de! ordenamiento  jurídico.^ Con 
mayor razón, será posible la crítica de las Sentencias y resoluciones del mismo Tri- 
bunal Constitucional. La Sentencia 8111983 & 10 de octubre exceptúa subjetiva- 
mente de esta regla general la crítica de un funcionario, aunque se haga en di- 
dad de representante y autoridad sindical, cuando pone en entredicho ia autori- 
dad de los superiores jerárquicos y compromete el buen funcionamiento del servi- 
cio. 

Siendo estos los criterios cardinales del Tribunal, derivan de ellas otros suce- 
sivamente más concretos. La extensión de ia crítica depende de que se trate de 
una persona ública o privada siendo mayor en el primer casa (Sentencia, entre 
otras, 171119 4' O de 12 de noviembre), par ue las personas que tienen o adquieren 
notoriedad se entiende que se sameten a la crítica & sus conciudadanos (Senten- 
cia 17211990 de 12 de noviembre). E3 la misma Sentencia se hace, sin embargo, 
la salvedad de que el juicio no puede afectar a la estricta personalidad del perso- 
naje, aunque juegue un papel en la vida pública o sus actos tengan trascendencia 
e interés público. 

Admitida la trascendencia de los hechos y la licitud de la crítica política por 
parte de cualquiera, se ensancha extraordinariamente el campo de la opinión, lo 
que debe mentalizar al juzgador penal, según el juzgador constitucional. Aunque 
resulta anticuada la motivación por el «animus criticandin (Sentencia 2011990 de 
15 de febrero), se considera este «animus» implícito, cuando el mensaje es de opi- 
nión, lo que hace lícita la «crítica impersonalizada)), cuando no se hacen imputa- 
ciones a personas singularizadas (Sentencia 10711988 de 8 de junio). Hay que ca- 
lificar la critica de Iícita o ilícita, no por palabras o por frases sueltas, sino en el 
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contexto y el conjunto del artículo sometido a la consideración del Tribunal (Sen- 
tencia 2011990 de 15 de febrero). No se admite una crítica que se efectúe de una 
manera ((desmesurada y exorbitante del fin en atención al cual la Constitución le 
concede su protección preferente* (Sentencia 17111990 de 12 de noviembre); pero 
sí la crítica que se expresa con dureza (Sentencia 2011990, recientemente citada); 
incluso «aunque la opinión emitida merezca los calificativos de acerba, inexacta e 
injusta», según la misma Sentencia. Esta última calificación, «injusta», resulta im- 
procedente. Ningún mensaje puede llegar a resultar injusto, aunque sea inmode- 
rado. Cicerón lo dijo de manera ajustada: la injusticia daña, la inmoderación mo- 
lesta. 

Pero las expresiones injustas o molestas se han de producir en relación con el 
mensaje crítico. Esta es la motivación clave en la Sentencia 105190 de 6 de junio 
en la que se condenan las ((expresiones indudablemente injuriosas sin relación con 
las ideas u opiniones que se expongan y que resulten innecesarias para la exposi- 
ción de las mismas»; y las expresiones claramente ofensivas sobre supuestos de- 
fectos físicos, valía moral y capacidad intelectual de una persona, «que no tienen 
nada que ver con la crítica, por dura que sea, de su conducta, sino que aparecen 
como meras exterioriiaciones de sentimientos personales ajenos a la información». 

Habrá que volver a algunas de estas resoluciones al tratar en concreto de la 
congmencia entre el derecho a la información y el derecho al honor y, en menor 
medida, con el derecho a la intimidad. Pero este lantcamiento nos situará en otra 
pers ectiva distinta, aunque no contraria, a la el mensaje de opinión que aquí 
nos 1 a ocupado. 

S 
Como el más sencillo de los mensajes complejos, e1 de opinión nos da una pau- 

ta de cómo habrán de ser valorados todos los innumerables mensajes complejos 
o compuestos que son posibles, can !o quc se completa el tratamiento de «lo que» 
se comunica en la información conforme al principio de generalidad y a dos' de 
los principios que engloba: el de individualidad y el de especialidad. Este último 
con la diferencia de tratamiento ue merecen los mensajes según su especie: de 
hechos, de ideas y de opiniones. Ca ítulo siguiente se dedica a estudiar el otro P principio incluido en el más general: e principio de excepción. 



IV. Los temibles 
«límites» al derecho 
a la intormación 

1. El recorte de la libertad 

Reconocer un derecho fundamental significa respetarlo en su libre ejercicio se- 
gún su naturaleza y extensión. Protegerlo significa además, evitarle obstáculos, pro- 
moverlo, procurar su efectividad. Ver, en definitiva, que unos derechos son fun- 
damento de otros como lo ve la Sentencia 2011990 de 15 de febrero. Pero los po- 
deres públicos y los poderes fácticos temen siempre al libre ejercicio de los dere- 
chos. Es frecuente que una ley dedique su primer artículo a proclamar una liber- 
tad y los restantes a restringirla. No en vano los juristas clásicos llamaban a estos 
mordiscos a las libertades, o a los derechos, reglas «odiosas». 

Ya hemos hablado de la contradicción interna entre los párrafos 1. y 4. del ar- 
tículo 20. Mientras el primer párrafo reconoce y protege un derecho, el cuarto se 
refiere a una libertad que se entiende concedida y, por tanto, se puede limitar. El 
párrafo 4. constituye c m o  el mentís del reconocimiento que figura en el frontis- 
picio del artículo 20. El que se sitúe en su comienzo la frase «Estas libertades tie- 
nen su límite», es como una invitación a considerar, en cualquier momento, que 
ha habido extralimitaciones, abusos, excesos o desvíos en el ejercicio de la liber- 
tad y, en definitiva, en la vigencia efectiva del derecho que previamente ha sido 
reconocido. 

Se ha dicho, con razón y con razones, que la contradicción evidente entre am- 
bos párrafos había que resolverla a favor del primero, teniendo por jurídicamente 
inexistente o no vigente el cuarto. Esta solución requiere una cierta profundiza- 
ción en la historia y en la naturaleza de la libertad de expresión y del derecho a 
la información. Al no hacerlo el Tribunal Constitucional, se han producido varias 
consecuencias. La primordial de ellas es que el Tribunal Constitucional ha admi- 
tido la existencia de «Iímitesn al derecho humano a la información. 

No obstante, la realidad -que se impone siempre- se ha encontrado de fren- 
te con esta admisión. La realidad natural del derecho ilimitable a la información 
y la admisión legal y jurisprudencia1 de unos Iímites al derecho han producido una 
desorientación en la jurisprudencia constitucional, que iremos advirtiendo a me- 
dida que se estudien los pretendidos Iímites. Desorientación que resulta peligrosa 
a la hora de aplicar las normas jurídicas a la realidad informativa, porque tal apli- 
cación puede tener una valoración diversa, incluso por parte del mismo Tribunal. 
La existencia de Votos Particulares a algunas de las Sentencias que citemos de- 
muestra que ni siquiera en el seno de la jurisdicción constitucional existe un cri- 
terio fijo acerca de estas potenciales tijeras del derecho, que son los Iímites. Y 
esto a pesar de que el Tribunal, acertadamente, ha enaltecido el que llama «car- 
dinal requisito de la congruencia» (Sentencia 1211982 de 31 de marzo). 
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2. Límites, no; excepciones, sí 

Ya la alabra limitación es inoportuna. Todas las significaciones que da el Dic- 
cionario ! e la Lengua al verbo limitar coinciden en que se trata de una acción ex- 
terior a lo que se limita. Y un derecho «inherente» -por emplear un término que 
ya hemos visto que utiliza el Tribunal- a la persona humana, como es el derecho 
a la información, no tolera que nada ni nadie lo limite desde fuera. En el Capí- 
tulo anterior hemos visto que no deben darse comunicaciones que no son infor- 
mación, porque no se atienen a la naturaleza específica de cada mensaje y, en con- 
secuencia, desinforman. La exigencia de que el mensaje sea fiel a su especie no 
supone limitaciones, sino ajuste de los mensajes a su manera de ser mensajes, que 
es lo que les hace aptos para informar y, en consecuencia, les hace le ítimos. 

Analizar la naturaleza de los mensajes era necesario para compro % ar y poner 
en práctica el principio de especialidad. Pero el principio de generalidad implica 
otro principio que es el de excepcionalidad. Los mensajes, como objeto del dere- 
cho humano a la información, no admiten Iímites, recortes desde fuera; pero tie- 
ne excepciones que se basan, no ya en su naturaleza específica, sino en su propia 
naturaleza genérica: por ser derechos «inherentes» al hombre. 

Las excepciones encuentran su razón de ser precisamente en la congruencia. 
La contraposición entre el párrafo 1. y el 4. del artículo 20 es una contraposición 
legal, no una contradicción jurídica. El Derecho en el sentido de ordenamiento 
jurídico se rige por la congruencia de las normas y, en razón de esa congruencia, 
es posible considerar -como hemos hecho- que el párrafo 4. no existe en el uni- 
verso jurídico español. 

Si esto es así para cualquier aspecto del Derecho, mucho más ha de serlo en 
materia de derechos fundamentales, que son los que afectan más directamente a 
la persona humana, titular y destinataria exclusiva del derecho. El Derecho obje- 
tivo es justo en tanto en cuanto contribuye a la realización del derecho subjetivo. 
La realidad y la Constitución nos dicen que existen bastante derechos fundamen- 
tales. Habría que añadir, como se ha hecho en algún dictamen del Parlamento Eu- 
ropeo, que su enumeración en las Constituciones y en las Declaraciones de De- 
rechos no es, porque no puede ser, exhaustiva. Estos derechos conviven en la rea- 
lidad existencial de los hombres. Precisamente su reconocimiento se corresponde 
con la necesidad existencial que la persona humana tiene de ellos. En virtud de 
la congruencia, esta coexistencia no puede ser polémica, conflictiva, ni aniquila- 
dora. Pero el sesgo que tal coexistencia puede dar al derecho a la información, 
como a cualquier otro, no es un límite, sino una manera de ser de la que emanan 
unas reglas propias. La primera ya ha sido enunciada en el Capítulo anterior: lo 
general ha de interpretarse extensivamente; lo excepcional, restrictivamente. 

3. Oscilación en el Constitucional 

El Tribunal Constitucional no lo ha visto así en sus pronunciamientos. En mu- 
r chas de sus Sentencias ha afirmado que «no existen derechos fundamentales ili- 

mitados»; es decir, admite los Iímites (Sentencias 1111981 de 8 de abril; 211982 de 
29 de enero; 11011984 de 26 de noviembre; etcétera). En otras, mantiene que «los 
derechos fundamentales no son absolutos» (Por ejemplo, Sentencia 15911986 de 
12 de diciembre). Incluso, cuando se refiere a la coexistencia de los derechos ha- 
bla del «límite indiscutible» del derecho a la información (Sentencia 5111985 de 
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10 de abril, entre otras). En una misma Sentencia habla de «conflicto» del dere- 
cho a la información con otros derechos fundamentales, y de que se produce «una 
concurrencia normativa, no de exclusión», de tal forma que tanto el derecho como 
los límites «vienen a ser igualmente vinculantes y actúan recíprocamente» (Sen- 
tencia 15911986 de 12 de diciembre). En esa misma Sentencia, con un lenguaje 
que repite en la Sentencia 105190 de 6 de junio declara que si no cabe considerar 
que sean absolutos los derechos y libertades contenidos en la Constitución, «tam- 
poco puede atribuirse carácter absoluto a las limitaciones». 

El Tribunal es, en cambio, consecuente con el principio de generalidad cuan- 
do mantiene en la misma Sentencia últimamente citada que, «como resultado de 
esa interacción, la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, por 
su parte, el alcance de las normas limitadoras que actúan sobre el mismo; de ahí 
la exigencia de que los límites de los derechos fundamentales hayan de ser inter- 
pretados con criterios restrictivos y en el sentido más favorable a la eficacia y a la 
esencia de tales derechos)). 

Aquí, sin embargo, el Tribunal se sigue refiriendo a los límites externos, como 
hace en casi todas sus Sentencias: los límites -viene a mantener- están en la pro- 
pia Constitución o derivan de una manera directa o indirecta de las normas (Sen- 
tencia 11011984 de 26 de noviembre, por ejemplo). 

Esto hace que la jurisprudencia constitucional tenga en su mayor parte un al- 
cance tan sólo interpretativo de normas, y que incluso dé unas pautas generales y 
positivas para la interpretación de las normas, más o menos limitativas. Pero no 
ha entrado apenas en el problema de la coexistencia de los derechos, que es el 
problema de la naturaleza de sus objetos. Y, por lo tanto, no ha propuesto una 
solución radical al problema de cómo se produce la coordinación del derecho a 
la información con cada uno de los otros derechos fundameetaies. Tal vez porque 
la contienda judicial lleva más al enfrentamiento que a la composición, no haya 
sido el campo más propicio para obtener clarificaciones de las realidades sobre 
las que los derechos recaen. El Tribunal ha insistido en sus Sentencias en la «in- 
dispensable interpretación» de las normas (Sentencias por ejemplo, 511983 de 4 
de febrero o 2011990 de 15 de febrero), pero no se ha referido a la naturaleza de 
los objetos de los derechos. 

4. La información se impone 

Desde una de sus primeras Seorewias, la 6/1981 de 16 de marzo, hasta la ú1- 
tima publicada en 1990, la 172,4990 de 12 de noviembre, el Tribunal Constitucio- 
nal ha sostenido, sin embargo, que el desecho &A artículo 20 está ((dotado de una 
eficacia que trasciende a la común y propia de b s  demás derechos fundamenta- 
les». Esto le da, según alguna Sentencia, una ((eficacia radiante» (Así, Sentencia 
10711988 de 8 de junio). En otras Sentencias la sobrepasieión del derecho a la in- 
formación se plantea frente a otros concretos krechos fundamentales, entre ellos 
el honor y la intimidad. La prevalencia del artículo 20 sobre los demás preceptos 
que reconocen derechos fundamentales, se basa en que la libertad de expresión 
es el factor de formación de la opinión pública, base del pluralismo, que es nece- 
sario para la democracia (Por todas, Sentencia 16511987 de 27 de octubre). Todo 
esto es cierto. Pero si un derecho fundamental excluye a otro algo se resiente en 
la vida de las personas y, por tanto, en la vida jurídica. Así se producen distorsio- 
nes que, a veces, han llevado al Tribunal a desvirtuar normas en su aplicación, sin 
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considerarlas, sin embargo, contrarias a la Constitución. No existen «dudas sobre 
la constitucionalidad del precepto penal aquí aplicado. Sí entraña, sin embargo, 
la necesidad de que en la aplicación del mismo se deje un amplio espacio a la li- 
bertad de expresión» (Sentencia 12111989 de 3 de julio). 

Es indudable que el derecho a la información tiene, además de su vinculación 
personal, una trascendencia social o comunitaria. Pero no todo mensaje tiene re- 
levancia para formar la opinión, cuyo c'onstitutivo y estructura hemos estudiado. 
La opinión requiere, para formarse, una idea solvente, un hecho cierto y un cri- 
terio para deducir; y estos tres elementos no se dan conjuntamente en todos los 
mensajes informativos. 

Otra cosa es que la comunicación sea necesaria para formar la comunidad y 
para sostenerla. Pero la comunidad no se sostiene tan sólo por la opinión pública, 
sino primordialmente por el orden. La opinión pública no puede ser contraria al 
orden. Y éste incluye la justicia, el respeto a todos los derechos y el respeto a la 
ley. El atropello de cualquiera de ellos destruye la comunidad. El reconocimiento 
de una función de interés público a la información no puede producir automáti- 
camente la anulación de otros derechos individuales, por la sencilla razón de que 
su vinculación individual no los desarraiga de la sociedad. Por el contrario, la co- 
munidad se fragua por esa doble proyección de la radicación personal. El ejerci- 
cio de un derecho en su circunstancia histórica no significa su aplicación capri- 
chosa o en detrimento de otro derecho tan inherente a la persona humana como 
él. Por eso, no puede decirse -en fórmula cómoda, pero inoperante- que el ejer- 
cicio de un derecho termina donde empieza el otro. Ambos derechos y su corres- 
pondiente ejercicio han de contribuir al mismo tiempo al orden individual y social. 

En una sociedad democrática el primer principio -sin negarle su importan- 
cia- no es el pluralismo, sino la justicia sin la cual no hay pluralismo posible. Los 
derechos fundamentales de la persona son componentes necesarios de una convi- 
vencia justa. El artículo 1, 1. de la Constitución no sólo propugna como valor su- 
perior del ordenamiento jurídico el pluralismo político, sino también la libertad, 
la justicia y la igualdad. No es extrah que un magistrado del Tribunal Constitu- 
cional haya dicho que la supremada del derecho del artículo 2.0 M, puede conce- 
birse de manera tan absoluta que haga ilusorio el valor que la Constitución con- 
cede a otros derechos (Voto Particular del Magistrado Senor Díaz Eimil a la Sen- 
tencia 12111989 de 3 de julio). Con la propia terminología del Tribunal, en la Sen- 
tencia 15911986 de 12 de diciembre, se lee: «Tanto las normas de libertad como 
las limitadoras se integran en un microordenamiento inspirado por los mismos 
principios en el que, en último término, resulta ficticia la contraposición entre el 
interés particular subyacente a las primeras y el interés público que, en ciertos su- 
puestos, aconseja su restricción.)) Es necesario, por tanto, buscar criterios para la 
coordinación de derechos fundamentales que eviten la depreciación de algún de- 
recho, lo que va en detrimento de todos los demás. 

5. Los derechos son elásticos 

Lo importante de los derechos, sobre todo de los derechos humanos, es el su- 
jeto: todo derecho se constituye para el hombre. Cada derecho corresponde a la 
persona humana para algo y esta estructurado en relación con su fin. Su estruc- 
tura es un medio que no puede ser utilizado en contra ni en detrimento de su fin. 
Los fines del hombre son muchos y variados; pero todos tienen una común refe- 
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rencia, que es el hombre mismo. La imposibilidad de conflicto entre los fines se 
traduce en una imposibilidad de conflicto entre los derechos que los persiguen. 
La coordinación de estos derechos, por ser necesaria, es tan superior a la ley po- 
sitiva como los derechos mismos que se coordinan. Se funda en la naturaleza -una 
vez más hay que decirlo- de la persona humana. 

Cuando concurren dos derechos fundamentales ha de compaginarse su ejerci- 
cio teniendo en cuenta una cualidad atribuida por igual a todos los derechos sub- 
jetivos: su elasti'cidad. Dos derechos concurrentes son susceptibles de comprimir- 
se recíprocamente, sin llegar nunca a anularse. De tal modo que, si uno de ellos 
desaparece porque no se ejercita o por otra causa objetiva, el otro recupera toda 
su dimensión. La «compresión», palabra y concepto que, en alguna Sentencia, em- 
plea el Tribunal, es, en unos casos, mayor para un derecho y en otros casos mayor 
para otro. Determinar estos casos, en función de las naturalezas conjugadas de los 
derechos concurrentes, constituye la proyección del principio de excepcionalidad. 
A este efecto, se ha enunciado en la doctrina informativa unas reglas genéricas 
acerca de este juego de recíprocas compresiones, reglas que se reducen a dos: el 
principio de personalidad y el principio de sociabilidad. 

5.1. Derecho a la información y derechos de la personalidad 

Todos los derechos son de la personalidad. Los civilistas llaman, sin embargo, 
derechos de la personalidad a aquellos que están más directamente vinculados a 
la persona. La nomenclatura no es muy clarificadora. Pero la orientación que le 
han dado, sí. Como los derechos se dan para que la persona se realice plenamen- 
te, hay que atender -para determinar su dinámica compresora- a la mayor o me- 
nor proximidad o distancia al núcleo de la personalidad. 

El derecho más próximo al núcleo de la personalidad es, con toda evidencia, 
el derecho a la vida. La muerte extingue la personalidad y el cadáver ya no genera 
derechos. Sin vida es inútil referirse a cualquier otro derecho. Es el derecho pri- 
mordial del hombre. Pero cuando hablamos de vida no se trata de una vida vege- 
tal, ni animal, sino de una vida humana que, para serlo, necesita rodearse de modo 
inmediato de otros derechos que son los que protegen la esencia del ser humano 
y sus más importantes cualidades. 

Ser íntegramente persona o tener vida plenamente humana implica ser libre. 
El esclavo carecía de personalidad. Todavía hoy tachamos de falta de personali- 
dad a aquel que no decide por sí mismo o está dominado por otro. Por lo que la 
libertad es un derecho de gran expansión. Si todo derecho se ejerce vitalmente, 
todo derecho ha de ejercerse libremente, para que sea eficaz de modo pleno, es 
decir, para que sea tal derecho. Esta libertad se conjuga, por otra parte, con la 
dignidad humana, que constituye la esencia de un derecho -el derecho al ho- 
nor-, controvertido por incomprendido. La condición de persona exige también 
un círculo de vida exclusiva, que es la intimidad. Vida, libertad, dignidad e inti- 
midad son los cuatro componentes de una auténtica personalidad y, por tanto, los 
cuatro derechos que hacen que el hombre sea persona. 

El derecho a la información es también un derecho de la personalidad, aun- 
que los juristas no lo hayan considerado así en sus clasificaciones técnicas. A tra- 
vés de él conocemos la existencia y ejercicio de los cuatro derechos enunciados y 
con ello la personalidad de nuestros semejantes. Es, efectivamente, el que permi- 
te al hombre relacionarse con los demás seres humanos. Es por tanto, el derecho 
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relacional que hay que situar en el límite externo de la personalidad, donde la per- 
sona humana traba contacto, pone algo en común, se comunica con los demás. 
Está por eso mismo, más lejos del núcleo personal que los cuatro derechos enun- 
ciados. Hay un derecho intermedio -el derecho a la propia imagen- que está 
en el camino que va del núcleo de la personalidad a su esfera relacional. Es com- 
prensible que, a diferencia de otras Constituciones, la nuestra lo reconozca. Y está 
justificado -por sus características- que el derecho a b progia i-ea varíe su 
fuerza de compresión según se atienda a su aspecto interno a ai pcrdérico de la 
personalidad. 

Es oportuno volver a insistir en que la fuerza carnprsi~a que cada h h o  hu- 
mano tiene no implica oposición entre ellos; oposición que no puede existir. La 
vida es necesaria para informar. También lo es la libertad. La información es uno 
de los atributos de la dignidad humana y, a su vez, contribuye a otorgar dignidad 
al hombre como ser personal y social. La intimidad es la fuerite mds abundante 
de los mensajes, incluso de los de hechos que, por la percepción, se interiorizan 
antes de comunicarse. La propia imagen siwe para la identificación de las perso- 
nas, elemento importante de la información. No es, por tanto extraño que todos 
estos derechos estén reconocidos y protegidos en la Constitución al mismo nivel, 
en principio, de igualdad, aunque en un momento de confusión el legislador cons- 
titucional haya constituido a unos como «límites» de otros. 

Hay también otros derechos, reconocidos constitucionalmente, que quedan 
fuera del ámbito de la personalidad y, por tanto, tienen una menor potencia com- 
presora. Son los derechos de las personas sobre las cosas exteriores a ellas, sobre 
los bienes materiales. El principal de estos derechos en las Constituciones que pro- 
ceden de la francesa de 1789 es la propiedad. De acuerdo con su naturaleza, el 
desecho de propiedad es el que debe comprimirse ante el derecho a la informa- 
ción. Este criterio de armonización tiene unas importantísimas consecuencias para 
la profesión informativa y para el sujeto universal, sobre las que no se ha recapa- 
citado suficientemente. El tema no ha llegado a plantearse tampoco ante el Tri- 
bunal Constitucional. 

Hay una cuestión relacionada con el haber patrimonial, que es la indemniza- 
ción por lesión de los derechos fundamentales. El Tribunal Constitucional se ha 
mostrado remiso ante las demandas de indemnización económica por daños pa- 
trimoniales o morales, asunto siempre dificultoso por la valoración de esos daños 
o el peligro de que se negocie con los derechos más personales. En la Sentencia 
23111988 de 2 de diciembre se fundamenta la abstención del Tribunal Constitu- 
cional en el hecho de que el Tribunal Supremo no había entrado en el tema de 
la indemnización, por lo que no había lugar a pronunciamiento sobre su proce- 
dencia y cuantía. Pero en la misma Sentencia se encuentra otra motivación más 
radical: la de que la obtención de una indemnización a favor de terceros ocurre 
fuera del área de protección de los derechos fundamentales encomendada al Tri- 
bunal Constitucional. Hay que tener en cuenta ue aquí no se coordina solamen- 
te el derecho a la propiedad con el derecho a ? a información, sino también con 
los demás derechos de la personalidad eventualmente lesionados. 

5.2. Derecho a la información y derechos relativos a la comunidad 

La naturaleza relacional del derecho a la información determina su trascen- 
dencia social. Por eso, ha de coordinarse también con los derechos relativos a la A 
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comunidad, porque afectan a todos sus miembros. Este es el llamado principio de 
sociabilidad. 

En último extremo, todos esos derechos relativos a la comunidad pueden re- 
ducirse a uno: el derecho a la paz. Con ese nombre no aparece en la constitución 
española; pero los autores que han tratado el tema consideran de manera unáni- 
me que el .derecho a la paz está incluido en los demás derechos fundamentales 
que la Constitución reconoce. A su vez, el derecho a la paz asegura el derecho al 
orden, a la seguridad jurídica, a la salud, etcétera. Todos los derechos de trascen- 
dencia predominantemente social se apoyan en el derecho a la paz. 

En el derecho a la seguridad jurídica está incluida la presunción de inocencia 
que, por supuesto, se extiende a los Jueces y Tribunales, a las autoridades y fun- 
cionarios, y no solamente en los casos de los delitos «sino también de cualquier 
resolución, tanto administrativa como jurisdiccional, que se base en la condición 
de las personas y de cuya apreciación se derive un resultado sancionatorio o limi- 
tativo de sus derechos» (Sentencia 1311982 de 1 de abril). Presunción de inocen- 
cia que, incluso, existe en los delitos que se puedan cometer con los mensajes in- 
formativos, a pesar de que, según la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la prueba 
está verificada por los ejemplares impresos del escrito o estampa y el molde de 
ésta (artículo 821), o -habría que añadir- la grabación de la emisión radiodi- 
fundida. El Tribunal, sin embargo, ha declarado implícitamente que la presunción 
de inocencia no debe aplicarse al supuesto de la responsabilidad civil por daños 
(Sentencia 4411987 de 9 de abril). 

Pero la presunción de inocencia recae también como deber sobre los informa- 
dores, dado que estimar cometido un delito no declarado como tal por Sentencia 
firme, puede suponer una falta de verdad y un ataque al honor del encausado. 
Está escrito por un buen periodista, prematuramente fallecido, el siguiente párra- 
fo, publicado en 1985: «Las más espectaculares acusaciones públicas no se han pro- 
ducido en el territorio jurídico, como era lógico y natural, sino desde la prensa, 
que ha pasado así de ser el "parlamento de papel" a ser un "Tribunal de papel" 
que administra por su mano las tantas veces cruel y sumaria justicia de la publici- 
dad.» 

La paz, a diferencia de los derechos próximos al núcleo de la personalidad, ha 
de tomarse en relación con la peripecia histórica en que se vive. No es el mismo 
el peligro en un momento bélico, prebélico, de disturbio o de catástrofe, que en 
un momento de serenidad, sea en la comunidad nacional o en la internacional. 

6. El balanceo 

La falta de criterios de coordinación entre los derechos humanos, en la legis- 
lación y en la jurisdicción, ha llevado al Tribunal Constitucional a centrarse sobre 
todo en los criterios de interpretación de las normas legales sobre los derechos fun- 
damentales. En esta tendencia, ha dado buenos argumentos, como el de que la 
interpretación- de los derechos fundamentales oha de hacerse considerando la 
Constitución como un todo en el que cada precepto encuentra su sentido pleno 
valorándolo con los demás: es decir, de acuerdo con una interpretación sistemá- 
tica». (Sentencia 511983 de 4 de febrero.) O que «la legalidad ordinaria ha de ser 
interpretada de la forma más favorable para la efectividad de tales derechos» (Sen- 
tencia 3411983 de 6 de mayo). 

Naturalmente, nuestro Tribunal Constitucional no ha podido hurtarse a la rea- 
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lidad, aunque en la comprensión e interpretación de esa realidad ha sido más bien 
restrictivo. Según el Tribunal, la interpretación *exige la existencia de alguna "res 
dubia" o de alguna variante admisible» (Sentencias 111989 de 16 de enero y 3211989 
de 13 de febrero). A la hora de dar criterios interpretativos -aparte del sentido 
restrictivo de las limitaciones-, el Tribunal Constitucional ha diferido a los Tri- 
bunales juzgadores la interpretación, caso por caso, el juego entre derecho y limi- 
tación. Es, si bien se mira, el empleo del método del ahalarrcing~ de la Jurispru- 
dencia americana, mal importado por no bien comprendido. En primer lugar, por- 
que allá se inserta en el sistema jurídico sajón, sistema predominantemente judi- 
cial; y, en segundo lugar, porque, los criterios, en este sistema anglmafin, hztn sido 
establecidos por los propios Tribunales, dado el Mior del precedente judicial y las 
relativamente poco numerosas disposiciones normativas escritas con que cuentan. 

El balanceo, entendido por el Tribunal Constitucional como ((necesaria y ca- 
suística ponderación» (por ejemplo, Sentencia 10411986 de 17 de julio) o simple- 
mente «ponderación», en otras resoluciones, resulta, entre nosotros, un método 
peligroso. En Sentencias de los últimos aiios, de los Juzgados de Instrucción y de 
las Audiencias provinciales, pueden verse casos de interpretaciones contradicto- 
rias y resoluciones dispares sobre los mismos supuestos. 

No ha escapado a estas contradicciones y disparidades el mismo Tribunal Cons- 
titucional que, en torno a la ponderación, ha dictado Sentencias no del todo con- 
cordante~. El otorgamiento del amparo se basa, en alguna ocasión, no en «una dis- 
crepancia respecto a la ponderación de bienes y derechos fundamentales, sino en 
la inexistencia de tal ponderación por parte del Juez» (Sentencia 1011982 de 31 
de marzo). Este planteamiento merece un comentario. Lo que aprecia el Tribunal 
Constitucional es, ni más ni menos, la inexistencia de motivación suficiente en la 
Sentencia recurrida, pero no necesariamente una violación de un derecho funda- 
mental, que no se sabría a cuál de los dos derechos «en conflicto» habría afecta- 
do. El Voto Particular a la Sentencia 12111989 de 3 de julio acierta al decir que 
éste es un criterio formal evitable cuando se trata de potenciar al máximo los cri- 
terios materiales que permitan atribuir al derecho todo el contenido real que sea 
preciso para conseguir su efectividad; por el contrario, la ponderación explícita 
sólo puede concebirse como requisito formal si es subsanable y se anula la sen- 
tencia, retrotrayéndose el proceso al momento anterior a su redacción; pero ele- 
var el requisito formal a material supone un salto cualitativo difícilmente acepta- 
ble. 

En otras Sentencias, el Constitucional ha juzgado la ponderación hecha por el 
Tribunal Supremo, que «se ha detenido más en las limitaciones de los derechos y 
libertades del recurrente que en el ámbito de la configuración de los mismos». 
(Sentencia 2011990 de 15 de febrero.) En otras ocasiones, ha declarado que entra 
dentro de la jurisdicción del Tribunal Constitucional «revisar la adecuación de la 
ponderación realizada por los Jueces» (Sentencia, entre otras, 10711988 de 8 de 
junio). En cambio, el mismo Tribunal ha sentenciado rigurosamente que no le 
corresponde, en el recurso de amparo, revisar la subsunción (Sentencia 51t1989 
de 22 de febrero). 

En otras Sentencias, finalmente, ha dado unos autollamados ((critericrsw (así la 
Sentencia 105190 de 6 de junio), que no son sustantivos -lo que no quiere decir 
que sean injustos-, como el considerar que el texto corrdenado ha de ser inter- 
pretado en el conjunto del artículo periodístio del que formaba una parte mhima 
(Sentencia 20190 de 15 de febrero). Quede para más adehnte el criierio de snsti- 
tución del «animus» tradicional del Derecho penal por la causa de justificación 
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que ha venido a constituir el derecho a la información del artículo 20 y que actúa 
como eximente de la culpabilidad. Independientemente del juicio que merezca tal 
sustitución, hay que hacer notar que resuelve los problemas planteados ante la ju- 
risdicción penal, pero no los que plantean las contiendas ante la civil, ni siquiera, 
en muchos casos, ante los procesos penales con repercusión civil indemnizatoria. 

En resumen: el Tribunal Constitucional se ha movido hasta el momento en 
una imprecisión conceptual grande respecto a las ideas y hasta los términos infor- 
mativos. Los conceptos jurídicos, que evidentemente ha aplicado y domina, se han 
desvirtuado porque su proyección no se ha hecho a través del prisma que ofrecen 
las realidades de la comunicación. Se puede decir que estos son conceptos extra- 
jurídicos; pero es el mismo Derecho -y no sólo la ley- el que remite a ellos y, 
en tal caso, se resisten a cualquier delimitación apriorística trazada desde el cam- 
po jurídico, sobre todo, cuando van adornados con bastantes matices de positivis- 
mo legal o jurisprudencial. 

7. Llegó la Ley 

Si los criterios de coordinación entre los derechos fundamentales estuvieran re- 
cogidos legalmente, el margen de interpretación, jurisprudencia1 o no, se reduci- 
ría; y, con ello, el riesgo de error. No quiere decir que la ley lo pueda resolver 
todo. Siempre hará falta una interpretación aplicativa a las diferentes situaciones, 
mucho más en un fenómeno tan cambiante y progresivo como es el proceso in- 
formativo, al menos en su aspecto técnico. Pero hay que repetir que la interpre- 
tación y aplicación de las leyes, en especial de las normas que a la información se 
refieren, no las hacen tan sólo los Jueces, ni siquiera los juristas, sino también los 
propios informadores que son los que, de modo inmediato, detectan los proble- 
mas en su continuo trabajo sobre el objeto del derecho a la información. 

Pero también el legislador ha de partir de unos principios jurídicos claros, in- 
ducidos de la realidad o de la naturaleza -jurídica y extrajurídica- de aquello 
que regula. Y esto no ocurre así siempre. Cuando los proyectos de las leyes los 
redactan los técnicos, pueden ser más o menos acertados. Leyes hay que han sa- 
lido de las Cámaras muy mejoradas en relación con su fase de anteproyecto. Otras, 
sin embargo, sufren las tensiones políticas que en el seno del poder legislativo ine- 
vitablemente se producen, incluso en materias que no son estrictamente políticas. 
En el Capítulo siguiente veremos ejemplos de estas desviaciones. 

7.1. La protección civil del honor, la intimidad y la propia imagen 

Aquí es necesario tener en cuenta un ejemplo cuya visión panorámica nos ser- 
virá como encuadre al estudiar, uno por uno, los pretendidos «límites» al derecho 
a la información, previstos en el párrafo 4 del artículo 20. Nos referimos a la Ley 
Orgánica 111982 de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la in- 
timidad personal y familiar y a la propia imagen. Una Ley que no ha tenido mu- 
cha suerte en su gestación, en su formulación definitiva por las Cortes y en su apli- 
cación. Vamos a reducirnos ahora a estudiar las causas de tan escasa ventura. 

En primer lugar, desde el Proyecto -que, en su origen, fue encomendado a 
un prestigioso jurista que falleció sin llegar a redactarlo- hasta el texto definitivo 
aparecido en el ((Boletín Oficial del Estado», se trasluce que se articuló teniendo 
70 

Los temibles «límites» al derecho a la información 

en cuenta el Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal ((recientemente aproba- 
do por el Consejo de Ministros)), dice el Preámbulo de la ley. Se trata del Proyec- 
to aparecido en el ((Boletín Oficial de las Cortes Generales» de 17 de enero de 
1980, cuya paralización en el trámite parlamentario de presentación de enmien- 
das, y más tarde su retirada del Parlamento por el nuevo Gobierno de 1982, son 
conocidos. 

Esto significa que la protección penal, en la que la Ley confiaba para un fu- 
turo que pareció inminente al propio legislador, no se produjo. Si la Ley quiso ga- 
rantizar el flanco civil de los tres derechos a cuya protección se dirigía, se quedó 
protegiendo un ala de frente, cuando no había resto de frente cubierto. Se sabe 
que la protección penal de la intimidad apenas existe indirectamente en el Códi- 
go penal que nos rige; que todavía es más deficiente la protección de la propia 
imagen; y que los ataques al derecho al honor sufrían también retoques en el Pro- 
yecto, que no llegó a ser Ley, con respecto al Código penal vigente. La Ley  quedó 
así en el aire, como una parte descubierta de un edificio no terminado, difícilmen- 
te habitable. 

La anécdota tiene importancia práctica, dado que, entre otras causas, la falta 
de protección penal ha hecho que el que se ha considerado lesionado en alguno 
de los tres derechos, haya tenido que acudir a la vía civil. Cierto que la penal es 
la vía extrema teniendo en cuenta la gravedad de los hechos; cierto también que 
la Ley no descarta la vía penal, que puede tener consecuencias también civiles. 
Pero estas certezas implican la existencia de una Ley penal concertada con la ci- 
vil; lo que aquí no ha ocurrido. 

7.2. Las críticas a la Ley 

Como a los presuntos perjudicados litigantes les interesa relativamente poco 
el castigo del culpable y les resulta, en cambio, apetecible la indemnización econó- 
mica, la falta de protección penal de los derechos constitucionales protegidos ha 
actuado efectivamente como una de las causas que han provocado la inflación de 
demandas contra informadores y empresas informativas, dado el carácter solida- 
rio de la responsabilidad civil al que ya nos hemos referido. 

En segundo término, el legislador ha confundido tres derechos, distintos en su 
origen, naturaleza y efectos, y los ha fundido en un sólo régimen, excepto en al- 
guna norma concreta de la Ley, como el párrafo 2 del Artículo octavo, referido 
exclusivamente al derecho a la propia imagen. Una vez más, la realidad se impo- 
ne y puede analizarse, norma por norma, para ver en cuál de los tres derechos ha 
estado pensando el legislador al redactarla. El texto legal refleja una preponde- 
rancia -cuantitativamente hablando- de la protección de la intimidad. Sin em- 
bargo, es el derecho al honor el que ha planteado más y mayores problemas. Lo 
que ha ocurrido es que, por estar regulado impropiamente, esos problemas no han 
podido ser resueltos satisfactoriamente. La idea de ((intromisiones ilegítimas», que 
preside todo el Artículo séptimo, es aplicable claramente a la intimidad; tan sólo 
analógica o metafóricamente al honor; en absoluto, a la propia imagen. 

El hecho de que el artículo 18,l. de la Constitución garantice los tres derechos 
en un sólo texto y que el párrafo 4 del artículo 20 repita esta agrupación conside- 
rándola como «límite» al derecho a la información, no significa que sean dere- 
chos iguales, ni siquiera semejantes y, sobre todo, no significa un régimen común, 
se establezca en un solo cuerpo legal o en más de uno. 
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Otra cosa es que, en algunos supuestos, se lesione a la vez más de uno de los 
derechos. Pero esto puede ocurrir con otro derecho cualquiera, fundamental o no, 
reconocido en un artículo distante de la Constitución o extraconstitucionalmente. 
No justifica un régimen uniforme que dificulta la interpretación y la aplicación de 
la Ley. Y con ello la protección de estos derechos y la del derecho a la informa- 
ción, al que la Constitución ha planteado aquellos derechos como «límites». 

Se ha dicho que la Ley es una norma de Jueces. En otras palabras, que exige 
también la interpretación, caso por caso, y que el balanceo no tiene tan sólo el 
sentido de ida y venida, sino que puede tener múltiples direcciones. Piénsese, por 
ejemplo, en que en el preámbulo de la Ley consta que la protección de los dere- 
chos a los que se refiere estará «determinada de manera decisiva por las ideas que 
prevalezcan en cada momento en la Sociedad ... De esta forma, la cuestión se re- 
suelve en la ley en términos que permiten al juzgador la prudente determinación 
de la esfera de protección en función de datos variables según los tiempos ... » Lo 
que significa un peligroso campo abierto al arbitrio judicial, que va en perjuicio 
de los justiciables: puede verse en casos en que las dos instancias y .el Tribunal 
Constitucional han tenido tres pronunciamientos diferentes. 

La Ley 111982 nació, finalmente, con un condicionamiento que ha sido el mo- 
tivo permanente de este Capítulo: el honor, la intimidad y la propia imagen apa- 
recen en la Constitución, no sólo como derechos garantizados, sino como «lími- 
tes» a otro derecho reconocido, como es el derecho a la información. Por eso, se 
ha podido decir, esquematizando un tanto las cosas, que la Ley está pensada, re- 
dactada y promulgada contra la información y, todavía más en concreto, contra 
los informadores. No es extraño que, desde diversos sectores se haya pedido su 
derogación en cuanto se sintieron los primeros efectos de su promulgación. 

En los capítulos siguientes desglosaremos lo concerniente a estos tres derechos 
y a los demás «límites» del párrafo 4 del artículo 20. Sobre todo en las materias 
en las que ha entendido hasta el momento la jurisdicción constitucional. Quede 
ratificada aquí la idea de que el error de la Constitución no está en garantizar los 
derechos humanos, especialmente los tres que intenta proteger civilmente la Ley 
111982, sino en complementar su garantía con una norma innecesaria, equivoca- 
da, que ha venido a enfrentar derechos que no pueden estar enfrentados. 

V. Legislar como debe ser 

1. La ambigüedad del pronombre «lo» 

El primero de los mal llamados «límites» del párrafo 4 del artículo 20 es el «res- 
peto a los derechos reconocidos en este Título)). Ya hemos visto que este «respe- 
to» ha de resultar mutuo, no puede ser tan sólo del derecho a la información con 
respecto a los demás. Aquí hay una muestra del temor que siempre han mostrado 
los legisladores frente a la información. Una visión armónica del orden jurídico 
no supeditaría un derecho humano a todos los demás. Tampoco lo contrario. To- 
dos los derechos, especialmente los derechos fundamentales, humanos o innatos, 
se coordinan en la persona humana. 

Hay derechos, por otra parte, en el Título 1, que no exigen tener en cuenca las 
reglas de compresión que hemos visto en e-i Capítulo anterior con respecto a! de- 
recho a la información. Así ocurre con el derecho de libre circulación o el de no 
sufrir sanción de privación de libertad por parte de la Administración civil. Lo que 
puede hacer la información con respecto a ellos es dar noticia de su vioiacióh o 
criticarla. Apenas nada más. 

El legislador constitucional señalb en el artículo 20 como verdadero límite, no 
los derechos fundamentales que figuran en el correspondiente Título, sino «los pre- 
ceptos de las leyes que lo desarrollen». El ronombre «lo» no puede referirse gra- 
maticalmente más que al sustantivo «Títu k!~ r, y no es el Título como conjunto lo 
que las leyes hayan de desarrollar, sino todos y cada uno & los derechos conte- 
nidos en el Título, incluso los que, no estando expresamente contenidos, se con- 
sideran reconocidos en el Ordenamiento constitucional, como hemos visto que 
ocurre con el derecho a la paz. Esta ambigüedad, buscada o no & ropósito, en- 
cierra el peligro mayor que puede verse a lo largo de los artículos ! e la Constitu- 
ción: es una delegación en blanco en el Poder legislativo y en el ejecutivo para 
que delimiten el derecho a la información como quieran, prescindiendo incluso 
de escrúpulos jurídicos, por motivaciones exclusivamente políticas. Es decir, des- 
virtuando la propia Constitución. 

2. ¿Hay garantías para este cbeque en blanco? 

Podrá decirse que el fenómeno no es nuevo. Y se dirá con alguna evidencia. 
Ya dijimos que la desviación parte del artículo 11 de la Declaración francesa de 
1789. Nuestra primera Constitución, la de Cádiz de 19 de marzo de 1812, conce- 
día la libertad de información «bajo las restricciones y responsabilidad que esta- 
blezcan las leyes». Pero el proceso ideológico y circunstancial en que esos textos 
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fueron redactados estaba ya superado por la mejor doctrina y afloró en la Decla- 
ración de Derechos Humanos de 1948. Una Constitución de 1978 no debería ha- 
ber incurrido en esta involución histórica, con tanta trascendencia para el libre 
ejercicio de la información. 

También se esgrime, para justificar este cheque en blanco, el párrafo segundo 
del artículo 10 de la Convención Europea de Salvaguardia de los Derechos del 
Hombre y de las Libertades Fundamentales de 4 de noviembre de 1950, conocida 
como Convención de Roma, y promovida por el Consejo de Europa. Pero su tex- 
to, aparte de imprecisiones terminológicas y conceptuales, tiene un sentido de con- 
creción -de límites a los límites-, que no tiene nuestra ambigua frase constitu- 
cional. Veámoslo: «El ejercicio de estas libertades, por cuanto implica deberes y 
responsabilidad, puede ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restric- 
ciones o sanciones previstas por la Ley, que constituyen medidas necesarias, en 
una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la integridad territorial o 
la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección 
de la salud o de la moral, la protección de la fama o de los derechos de otro, para 
impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar la auto- 
ridad y la imparcialidad del poder judicial.» El párrafo aparece después de un pri- 
mero en el que se reconoce el derecho a la información «sin que pueda haber in- 
jerencia de autoridades públicas y sin consideración de fronteras». Como puede 
observarse, las precauciones frente a los posibles abusos son totales. Y no hay que 
olvidar que el texto transcrito forma parte del Ordenamiento jurídico interno y es 
elemento primordial de interpretación. 

Puede decirse, finalmente, que la misma Constitución establece resortes de se- 
guridad, como lo es el que la Le que regule derechos fundamentales ha de ser 
Ley formal y, además, orgánica $irtículo 81) y que ha de respetar su contenido 
esencial (artículo 53). Más tarde veremos el alcance que a esta última norma ha 
dado el Tribunal Constitucional. Pero eso no quiere decir que el Poder legislativo 
y el ejecutivo observen estos resortes de seguridad. La mayor parte de las leyes 
postconstitucionales que han afectado a la información no han tenido la tramita- 
ción de leyes orgánicas. Las leyes que afectan a la radiodifusión de sonidos e imá- 
genes están fundadas sobre la base de la concesión administrativa, cuando lo úni- 
co que prevé la Convención de Roma, como caso límite, es «un régimen de au- 
torización previa)). Así podríamos seguir la enumeración. 

Todavía hay otro aspecto grave. La Convención de Roma emplea la palabra Ley 
con mayúscula y así se entiende usualmente la ley formal. La Constitución utiliza 
la minúscula, introduciendo la idea de disposición legal en general, lo que incluye 
las disposiciones típicamente emanadas del Poder ejecutivo y de la Administra- 
ción. Es conocido que el Real Decreto 208911984 de 14 de noviembre restringe 
extraordinariamente las previsiones de la Ley que desarrolla, que es la Ley 2911984 
de 2 de agosto de ayuda a Empresas periodísticas y Agencias informativas. Po- 
dríamos citar otros supuestos. 

El Tribunal Constitucional no ha escapado al inadecuado planteamiento. La 
Sentencia 11011984 de 26 de noviembre, que se remite a la 1111981 de 8 de abril 
y a la 211982 de 29 de enero, confirma que los límites se encuentran unas veces 
en la Constitución, pero otras «derivan de una manera directa o indirecta de tal 
normas. La derivación solamente puede producirse por una disposición del rango 
que sea, tanto más inferior en rango cuanto más indirecta. En otras Sentencias, 
en cambio, se produce como una especie de reacción. Las Sentencias 611981 de 
16 de marzo, 1211982 de 31 de marzo y 9411982 de 7 de diciembre dicen que el 
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derecho fundamental del artículo 20, del que gozan por igual todos los ciudada- 
nos, los protege frente a cualquier injerencia de los poderes públicos que no esté 
apoyada en la Ley «e incluso frente a la propia Ley en cuanto ésta intente fijar 
otros límites que los que la propia Constitución admite». La Sentencia 3511983 de 
11 de mayo extiende la noción constitucional de apoderes públicos)), que utiliza 
nuestra Constitución en diversos artículos, a todos aquellos entes que ejercen un 
poder de imperio, derivado de la soberanía del Estado. En este caso se extendía 
el concepto genérico de «Poder público» a Televisión Española, aunque a su es- 
tructura se le dé una forma propia de derecho privado a la que se someten sus 
actos empresariales. Por supuesto, se incluye al Poder judicial cuando sus Senten- 
cias dan lugar en forma ((inmediata y directa» a la situación que vulnera los de- 
rechos fundamentales (Sentencia 23111988 de 2 de diciembre). Otra Sentencia 
adopta cautelas frente a la invasión del derecho fundamental, la 6211982 de 15 de 
octubre, en donde se encuentran dos declaraciones de interés: que toda resolu- 
ción que limite o restrinja el derecho debe ser necesaria para conseguir el fin per- 
seguido; y que esta necesidad hay que exponerla a través de la motivación. 

3. La información es también un derecho fundamental 

Implícitamente, se haya dado cuenta de ello el legislador constituciDnal o no, 
al referirse a «los derechos reconocidos cn este Tituloa, cano owo de alas leyes 
que lo desarrollen)), está incluyendo tambsn las Iqw que d t d l a n  d derecho 
a la información, pues el artículo 20 este incluido m el Tí& 1. 

La afirmación se confirma si tenemos en cuenta que, en Ir teorla de los «lími- 
tes», éstos representan líneas comunes al derecho a la información y a bs demás 
derechos. A efectos prácticos, si se piensa en que un derecho es limiteble por'dis- 
posición legal, da lo mismo señalar estos límites desde el área interna del derecho 
limitado o desde la exterior del derecho limitable. La delimitación sefialará, en 
todo caso y en nuestro caso, las fronteras entre el derecho a la información y los 
demás derechos del Título 1. 

El Tribunal Constitucional así lo reconoce de un modo más o menos implíci- 
to. Aunque en la Sentencia 20/1990 de 15 de febrero evita entrar en los proble- 
mas de la legalidad penal ordinaria y se limita a examinar si se ha tenido en cuen- 
ta, en la Sentencia recurrida, el respeto al derecho a la información, en la Sen- 
tencia 5111985 de 10 de abril considera que la legislación penal constituye una vía 
idónea para la regulación del ejercicio del derecho, siempre respetando su conte- 
nido esencial. La doctrina penal puntualiza que la Ley criminal debe operar como 
última instancia protectora de derechos y libertades, lo que constituye su función 
positiva; y no como límite natural de esos derechos y libertades, lo que constitui- 
ría una función negativa impropia del Derecho positivo. 

Otra Sentencia, la 7711982 de 20 de diciembre, tiene tres ronunciamientos in- g teresantes con respecto a las funciones de los ((poderes pú licos». Primero, que 
el contenido del derecho a la información nace directamente de la Constitución 
y su titular no tiene, para ejercitarlo, que esperar a un previo reconocimiento ad- 
ministrativo. El ejercicio del derecho no exige con carácter general más que la 
pura y simple abstención por arte de la Administración, y sin que ésta lesione P previamente tales derechos fa tará el presupuesto necesario para que la preten- 
sión del reconocimiento sea exigible jurídicamente. Nada habría que objetar si no 
se hubiese dicho que el derecho tiene su fuerza en la Constitución. Tiene su fuer- 
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za originaria en su carácter de inherencia o, de modo mediato, en el reconoci- 
miento que de este carácter hace la Constitución. 

En segundo lugar, dice la Sentencia, que la ausencia de declaración por parte 
del Tribunal de instancia no lleva como consecuencia, ni la negación del derecho 
del demandante en vía de amparo, ni la afirmación de que las normas reglamen- 
tarias señaladas estén vigentes. Hay aquí un claro reconocimiento tácito de la li- 
mitabilidad por la via estrecha -o amplia, según se mire- de los reglamentos. 
Reconocimiento-que confirma la Sentencia 141/1985 de 22 de octubre, que dice 
claramente que el Tribunal es competente para enjuiciar los reglamentos en los 
casos en que violen derechos o libertades. 

En tercer lugar, la inexistencia de lesión jurídica mediante el silencio adminis- 
trativo o sim le ausencia de respuesta de la Administración -en relación con un a derecho fun amental cuyo ejercicio no requiere actividad alguna por parte de la 
Administración-, determina que, planteada una reclamación, los Tribunales no 
tengan por qué hacer declaración alguna de reconocimiento de tal derecho o li- 
bertad. Aquí, en cambio, parece reconocerse la fuerza intrínseca nacida de la mis- 
ma naturaleza del derecho. 

Ateniéndose a la letra y al espíritu de la Constitución, es claro que solamente 
por Ley formal y orgánica pueden desarrollarse los derechos fundamentales y, por 
tanto, el derecho a la información. Este modo de desarrollo tiene las ventajas que 
pueder, atribuirse a toda ley. La primera es que, como dice un autor contempo- 
ráneo, la ley hace entrar en razón a quien la propia razón no lo consigue. Se está, 
con ello, recordando la definición clásica de ley como «ordenación de la razón». 
La segunda es que la Ley formal y, con mayor consecuencia, la Ley orgánica, está 
aprobada, en nuestro caso por las Cámaras, que derivan su soberanía «a través de 
una mediación más o menos larga, del propio pueblo» (Sentencia del Tribunal 
Constitucional 35/1983 de 11 de mayo). La Ley, por tanto, no sólo es necesaria, 
sino conveniente. 

Pero el que cumpla estas dos condiciones tiene una doble serie de exigencias: 
positivas unas y negativas otras, que expondremos a continuación. El Tribunal, en 
cambio, no ha tenido ocasión de pronunciarse acerca de las carencias legales, es 
decir, de la desobediencia de los poderes públicos a la Constitución cuando, de 
una manera expresa o tácita, ordena que la Ley desarrolle un derecho enunciado. 
A esta carencia, cuando afecta a la profesión informativa, nos referiremos sumaria- 
mente. 

4. Las leyes tienen límites 

El perfil de las leyes de desarrollo del derecho fundamental a la información 
puede trazarse con unas líneas positivas que dejen entrever unos rasgos negativos. 
Unos han sido extensamente tratados por nuestro Tribunal Constitucional. Otros 
apenas rozados, son casi inéditos para el Tribunal. Comenzamos por los negativos. 

El más excluyente es el de que los derechos, deberes y libertades de los ciu- 
dadanos regulados en el Título 1 no pueden estar afectados por los Decretos-Le- 
yes, conforme al párrafo 1 del artículo 86. El precepto es plenamente acertado. 
Pero es incongruente con que, en cambio, puedan ser afectados por un mero De- 
creto o por una simple Orden Ministerial. Incluso, a veces, lo han sido por una 
mera Resolución administrativa. 

El segundo de los rasgos negativos, aunque la Constitución nada diga expre- 
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sarnente, es el respeto a los Tratados internacionales, especialmente a la Declara- 
ción de Derechos Humanos de 1948 y a los Pactos y Convenciones de ella deri- 
vados, aunque sólo sean de nivel regional, como la Convención de Roma antes 
citada. Es lógico que si están por encima de la Ley e, incluso, en cierto modo de 
la Constitución, no puedan ir en su contra. De otro modo perderían su caracte- 
rística constitucional de pauta interpretativa. 

Párrafo aparte merecen las normas de la Comunidad Europea. Aun cuando su 
obediencia por todos los ciudadanos o tan sólo por el Estado, según la especie de 
normas, viene imperada por el Tratado de adhesión a los Tratados constitutivos 
de las tres comunidades y a sus modificaciones, ya las disposiciones comunitarias 
operan directamente y con prelación a las internas. El que este principio conver- 
tido en Derecho positivo sea difícil de lograr y difícil de comprobar, no significa 
que no esté vigente. En este momento, por ejemplo, está pendiente de regulación 
lo previsto en la Directiva 891552 de 3 de octubre de 1989 sobre el ejercicio de 
actividades de radiodifusión televisiva, que debe estar cumplimentada, según or- 
dena su artículo 25, a más tardar el 3 de octubre de 1991. La adaptación de la nor- 
mativa interna a la Directiva llevará consigo la modificación de las Leyes vigentes 
que afectan a la radio y la televisión. 

El tercero de los rasgos negativos, tampoco dicho por la Constitución expre- 
samente, es que se promulguen las Leyes imprescindibles y que regulen lo impres- 
cindible. En otro caso no podría ejercerse el derecho «libremente», como por dos 
veces se repite en el párrafo 1. del artículo 20. 

El cuarto rasgo, ya aludido, es que el desarrollo ha de hacerse «sólo por Ley» 
(artículo 53,1.), que ha de ser precisamente Ley Orgánica (artículo 81,l.). No siem- 
pre se ha cumplido ni el uno, ni el otro requisito, a lo que ha dado pie la poco 
afortunada posición del párrafo 4. del artículo 20. - 

El quinto rasgo, al que el Tribunal ha dedicado más atención, es el que men- 
ciona también el párrafo 1. del artículo 53, según el cual la regulación de todo de- 
recho fundamental «en todo caso deberá respetar su contenido esencial)), es de- 
cir, el contenido esencial del derecho fundamental a que cada Ley Orgánica se re- 
fiera. El Tribunal Constitucionzl ha dado unos criterios acerca de lo que ha de 
entenderse por «contenido esencial)), que son perfectamente asumibles desde una 
perspectiva jurídica y, en concreto, jurídico-informativa. 

5. El contenido esencial de un derecho fundamental 

Esos criterios son los siguientes: 1.7 Las sentencias, entre otras, de 4 de abril 
y 28 de julio de 1981, establecen que «constituyen el contenido esencial de un de- 
recho subjetivo aquellas facultades o posibilidades de actuación necesarias para 
que el derecho sea recognoscible como pertinente al tipo descrito y sin los cuales 
deja de pertenecer a ese tipo y tiene que pasar a ser comprendido en otro, des- 
naturalizándose por decirlo así». 

Este juicio de recognoscibilidad es el resuitado de establecer «una relacion en- 
tre el lenguaje que utilizan las disposiciones normativas y... el metalenguaje o ideas 
generalizadoras y convicciones generalmente admitidas por los juristas, los jueces 
y, en general, los especialistas en Deracho; estos pueden responder si lo que el le- 
gislador ha regulado se ajusta o no a lo que generalmente se entiende por un de- 
recho de tal tipo». El Tribunal tiene, como se ve, un cierto miedo a enfrentarse 
directamente con el tema de la naturaleza jurídica y da un mdeo técnico innece- 
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~ario. Pero el resultado de aceptar este criterio es aceptable, mucho más cuando 
el Tribunal pondera los conceptos de los juristas, no los de los políticos que son 
más desvaídos. 

2.9 Las mismas Sentencias resaltan el requisito de la necesariedad, es decir, 
«aquella parte del contenido del derecho que es absolutamente necesaria para que 
los intereses jurídicamente protegidos que dan vida al derecho, resulten real, con- 
creta y efectivamente protegidos. De este modo se rebasa o desconoce el conte- 
nido esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones ue lo hacen im- 
practicable, lo dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de 9 a necesaria pro- 
tección~. Si esta condición de necesariedad no se da, el derecho ((pierde su pecu- 
liaridad)) (Sentencia de 23 de mayo de 1984). 

3.") La Sentencia 6711984 de 7 de junio establece el criterio sistemático, que 
«puede extraerse de la propia Constitución, en parte, interpretada de forma sis- 
temática, dado que la misma es un todo en el que cada precepto adquiere su ple- 
no valor y sentido en relación con los demás)). En otra Sentencia, la de 14 de julio 
de 1981, generaliza más la inserción sistemática: «Los derechos fundamentales son, 
al mismo tiempo que derechos subjetivos de los individuos, elementos esenciales 
de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional en cuanto ésta se confi- 
gura como marco de una convivencia justa y pacífica, plasmada históricamente en 
el Estado social y democrático de Derecho». Aparte de que, como hemos dicho, 
no toda información repercute, al menos directamente, en la opinión pública, aquí 
se muestra con clarividencia que todos los derechos, y no sólo el derecho a la in- 
formación, contribuyen a constituir el Estado de Derecho sin el cual no se conci- 
be el Estado democrático. 

6. Los rasgos de toda Ley sobre la información 

El Tribunal no ha desarrollado los factores positivos que deben vertebrar la 
ley informativa. Son reducibles, a nuestro entender, a uno solo. 

La legislación positiva que regule el derecho a la información, además de ase- 
gurar el derecho, ha de ser promocional o tonificante. No s6b ha de evitar barre- 
ras, no sólo ha de allanar caminos, sino que ha de ser un motor que promueva la 
información. Y esto no por la causa exclusiva de que amtribuye a la formación 
de la opinión pública, sino porque contribuye a la cohesiún de la comunidad. Si 
bien no hay comunicación posible sin comunidad, no hay comunidad posible sin 
comunicación. Los clásicos, entre ellos Francisco de Vitoria, consideraban uno y 
el mismo el derecho a la comunidad y a la comunicación. 

Conviene destacar, sin embargo, das ideas deducidas de esta finalidad comu- 
nitaria de Derecho e información. La primera es h moda de la despenalización y 
de la desregulación. Siempre que se despenalice lo que nunca debió ser penaliza- 
do y que se desregule lo que nunca debió ser encorsetado, esta tendencia es correc- 
ta. La despenalización de otro signo -como simple moda- nos expone a pro- 
pugnar -como ha dicho un autor contemporáneo- una progresiva supresión de 
delitos, no en el sentido de que dejemos de cometerlos, sino de que los cometa- 
mos impunemente. Desregular la información, cuando la regla sea tonificante, su- 
pone dejar la comunicación social desvertebrada. Lo que, si bien tiene una apa- 
riencia de favorecer la libertad del ciudadano, viene a favorecer, en resumidas 
cuentas, al poder público. 

No hay que olvidar que, según las últimas tendencias en el estudio de las fuen- 
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tes del Derecho, la norma es sustancialmente un mensaje. Y el mensaje no debe 
ser, como hemos visto que viene a decir alguna Sentencia, un lenguaje críptico 
para iniciados, más propio del Antiguo Régimen o de la Ilustración. Todo men- 
saje, y señaladamente el mensaje de las normas, ha de tener un contenido y una 
expresión comprensibles para todas y cada una de las personas de la comunidad. 
En nuestro caso, principalmente, para los informadores que contribuyen, como 
ningún otro estamento, a la realización efectiva del derecho a la información y, 
con él, a la de todos los derechos fundamentales. 

7. Principales temas que exigen una regulación 

Pero las previsiones constitucionales no sólo pretenden garantizar el más ple- 
no cumplimiento del derecho y su estímulo tonificante. Para eso ha de haber le- 
yes. Y la Constitución, expresa o tácitamente, ha imperado el que el Poder legis- 
lativo las dicte y el Ejecutivo las proponga. No siempre ha sido obedecido su man- 
dato. Sin la pretensión de hacer una enumeración exhaustiva, vamos a pasar re- 
vista a las principales disposiciones que se deberían promulgar. 

7.1. Cláusula de conciencia 

El artículo 20,l,,d) ordena ue la ky regule el derecho a la cláusula de wn- 
ciencia «en el ejercicio de estas ibertades)). Tal ejercicio no puede ser sino el ejer- 9 
cicio profesional activo, no puede referise al ejercicio del derecho a la informa- 
ción por el sujeto universaI. La cláusu!a de conciencia, en su preciso sentido téc- 
nico, es una cláusula legal implícita en todo contrato de trabajo redaccional, con- 
forme a la cual cuando la empresa periodística cambia la orientación ideológica 
del medio, el informador tiene derecho a abandonar !a empresa y a una indem- 
nización igual a la que recibiría de haber sido despedido inwamente. No vamos 
aquí a exponer toda la teoría de la cláusula de conciencia, pero sí parece oportu- 
no señalar que un mal entendimiento de lo que la cláusula de conciencia es, se 
ha plasmado en las propuestas de ley que han llevado a cabo los grupos parla- 
mentarios de partidos políticos de la oposición. Y también en una reclamación re- 
ciente de dos periodistas frente a su empresa. La cláusula de conciencia debe re- 
gularse conforme al ejemplo decantado por casi cincuenta años de vigencia y apli- 
cación en el Derecho comparado. 

7.2. Secreto profesional 

La misma norma citada en el párrafo anterior ordena que una ley regule el se- 
creto profesional, también en el ejercicio de estas libertades. Hay que decir lo mis- 
mo. El secreto profesional afecta, como deber y en consecuencia como derecho, 
tan sólo a los profesionales que han recibido y difundido una información. No afec- 
ta ni siquiera al Director y a la empresa, frente a la que cabe el secreto profesio- 
nal informativo, conforme a la definición dada por el Consejo de Europa. Tam- 
poco afecta por el mero hecho de ser profesional de la información, hace falta ser 
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el autor de la noticia, -eso sí- con la garantía de ser profesional de la informa- 
ción. 

La Constitución trata de dos secretos profesionales: uno general en el artículo 
24 y otro especial, que es el informativo. El secreto profesional general se refiere 
a hechos y puede obligar al informador como profesional que es: piénsese, por 
ejemplo, en las informaciones «off the record)). El que aquí nos interesa no es un 
secreto referido a los hechos, que axiomáticamente ya están publicados, sino a las 
fuentes de la noticia, y se funda en el principio empírico de que fuente revelada 
es fuente cegada, lo que perjudica a la información misma. El problema del se- 
creto profesional informativo es que, en los países en que no está regulado, se pro- 
duce un conflicto entre la conciencia del informador, que le obliga a callar, y la 
ley procesal y penal que le obligan a declarar ante el juez cuando es llamado como 
perito o como testigo, considerando delito punible el no declarar. La ley de secre- 
to profesional, aún contando con la benevolencia de algunos jueces, que lo han 
admitido incluso cuando no existía declaración constitucional, debería haberse 
producido con urgencia después de promulgada la Constitución, como garantía 
de seguridad jurídica para los profesionales. La urgencia es mayor cuanto más 
tiempo pasa. 

7.3. El acceso a los archivos y registros administrativos 

Hay una norma en la Constitución a la que no se ha concedido la importancia 
que tiene para hacer eficaz la facultad de investigación, quizá por su desplaza- 
miento del lugar donde debería haberse incluido, que es artículo 20. Se trata de 
la contenida en el artículo 105, b), que ordena que la ley regule el acceso de los 
ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en determinadas cir- 
cunstancias. 

Visto desde la perspectiva de la Administración, se trata de lo que se conoce 
como transparencia administrativa, regulada en la mayor parte de los países de- 
mocráticos y normada y recomendada por los Organismos supranacionales: ONU, 
UNESCO, Consejo de Europa y Comunidad Europea. El tema tiene importancia 
general, pero lo tiene específicamente para la profesión informativa por la impor- 
tancia, como fuente, que tienen los archivos y registros de la Administración. La 
disposición cobra el mayor interés si se conecta con el deber asignado a los po- 
deres públicos, en el artículo 46, de conservar y promover el patrimonio histórico 
y cultural, en el que se encuentran -entre otras instituciones- los archivos y re- 
gistros públicos, que tantos despojos han sufrido. Hubo un intento de regulación 
del acceso en el Proyecto de Ley de Protección del Patrimonio artístico, que afor- 
tunadamente fue suprimido en la discusión parlamentaria porque suponía dejar 
las cosas como están. 

7.4. Convertir todas las leyes de la información en leyes orgánicas 

La mayor parte de las Leyes que han regulado el derecho a la información no 
son orgánicas, a pesar de lo que ordena el artículo 81. Su conversión en Leyes Or- 
gánicas garantizaría y protegería el derecho a la información; y serviría para de- 
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purar su contenido, con arreglo a la naturaleza de1 derecho, a los Tratados inter- 
nacionales suscritos por Espaiía y publicados aquí, y a las disposiciones de la Co- 

, munidad Europea. De esta forma existiría congruencia en mestm Ordenamiento 
jurídico. Por recordar tópicos ya citados, es necesario acabar con el régimen de 
concesiones de las ondas radioeléctricas y con el kgimen de servicio p ú b l h  esen- 
cial de la radiotelevisión, que debe ser puesta en cmmcuencia con la Directiva 
891552 de 3 de octubre sobre «la coordinación de &enninadas disposiciones le- 
gales, reglamentarias y administrativas de los Estadas miembros relativas al ejer- 
cicio de actividades de radiodifusión televisivan. 

7.5. Libertad de creación de empresas y mdm injhwfim 

La Constitución no habla más que de los medios & cxmiunhción social do. 
pendientes del Estado o de cualquier ente públb.  Es evidente que el Libre ejer- 
cicio del derecho a la información requiere la libertad de creación de empresas 
informativas y la libertad de creación de medios de comunicación social. Así lo 
han reconocido las Sentencias del Tribunal Constitucional 611981 de 16 de marzo, 
1211982 de 31 de marzo y 741982 de 7 de diciembre. Esas mismas Sentencias, sin 
embargo, reconocen la necesidad de w Lty Orgánica que regule un determina- 
do medio, la televisih. Se d & c e  & ellas que swla nccearia urw Lry Orgánica 
estableciendo, sin trabas & ni+ género, la libertad de cEeacibn y régimen de 
medios y empresas. La truigpmncio de bs anprcsar infonnatiras se ha de rsfcrir 
al sujeto universai, que tiene dkrecho 3 Cabw quién k infamia, pus nwu esta- 
blecerse como control administrativo. 

7.6. Aclarar qué normas esi6n vigeutes 

La Disposición deroptoria 3 de la Coratitución mntiem una dirrziJil 
conforme a la.cual se deroga oidquk dispoucián que se qxmga a b o E d  
en ella. La disposición es lógica, aunque inmasaria h su rarigo y por m f&a 
esta derogación tácita ha de piudacirsc a i l t o m á ~ ~ .  Así b ha declarada el 
Tribunal Constitucional en su Sentencia 7711982 & 20 ck diumbre: u h  limita- 
ciones establecidas en el ejercicio de un derecho por dispcisicioms kgdes.o re- 
glamentarias anteriores a la constitución y contrarias a la misma han uedado de 9 rogadas de acuerdo con su Disposición derogatoria tercera, y toda el o sin m e -  
sidad de que el legislador, la Administración o los Tribunales, @n bs ckm, ha- 
gan una declaración en tal sentido)). Pero la Administraci6n, 18s Trilnmah y los 
mismos ciudadanos han de llevar a cabo una función interpretativa que pitdc m 
ser de idénticos resultados. El único que puede hacer una intapretacih autédi- 
ca y, por tanto, válida en términos generales, es el Poder legislrrth. Por eso la 
misma Sentencia añade: «Desde el punto de vista de la seguridad jurídica y para 
alejar cualquier eventual aplicación de las normas derogadas por la Constitución 
lo mejor es que exista una declaración expresa por el órgano competente en tal 
sentido». Debería efectuarse un repaso de toda la legislación informativa anterior 
a la Constitución, para dejar claro lo que está vigente y lo que no lo está, incluso 
para limpiarla de flecos que, no estando derogados expresa, ni tácitamente, han 
perdido sentido y no por eso han dejado de ser un peligro potencial, especialmen- 
te para profesionales y empresas. 
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7.7. Ordenar la profesión 

Un supuesto específico requiere nuestra atención. Está constituido por los pre- 
ceptos de la Ley de Prensa de 1966 que afectan a la profesión periodística (artícu- 
los 33 a 42), y por el Estatuto de la Profesión Periodística aprobado por el Decreto 
74411967 de 13 de abril que, según el texto del artículo 33 de la Ley de 1966, tiene 
carácter de Ley delegada. La profesión periodística y todas las profesiones infor- 
mativas merecen una regulación precisa, dada su trascendencia social, la variedad 
de dedicaciones de que es susceptible y el número y formación de la mayor parte 
de sus miembros. Si el Tribunal Constitucional ha ponderado la importancia de la 
información, mucha mayor importancia tienen los agentes y creadores de la infor- 
mación, que son los informadores. El sofisma de que la profesión no tiene sentido 
porque el derecho a la información corresponde a todos, se deshace al pensar lo 
que ocurre en otras profesiones. El derecho a la salud corresponde a todos, pero 
la sociedad forma a unos profesionales, Llamados médicos, que son los que hacen 
posible que el derecho sea plenamente eficaz. Recordemos lo que ya hemos dicho 
acerca de la delegación tácita del sujeto universal en el profesional, delegación o 
mandato que hoy está aceptada por todos, puesto que el ser en el Derecho se hace 
sobre la pauta del ser en el mundo. Hay otras razones. La implantación total de las 
libertades en la Comunidad Europea el 1 de enero de 1993, puede dejar inermes 
a los profesionales españoles frente a los de los demás países miembros. La regu- 
lación de la libertad de ejercicio de las profesiones se está haciendo atendiendo a 
dos criterios: la formación, que se pretende que sea uniforme, pero que sea; y el 
régimen jurídico de la profesión, que determina quién es profesional en cada país. 
Ya hemos visto que esta determinación está exigida también como premisa nece- 
saria para establecer y regular determinadas instituciones, como el secreto profe- 
sional. Debe estarlo también para el desempeño de determinadas actividades infor- 
mativas, redaccionales o no, con lo que, si son redaccionales, es también el primer 
paso para el establecimiento de la cláusula de conciencia. 

Es necesario, también, dar una nueva redacción a las disposiciones que regu- 
lan el contrato de trabajo informativo, contrato especialísimo, aunque no lo haya 
considerado así el Estatuto de los Trabajadores. Además de lo ya dicho en rela- 
ción con el medio, hay que tener en cuenta que la empresa informativa es lo que 
se ha llamado una «empresa intensiva en personalidad», ya que son las personas 
profesionales las que constituyen su más importante «capital», pues el «producto» 
que difunden es el fruto de prestaciones de personas debidamente capacitadas 
para producirlo. Para contratar el trabajo informativo, hay que rtir de un len- 
guaje homogéneo que solamente pueden generar unas normas su p cientes para ga- 
rantizar una información recta, independientemente de las estipulaciones que aña- 
den las partes. 

Si esto es lo que debe ocurrir en el nivel individual, hay que decir otro tanto 
en el nivel colectivo. Los profesionales necesitan agruparse para defender y, sobre 
todo, promover la profesión como tal. Las Asociaciones de la Prensa nacieron con 
una finalidad asistencia1 y para constituir tales órganos profesionales. La primera 
finalidad la han realizado ejemplarmente en la mayoría de los casos y frente a los 
intentos de absorción -verdadera expropiación- que han tenido que resistir. 
Pero la agrupación profesional no se ha conseguido por razones históricas que no 
es necesario recordar. Sería conveniente volver a los orígenes y diseñar un modo 
de agrupación que potencie la energía individual. Es cierto que existen otras ins- 
tituciones llamadas sindicatos. Pero éstas, aparte de la vinculación política que en- 
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tre nosotros han adquirido, tienen su finalidad circunscrita a la defensa del pro- 
fesional en cuanto trabajador. La solución, en el ordenamiento jurídico español 
está en la institución del Colegio profesional. Profesiones con inferior nivel for- 
mativo y con escasa repercusión social lo han conseguido. No existe razón para 
que los profesionales de la información no se organicen cokgialmente. El Colegio 
es el que puede garantizar el buen desempeño de la formidable arma que es la 
información; el que puede realizar un Código ético, que no debe ser impuesto por 
los poderes públicos; y el que puede contribuir a establecer un Organo de auto- 
control de la información que no sea un modo de beterocontrol disfrazado. Se ha 
dicho recientemente que, así como se ha puesto en los últimos años un gran es- 
fuerzo por defender los derechos individuales, no ha ido respaldado por la defen- 
sa de los derechos de las instituciones. Con lo ue el individuo queda aislado fren- B te al poder, público o no, sin darse cuenta, a emás, de que las instituciones son 
permanentes y capaces de arrastrar una tradición de la que se benefician las per- 
sonas individuales. Cuando la institución no existe, su primer derecho, si es de in- 
terés objetivo para las personas que van a integrar su colectivo, es el de existir, 
sin el cual no pueden desempeñar los demás. Da lo mismo que la competencia 
para la creación del Colegio sea estatal o de una Comunidad autonómica. Este 
segundo tipo de competencia es el que ha logrado dar el primer paso en la mar- 
cha hacia la colegiación. 

Naturalmente, tanto la regulación de la profesión desde el punto de vista in- 
dividual como colectivo, no puede venir tan sólo por iniciativa del legislador que, 
en muchos casos, se abstiene o, al menos, es lenta. Si miramos la historia de las 
instituciones informativas, veremos en su origen la gran potencia generadora que 
ha tenido la profesión periodística. Esta fuerza hay que ponerla en acto. 

7.8. Reformar o derogar algunas normas 

Finalmente, es necesario referirse a la reforma o derogación, en su caso, de la 
legislación informativa vigente y posterior a la promulgación constitucional. Cita- 
remos solamente tres casos paradigmáticos. 

a) El Código penal. Es jurídicamente triste que el Tribunal Constitucional 
tenga que buscar fórmulas, más o menos aceptables, a las ue nos hemos referi- 
do, para conceder el amparo protector frente a determina 9 as Sentencias de ins- 
tancia en las que la aplicación de la norma penal ha sido correcta, como reconoce 
el mismo Tribunal Constitucional que, sin embargo, la deja  si^ efecto. O el pre- 
cepto aplicado del Código rige o está derogado tácitamente por la Constitución. 
No pueden admitirse situaciones ambiguas. Si la norma está derogada tácitamen- 
te se exige su reforma o su declaración de inefectividad. 

b) La Ley 2911984 de 2 de agosto, de ayuda a Empresas periodisticas y Agen- 
cias informativas. El Poder ejecutivo afirma que tal Ley estí en desacuerdo con 
las medidas de la Comunidad Europea. En parte tiene razón. Pero esto no signi- 
fica que haya que dejarla como está y menos aún que no deban existir medidas 
de fomento -establecidas incluso por la propia Comunidad- como la protección 
del papel prensa. En cambio, debe derogarse expresamente, como contrario a la 
propia Ley, el Real Decreto 208911984 de 14 de noviembre, que la desarrolla; debe 
extenderse la protección a todos los medios, con arreglo a las características de 
cada uno; y debe regularse la pubíicidad institncional, como medio de fomento 
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que es, para que se difunda equitativamente, sin discriminaciones y sin preterir a 
los medios de escasa difusión numérica o geográfica. 

c) Por último, hay que atender al clamor de la derogación de la Ley Orgá- 
nica 111982 de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen. Ya se han dado razones y se seguirán 
dando en los capítulos siguientes para que no sea necesario insistir sobre ello aho- 
ra. 

8. Vacíos, lagunas, vanos y agujeros 

Aun suponiendo de una manera utópica que toda la labor legislativa propug- 
nada, la que quede por propugnar y la que, durante el tiempo que esta reforma 
durase, se fuera planteando, el Ordenamiento presentaría siempre lagunas. Unas 
veces porque el mismo legislador las busca de propósito, como el arquitecto dise- 
ña los vanos de las ventanas; otras, por inadvertencia del mismo legislador que 
deja, sin querer, vacíos al hacer la regulación; otras, finalmente, que se presentan 
como agujeros o fallas tectónicas producidos por el desfase entre la realidad cam- 
biante y la legislación estancada. 

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que es correcto hablar, en todos estos 
casos, de lagunas legales, pero no de lagunas jurídicas. Hemos insistido, como lo 
ha hecho el Tribunal Constitucional, en esa cualidad del Ordenamiento que se co- 
noce como congruencia. Correlativa con ésta, existe una segunda propiedad a la 
que se llama complitud. El Ordenamiento es completo. Cuando existe una laguna 
legal o, como hemos visto, una contradicción entre leyes o en el seno de la misma 
ley, el Ordenamiento genera unos dispositivos a los que se conoce como princi- 
pios generales del Derecho, que son principios de justicia, capaces de salvar el va- 
cío que las disposiciones dejan. 

Como principios de justicia, son principios de sentido común. Como princi- 
pios técnico jurídicos, los va decantando la Ciencia y los consolida la Jurispruden- 
cia. Como principios de justicia informativa, nadie mejor que los profesionales de 
la información para detectarlos y depurarlos. Más tarde pasarán a la legislación. 
Con lo que constituyen, en forma de razonamientos, usos, costumbres o prácticas, 
el gran depósito de donde obtener ideas, la fuerza social con eficacia normativa 
creadora. Entre lapraris profesional y su eventual transformación en ley, esos prin- 
cipios de justicia informativa pueden pasar por una etapa interesante, que es la 
del acuerdo en el seno del Colegio profesional, fuente importante del Derecho de 
la Información. El artículo 36 de la Constitución consagra no sólo la existencia, 
sino también la estructura y funcionamiento democráticos de los Colegios profesio- 
nales. 

VI. El derecho al honor 

1. Un solo nombre para significados diversos 

El artículo 20,4. de la Constitución, después de senalar como «límite» los de- 
rechos reconocidos en el Título 1, subraya: «especialmente», el derecho al honor, 
a la intimidad, a la propia imagen y a la proteqión de la juventud y de la infancia. 
A los tres primeros derechos, garantizados ya independientemente en el artículo 
18,1., ha tenido oasión de referirse el Tribunal Constitucional, aunque de manera 
cuantitativamente desigual. El que más atención ha precisado desde nuestro pun- 
to de vista, quizá porque es el que debe estar más coordinado con el derecho a 
la información, se llama genéricamente derecho al honor. La dificultad de su en- 
tendimiento ha producido en el Tribunal ciertas tentaciones de eludir su plantea- 
miento: «La eventual lesión del derecho al honor que los particulares puedan co- 
meter es tema respecto del cual este Tribunal no tiene que pronunciarse)) (Auto 
50211986 de 11 de junio). 

La mayor solicitud al derecho al honor, por parte del Tribunal, no ha estado 
acompañada de una clarificación de los textos constitucionales. Las causas de tal 
deficiencia son diversas. Una de ellas, el desconcierto entre el espíritu que el Tri- 
bunal asigna a la Constitución, y las leyes vigentes relativas al honor: el Código 
penal y la Ley 111982. 

Otra causa es la falsa noción de «límite» u oposición entre dos derechos fun- 
damentales, a la que ya nos hemos referido. El mismo Tribunal ha puesto be re- 
lieve la dificultad que plantea esta oposición en la Sentencia 51/1%9 de 22 de fe- 
brero: «Si existe algo que no resulta evidente es, precisamente, la determinación 
de los límites entre libertad de expresión y derecho al honor.» Se puede decir que 
la no evidencia procede de una razón evidente: el honor no es un límite, sino un 
recíproco vitalizador de la información. 

Pero, quizá, la causa más determinante de las oscilaciones del Tribunal Cons- 
titucional consiste en que la Constitución emplea un solo sustantivo -tanto en el 
artículo 18, como en el artículo 20-, el sustantivo «honor». El término honor de- 
signa, sin embargo, uno de los conceptos extrajurídicos más difíciles, a los que se 
remiten las leyes al acotar la realidad social para proteger a la persona. La tradi- 
ción romana nos ha transmitido el postulado de que la ley no debe definir. Así es; 
y así lo hace nuestro texto constitucional. Pero los conceptos, d e p u d m  por la doc- 
trina y la Jurisprudencia, constituyen el puente entre la noción legal y la realided 
polivalente. - 

Antes de entrar en el examen de las Sentencias aplicativas de la Constitución, 
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hay que detenerse en señalar algunas de las acepciones del sustantivo honor, que 
tienen una relación mayor con la información. 

2. El honor no tiene buena fama 

Hay dos singiocados iniciales del concepto de honor. El primero es indivisible; 
el segundo, se diversifica en varios otros, algunos de los cuales se solapan entre sí. 

2.1. Significado esencial 

El primer significado, que se ha llamado significado ontológico del honor, cla- 
va sus raíces directamente en la dignidad de la persona humana a la cual sola- 
mente puede referirse. La dignidad natural del hombre, por el hecho de ser hom- 
bre o sustancia individual específicamente racional, requiere un respeto por parte 
de todos, al que llamamos honor. El requerimiento sustantio del honor lo consti- 
tuye en derecho. Derecho que es radicalmente igual para todos los hombres, des- 
de el más heroico al más abyecto de los mortales. Renunciar a él sería tanto como 
renunciar a su propio ser natural. Atacarle supone ir contra la naturaleza misma. 

En este sentido, ha quedado dicho que el honor está más cerca que la infor- 
mación del núcleo de la personalidad; y que el derecho al honor prevalece frente 
al derecho a la información. Este es el alcance del «respeto a la dignidad huma- 
na» del Artículo 12, a de la Directiva sobre la televisión europea. A partir de esta 
idea, es correcta la a i irmación del Tribunal Supremo de que el derecho del artí- 
culo 20 no debe prevalecer contra el derecho al honor (Sentencia de la Sala Pri- 
mera de 23 de marzo de 1987); y no carece de razón la docrina inicial del Tribu- 
nal Constitucional en igual sentido, mantenida en la Sentencia 12011983 de 15 de 
diciembre y en los Autos 413 y 41411983, ambos de 22 de septiembre y el 48011986 
de 4 de junio. También tiene razón la Sentencia 10411986 de 17 de julio, al afir- 
mar que el derecho al honor no es un límite, sino un derecho humano en sí mis- 
mo; aunque luego la Sentencia no sea consecuente con tal afirmación. Tampoco 
se equivoca de plano el Tribunal Constitucional cuando ha adoptado direcciones 
distintas, en cuanto se refieren a otros significados del honor. Pero a esta acep- 
ción natural, absoluta, ontológica y esencial debe el honor su poder de expansión 
y el que sea igual para todos los hombres, sin distinción, ni discriminación. Desde 
esta perspectiva no tiene sentido hablar de una «democratización» actual del ho- 
nor. 

2.2. Significado existencial 

Un segundo significado, que podemos llamar existencia], operativo o moral, es 
el que surge, en varias direcciones, de los actos de cada hombre, especialmente 
de los actos repetidos hasta constituir un hábito o, en su acepción más natural, 
una virtud. La característica de esta segunda acepción es la radical desigualdad. 
Cada hombre, por estar dotado de plena libertad, es único, dueño de sus actos, 
responsable por ellos y merecedor de sus efectos personales o sociales. En esta 
acepción, no es el mismo el honor que corresponde al héroe, que el que corres- 
ponde al hombre corriente, que el que corresponde a un criminal. La absolutivi- 
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dad del sentido ontológico desaparece en este nivel operativo, que se hace flexi- 
ble y más o menos susceptible de compresión cuando ha de coordinarse con el de- 
recho a la información. Se plantea así una variedad de casa,  que proceden de 
otras tantas precisiones conceptuales que es necesario desarrollar. 

Por supuesto, el honor no es un valor directamente económico, pero es nece- 
sario -para comprender todo su alcance- valerse de una terminología que se 
aplica tradicionalmente en el Derecho trimonial. De los dos significados bási- G cos del honor, conjuntamente considera , nace un concepto interesante ue con- 

!¡ sidera al honor como un crédito. Si el hombre es digno por naturaleza y epende 
de sus actos para hacerse digno operativamente, hasta tanto no haya exterioriza- 
do estos actos, merece un crédito de confianza. Hay, por tanto, un derecho al ho- 
nor que es el derecho a la confianza que todo hombre merece en tanto no la de- 
fraude. De otro modo, la vida en sociedad se haría imposible. El Código civil lo 
dice con otras palabras: «la buena fe se presume siempre» (artículo 434). La Cons- 
titución, como ya hemos visto, establece la presunción de inocencia en su Artículo 
24,2., que no vincula tan sólo a los Tribunales. 

El hombre puede defraudar la confianza que se le ha atribuido, como crédito; 
o puede mantenerse fiel a su dignidad natural. Si la defrauda por actos y por há- 
bitos incorrectos, cae en descrédito -que es un modo de deshonor-, juzgable 
como demérito por su misma conciencia, y por el sentido crítico de los demás hom- 
bres. «El daño que el honor pueda sufrir ... se origina en la propia conducta, y ni 
la Constitución, ni la ley pueden garantizar al individuo contra el deshonor que 
nazca de sus propios actos» (Sentencia 5011983 de 14 de junio). Si se mantiene 
fiel a su dignidad natural, decimos que es un hombre honrado y, en casos nota- 
bles, le atribuimos méritos y lo que llamamos honores. Estos honores se traducen 
a veces en atribuciones económicas, como los premios en metálico o en especie; 
determinadas pensiones extraordinarias; o los estipendios que, en las profesiones 
liberales -no mercenarias-, reciben, por tradición, el nombre de honorarios. 

El hombre puede cambiar su actitud de defraudar el crédito de confianza. El 
cambio es el arrepentimiento, que el Derecho toma en cuenta a través de fórmu- 
las como la rehabilitación, la reinserción, etcétera. En tal caso el crédito de con- 
fianza se renueva. También puede convertirse de honrado en lo contrario. Lo que 
resulta más grave que el deshonor inicial, porque la confianza en él ya no era un 
mero crédito, algo comprobable, sino algo probado. 

El hombre bueno, recto, responsable, ha convertido, en efecto, el crédito de 
confianza en patrimonio moral. Los clásicos sostenían que el honor es algo más 
«nuestro» que los bienes materiales. 

Hábito tiene la misma raíz que haber: la virtud aumenta el haber en el balan- 
ce patrimonial, no económico, de la persona. En tanto en cuanto este valor del 
activo no se disminuya, hay también un derecho al honor que sigue a1 buen hábito 
como su sombra. Se ha dicho por algún autor que este sentido del honor equivale 
a poder. Más bien hay que decir que equivale a autoridad: es la autoridad moral 
que las leyes reconocen al wbuen padre de familias, al ubuen labrador», al «buen 
comerciante», al «hombre bueno,, y que íos deontólogos han atribuido al «buen 
informador». Como ocurre cvn el patrimonio material, el patrimonio moral es s u s  
ceptible de perjuicios causados por terceros: es el daílo moral. El problema del 
daño moral es que, a diferencia del material, resulta prácticamente irresarcible. 
Pero lo que interesa destacar en este momento es que el daiio moral puede pro- 
ducirse en pe juicio del patrimonio moral. Y que, entre d ros  factores, puede ori- 
ginarlo la información. 
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2.3. Autoestima 

La irresarcibilidad del patrimonio moral estriba en la imposibilidad de su ta- 
sación. Esto quiere decir que, sin perjuicio de su objetivación moralmente real, 
puede ser objeto de una doble estimación subjetiva. 

Primera, por el aprecio que cada uno tiene de su propio honor en el activo de 
su patrimonio moral.'Este es el aspecto que el Tribunal Supremo ha llamado «in- 
manencia o mismidad» del honor (Sentencia dela  Sala Primera de 23 de marzo 
de 1987). El hombre tiene conciencia y, si está bien formada, sabe de qué bienes 
morales dispone, lo que genera su propia estimación o desestimación. Es a lo que 
se refiere, sin duda, el Preámbulo de la Ley Orgánica 111982 de 5 de mayo, cuan- 
do se refiere «al propio concepto que cada persona según sus actos propios man- 
tenga al respecto y determine sus pautas de comportamiento». Se ha considerado 
de modo distinto esta capacidad de propia valoración, que tiene el hombre. Hay 
que desechar la confusión, de parte de la doctrina y también del Tribunal Cons- 
titucional, que equiparan esta capacidad con la intimidad, aunque la apreciación 
pueda ser íntima. En los casos extremos se ha dicho que esta autovaloración es la 
humildad que produce la verdad; o que es la soberbia del que se toma a sí mismo 
como espécimen de perfección. Desde el punto de vista jurídico, éste es el pivote 
motivacional en que se apoyan las reclamaciones para restablecer el derecho al ho- 
nor como resultado de la actuación humana. El hombre está legitimado siempre 
para defender su dignidad personal y, también, para defender su honor cuando lo 
cree lesionado conforme a su propia valoración. 

2.4. Estima «en» la sociedad y «por» la sociedad 

Pero hay también otra estimación posible, que es la que lleva a cabo la sacie- 
dad, y a la que el Tribunal Supremo, en la Sentencia últimamente citada, llama 
estimación de ((trascendencia o exterioridad». También esta estima social adquie- 
re dos niveles: la estima que se hace «en» la sociedad, o la estima que se hace 
«por» la sociedad. La primera es de gran interés porque significa una gran capa- 
cidad de comunicación, o, como se ha dicho, capacidad de atraer, de impulsar; de 
hacer partícipes a otros de la luz que 'irradia el honor. 

Esta capacidad de comunicación, de hacer comunidad, es, desde el punto de 
vista social, equivalente en buena arte a la idea de servicio. El honor resulta así 
uno de los puentes de unión m i s  Rertes entre la persona y la sociedad y uno de 
los instrumentos más eficaces en la constitución de la sociedad. Por tanto, el ho- 
nor, en esta acepción, es cooperador con la información en la creación, conserva- 
ción y consolidación de la cornunidd social. En cambio, el Tribunal Constitucio- 
nal considera que en los actos contra el honor, penalmente sancionables, pero rea- 
lizados en ejercicio de las libertades de ex resión e información, «se produce un 
conflicto entre derechos fundamental es^ bentencia 10711988 de 8 de junio). El 
conflicto es imposible desde el punto de vista del ordenamiento jurídico; pero lo 
es también desde la perspectiva del ordenamiento informativo. No se puede con- 
cebir una informacion recta que pueda ir contra el honor, ni que el honor, en su 
doble acepción esencial y existencia] pueda constituir un límite a la información. 

La estima puede hacerse también «por» la sociedad, es decir, por cada uno de 
sus componentes. Hay una posible ((valoración de conductas personales» (Senten- 
cia 16511987 de 27 de octubre). Especialmente de aquellos que tienen el deber de 
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informar. Esta estima o valoración, aun siendo individual en su origen, está en- 
marcada en unos criterios históricos, que pueden variar en el tiempo y en el es- 
pacio, puesto que son contingentes. No es el mismo el concepto del honor de la 
sociedad actual y el que refleja el teatro de nuestro Si lo & Oro. Sin que haya 
faltado la apelación a la cultura y sentimiento del ueb o español, «en cuyo siste- 
ma axiológico destaca, en lugar muy e l d o ,  el & recho al h m r m  (Voto Parti- 
cular a la Sentencia 12111989 de 3 de julio). A esta diferente *alaración se refiere 
el citado Preámbulo de la Ley 111982 cuando halila de das ideas que prevalezcan 
en cada momento en la sociedad». 

2.5. Honra y fama 

Finalmente, la estima social, o estima «por» la sociedad puede adopar o a  ror- 
mas. Una de ellas, más concreta y precisa, es la adecuada valorxión social de los 
méritos de una persona. A esta forma la llamamos «honra» y, merced a su ade- 
cuación, solamente puede ser una. Y a ella, en consecuencia, tiene derecho todo 
hombre. Se habla así de derecho a la .honra. Protegido este derecho se protege a 
la vez el patrimonio moral y la dignidad de la persona. 

La segunda forma que adopta la estimación social es la opinión, unánime o 
diferente, que las gentes se forman de una persona. Son los que ha llamado el Tri- 
bunal Supremo en un caso de demérito, «juicios de reprobabilidad)), como algo 
diferente a los ataques a la dignidad o a la honra ajenas (Por ejemplo, en la Sen- 
tencia de la Sala Primera de 19 de enero de 1988). Como opinión, es variable se- 
gún el sujeto que opina. A esta forma se le conoce por la doctrina como «fama* 
o «reputación». Como toda opinión, la fama puede ser fundada o infundada, bw: 
na o mala, extendida o limitada, estabilizada o cambiante, etcétera. Estamos, ya 
en el tramo final, en el extremo opuesto al honor como equivalente a la dignidad 
sustancial de la persona. Aquí el derecho a opinar es universal y el derecho a co- 
municar la opinión -parte del derecho a la información- prevalece sobre el de- 
recho a la fama, no sobre el derecho a la honra, que tiene una referencia úbjetiva 
con la cual se ha de ajustar. Puede sospecharse, con fundamento, que en esta ten- 
sión entre los diversos conceptos de honor -sobre todo entre el alejado e inmóvil 
significado ontológico y el movible de la fama- está la dificultad que ha encon- 
trado el Tribunal Constitucional para coordinar dos derechos que, por defecto le- 
gal, aparecen como enfrentados. De aquí también que se considere que la que Iia- 
ma libertad de expresión, en la que se incluye el derecho a opinar, haya de ser 
más flexible menos rigurosa que la de información que ha de estar adecuada a 
la realidad. & Sentencia 2011990 de 15 de febrero resume las anteriores en tor- 
no a este tema.) 

3. Para construir la comunidad es tan importante el honor como la información 

Es, una vez más, otra de las consecuencias del desdichado criierio de loa ulí- 
mites» al derecho a la infomción. En este caso muadadm por la idea de «in- 
tromisión~ que, extrapobda desde el derecho a la intimidad, preside la Ley 111982. 
La intimidad puede sufrir intrcunisioties El h a ,  violaciones. La intimidad se 
destruye porque se entra en ella. El honor se destruye desde fuera. Por eso, la di- 
fusión informativa de la intimided es solamente la scgunda fase de la desaparición 
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de la intimidad, que ya ha sido aniquilada por la intromisión. El honor se destru- 
ye o deteriora por la agresión exterior con hechos o con palabras que le acome- 
ten. Por eso los documentos internacionales distinguen las «injerencias» en la in- 
timidad y los «ataques» al honor, como puede verse en el artículo 12 de la Decla- 
ración de Derechos Humanos de 1948 y en el artículo 17 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 1966. Las ambigüedades legales no es extraño 
que produzcan vacilaciones en el juzgador, requerido por dos partes opuestas que 
plantean, con razones fundadas, la prevalencia de sus pretendidos derechos. 

Si la comunicación es la que hace la comunidad, el honor también. Si la opi- 
nión pública -como dice el Constitucional- es importante para constituir y con- 
servar la comunidad, también lo es la justicia, que está considerada como uno de 
los valores superiores del Ordenamiento jurídico, según el párrafo 1. del artículo 
1 de la Constitución. Y actuar contra el honor es actuar contra la comunidad; tan- 
to como lo es limitar la información. En uno y otro caso se corta la comunicación. 
En uno y otro caso se comete injusticia. 

Sócrates había sostenido que la injusticia daña más al que la comete que al 
que la sufre. Uno y otro forman parte de la sociedad. Cicerón decía -lo hemos 
recordado páginas atrás- que es injusticia hacer daño a otro y es inmoderación 
molestar al prójimo. A diferencia de la justicia, la moderación queda exclusiva- 
mente en el terreno propio de la Etica. Por eso no es condenada jurídicamente. 
El Tribunal Constitucional lo ha considerado así al decir que no son condenables 
las apalabras despectivas)) (Sentencia 2011990 de 15 de febrero); ni los excesos ter- 
minológicos censurables)), los ({apóstrofes insultantes fuera de discurso», o el c a -  
rácter reprobable de la forma en que se expresó el ahora recurrente» (Sentencia 
5111989 de 22 de febrero). Lo que contrasta con la condena de «las afirmaciones 
vejatorias para el honor ajeno» de la Sentencia 16511987 de 27 de octubre. 

La inmoderación no llega al territorio del Derecho más que por el atajo de 
los Códigos deontológicos. La falta de crítica es síntoma de enfermedad social. 
También puede serlo, en palabras de un periodista ya citado en páginas atrás, la 
«epidemia de inquisiciones, de denuncismo», que se advierte en los medios de in- 
formación contando con «la ingenuidad o el ardor profesional» de los informado- 
res, a veces peones de fuerzas económicas o políticas. El llamado «periodismo de 
investigación», perezosamente entendido, ha llevado también a excesos evitables, 
aunque no estén castigados por el Derecho. 

4. El lenguaje de las leyes sobre el honor 

Por razones más políticas que jurídicas no se ha modificado a fondo el Código 
Penal. Las modificaciones fragmentarias que ha sufrido no han resuelto nada en 
torno al problema que nos ocupa. 

Por razones técnicas, la Ley Orgánica 111982 de 5 de mayo, de protección civil 
del derecho al honor, la intimidd personal y familiar y la propia imagen, tuvo una 
génesis poco afortunada y ha creado más problemas que ha resuelto a la hora de 
aplicarla. La remisión al Código Penal, cuando el acto sometido a juicio sea cons- 
titutivo de delito (artículo primero, 2, de la Ley 1/1982), se refiere casi exclusiva- 
mente al honor, dada la práctica desprotección que el Código Penal presta a la 
intimidad y a la propia imagen. 

El Tribunal Constitucional considera que el reconocimiento del derecho a la 
información «ha modificado profundamente la problemática de los delitos contra 
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el honor» (Sentencia, entre otras, 10711988 de 8 de junio). Estos cambios han sido 
afrontados por el Constitucional con diferentes cnterias. Por orden aproximada- 
mente cronológico, han sido éstos: la prevalencia del honor; la ponderación, caso 
por caso; y la prevalencia de la información. Los razonamientos se vienen arras- 
trando de una a otra Sentencia. Para poderlos comprender en toda su dimensión 
convendrá reproducir los textos cardinales que las Leyes vigentes ofrecen respec- 
to al honor. 

4.1. La calumnia y la injuria 

El Código Penal centra su protección al honor en tomo a dos Wras deticti- 
vas, principalmente: la calumnia y la injuria. Define la calumnia el artículo 453, 
según el cual «Es calumnia la falsa imputación de un delito de los que dan lugar 
a procedimiento de oficio.» Los restantes artículos referidos al delito gradúan las 
penas en los casos determinados, entre ellos, cuando se ha difundido por los me- 
dios de comunicación social -diríamos- en una traducción actualizada del len- 
guaje anticuado y poco técnico que emplea el Código. 

Delitos perseguibles de oficio son todos excepto la calumnia, la injuria, la vio- 
lación, el estupro y el rapto. La imputación de un delito equivale a la imputación 
de unos hechos delictivos. Estamos, por tanto, en la comunicación de hechos que 
tiene como constitutivo la verdad. La verdadera imputación de unos hechos a una 
persona, constituyan o no delito, no está castigada por la Ley. Lo que castiga el 
Código, precisamente, es la falsa imputación. Por eso el artículo 456 establece que 
«El acusado de calumnia quedará exento de toda pena probando el hecho crimi- 
nal que hubiere imputado.» Es la figura jurídica que se conoce como uexceptio 
veritatis~. La prueba de la verdad solamente en el delito de calumnia es aceptable 
y justa, precisamente porque tan sólo se puede cometer mediante la comunica- 
ción de hechos. El Código, consciente o inconscientemente, está castigando el ata- 
que al honor y, al mismo tiempo, la desinformación. 

El Artículo 457 del mismo Código considera injuria «toda expresión proferida 
o acción ejecutada, en deshonra, descrédito o menosprecio de una persona*. El 
ejemplo más típico de injuria es el insulto. La injuria, conforme a esta definición 
correcta del Código, no ofrecería demasiados problemas comparándola con la ca- 
lumnia. Aquí no hay comunicación de hechos, sino una comunicación que entra- 
ña, de uno u otro modo, un juicio. Es un juicio finalista, proferido con el objetivo 
de deshonrar, de atacar al honor. Es esta finalidad la que el Código castiga, no el 
juicio neutral. De aquí que la Jurisprudencia se haya fijado en el llamado uani- 
mus», para diferenciar el ~animus injuriandi» de todos los demás posibles, que 
pueden resumirse en el «animus informandi)), no punible. El juicio formado y emi- 
tido con el fin de injuriar, aunque esté fundado en hechos ciertos, no admite, por 
su propia naturaleza, excepción a la verdad. L;i única verdad, inducida del modo 
del contexto en que la e v s i á n  se profien, cs ia finalidad de injuriar. Finalidad 
no siempre fácil de apreciar: pero éste es otro problema. 

Hasta aquí no parece que exista dificultad para diferenciar calumnia de inju- 
ria, ni para ver interferencias entre el derecho a la información, reconocido cons- 
titucionalmente, y el Código Penal, aun cuando sea muy anterior a la Constitu- 
ción. El problema surge cuando es el mismo Código Penal el que desvirtúa la d c  
limitación inicial de los dos delitos arquetípicos de calumnia e injuria. El Artículo 
458 del Código Penal considera injurias -injurias graves- «la imputación de un 
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delito de los que no dan lugar a procedimiento de oficio». De acuerdo con la na- 
turaleza del mensaje a través del cual se comete este delito, se advierte la diferen- 
cia entre esta figura y la injuria, sin que se pueda comprender que a este delito 
no se le pueda aplicar la «exceptio veritatis», a no ser que el autor de la mal Ila- 
mada injuria sea el que tenga derecho a perseguir el delito imputado (artícuo 461). 
Como tampoco se comprende que, en el mismo artículo, la excepción de la ver- 
dad se conceda en la'injuria cuando el injuriado sea un funcionario público en el 
ejercicio de su cargo. 

Menos similitud guarda con la calumnia otro supuesto de injurias graves, pues- 
to que no se trata en él de imputación de delitos. Pero sí la guarda en cuanto que 
se trata de información de hechos: imputación «de un vicio o falta de moralidad 
cuyas consecuencias puedan pe judicar considerablemente la fama, crédito o in- 
terés del agraviado». Otros Códigos Penales califican este hecho delictivo con otro 
nombre, como difamación. No está lejos de la doctrina basculante del Tribunal 
Constitucional esta impropiedad del Código. 

Hay en el Código otras figuras penales tipikadas como delitos, que iremos 
viendo cuando lo exija el tratamiento del tema. Tan sólo conviene recordar que, 
en los delitos citados y en algunos otros, las penas no se corresponden con la gra- 
vedad de los delitos; aspecto que también ha sido percibido por el Tribunal Cons- 
titucional, que ha buscado una solución que le ha parecido más justa, aunque haya 
tenido que rodear la motivación. 

4.2. La protección civil del honor 

La Ley 111982 de protección civil del honor, en cambio -por la confusión en- 
tre los tres derechos que pretende proteger-, apenas se refiere al honor. El em- 
pleo en su frontispicio del concepto de «intromisión» influye en que tenga que de- 
sarrollar su regulación sobre todo respecto al derecho a la intimidad. En efecto, 
puede verse así en su Capítulo primero que establece unas Disposiciones Gene- 
rales. Pero todavía se ve más claro en el artículo séptimo, el primero de su Capí- 
tulo segundo, cuando seRala los actos que «Tendrán la consideración de introrni- 
siones ilegítimas en el ámbito de protección de la Ley.» 

En realidad, solamente el supuesto séptimo y último -como si de repente el 
legislador se acordase de que también del honor se trataba- hace referencia al 
derecho al honor: <<La divulgación de expresiones o hechos concernientes a una 
persona cuando la difame o la haga desmerecer en la considtracián ajena.» Aquí 
aparece la figura de la difamación que omitió el Código Penal, aunque no se sepa 
en qué consiste. El texto da pie a pensar que puede cometerse tanto por.conwi- 
nicación de hechos como de ideas. De ser así, la protección civil del honor abarca 
todos los campos cubiertos por las que el Código Penal llama calumnias e injurias 
de todo tipo, la falta de injuria liviana del artículo 586,l. del mismo Código, y los 
demás juicios injuriosos, es decir, injustos que se formulen contra las personas. 

El otro supuesto en que se cita el honor, el 3, del artículo séptimo, viene in- 
volucrado con la vida privada de una persona o familia cuando la divulgación de 
hechos referentes a esa vida privada «afecten a su reputación o buen nombren. 
Esta mixtificación ha dado pie a confundir la intromisión en la vida privada y el 
ataque al honor y, en consecuencia, a considerar que no existe ataque al honor 
cuando no se trata de la vida privada, sino de la pública (Sentencia, por ejemplo, 
10411986, de 17 de julio). Sin perjuicio de que volvamos sobre el tema más ade- 
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lante, la dignidad de una persona pública y el de una persona privada es sustan- 
cialmente el mismo. Otra cosa es la criticabilidpd de sus actos. 

Tan sólo muy indirectamente puede verse otro supuesto de ataque al honor 
en el número 5 del artículo séptimo de la Ley, cuando se refiere a la imagen de 
una persona en lugares o momentos de su vida privada «o fuera de ellos». Aquí 
se involucra también del derecho a l a  y q i a  imagen. Halwdi que analizar, en cada 
caso de la realidad, si quedan lesionados um, dos o ios tres derechos. En la abun- 
dante jurisprudencia francesa se haa dado casos en ue la difusién de una foto- 
grafía ha dañado el honor de una persona, m o  en % dc un milita btagraiiado 
durante su estancia en un Centro antimilitarista, de un Magistrado en un Círculo 
de abogados en ejercicio o de un malkchor cuya e@ era la de atra persona. 
En todos ellos se atendió, en primer lugar, al derecho al h o r .  

Se comprende mal, por eso, el que se intena apiicar al honor, el parnfo I del 
Artículo octavo de la Ley 111982, que no reputa, con carácter general, ahúaoii- 
sionesn ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por la autoridad com- 
petente de acuerdo con la ley; ni cuando predomine un interés histórico, científi- 
co o cultural relevante. La dignidad personal es inatacable incluso por la Autori- 
dad competente. Para criticar la actuación humana y, por tanto, poner en interro-' 
gante la fama -siempre que se respete la honra-, no es necesario ser Autoridad 
competente. No se entiende, por otra parte, de qué forma un interés histórico, 
científico o cultural puede oponerse al derecho al honor. 

Con este escaso y poco acertado bagaje legal ha tenido que afrontar el Tribu- 
nal Constitucional problemas muy graves. 

5. El honor es de las personas 

Cuando hemos hablado de las distintas acepciones de la palabra y el concepto 
de honor, nos hemos referido a las personas físicas porque son el paradigma de 
la titularidad de todos los derechos. Las personas jurídicas constituyen una cierta 
ficción para que puedan actuar en Derecho como si de personas fisísicas se tratase. 
Esta ficción resuelve los problemas de los derechos patrimoniales, pero no sdo  
no resuelve, sino que plantea problemas cuando se trata de derechos referentes a 
lo que hemos llamado patrimonio moral, especialmente cuando se trata de dere- 
chos muy unidos al núcleo de la personalidad, a los que la doctrina ha caracteri- 
zado imprecisamente como derechos personalísirnos. 

Un problema, en nuestro Ordenamiento, es el de si el derecho al honor es atri- 
buible tan sólo a las personas físicas o también a las personas jurídicas. Un grupo 
de Sentencias del Tribunal Constitucional consideran que «el derecho al honor tie- 
ne en nuestra Constitución un significado personalista, en el sentido de que el ho- 
nor es un valor referido a personas individualmente consideradas, (Sentencias ta- 
les como 5111989 de 22 de febrero, 10711988 de 8 de junio o 12111989 de 3 de ju- 
lio). Esta «individualización» del derecho al honor, que es la aplicacibn concreta 
de la teoría exirema que reserva a las personas físicas exclusivamente la titulan- 
dad de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, lleva consim 
-tácitamente- h exciusión de una serie de posibkes titulares. 
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cia 12111989 de 3 de julio). La Sentencia 10711988 de 8 de junio concreta más, 
pues considera que no existe ninguno de los delitos de injurias graves del Código 
penal cuando el supuesto ofendido es una clase determinada del Estado, en este 
caso, la Administración de Justicia representada en sus Jueces: la información no 
se refería en su aspecto ofensivo a un Juez personalizado, sino a «los Jueces)). La 
Sentencia 5111989 de 22 de febrero se enfrenta con un caso parecido al dirigirse 
el ataque, no al Arma de Caballería, sino a «algunos miembros del Arma»; inclu- 
so, en este caso, no solamente las expresiones vertidas no tuvieron como destina- 
tarios a personas concretas, sino que el ataque se hacía en alabanza y defensa de 
otro miembro de dicha Arma. Con ello se evita entrar bajo la tipificación del ar- 
tículo 242 del Código Penal que castiga a los que injuriaren o amenazaren grave- 
mente a los Ejércitos o a sus instituciones, armas, clases o cuerpos determinados. 
La alabanza y defensa de uno de los miembros del Arma cierra la posibilidad de 
referirse al grupo social constituido por todos los miembros del Arma y protegido 
-como grupo, en principio- por el artículo 9,2. de la Constitución. Pero la Sen- 
tencia le considera como uno de los colectivos «que no tienen especial protección)). 

Pero grupos sociales son también las «clases determinadas del Estado» que po- 
demos considerar excluidas de la titularidad del honor. (Sentencias recientemente 
citadas 5111989 y 10711988). Clases del Estado, en cambio, constituyen los miem- 
bros del Gobierno, del Consejo General del Poder Judicial, del Tribunal Consti- 
tucional, del Tribunal Supremo o de los Gobiernos de 1s Comunidades Autóno- 
mas, cuyos ataques a su honor están castigados por los artículos 161 y 162 del Có- 
digo Penal. El Tribunal Constitucional, aunque en la Sentencia 5111985 de 10 de 
abril, no quiere introducirse en la «legalidad» del artículo y parece extenderlo a 
«los funcionarios Públicos», contiene una declaración en cierto modo divergente 
«cuando se produce una destrucción del prestigio de las instituciones democráti- 
cas, en las que las fuerzas políticas del país se deben reconocer y que expresan no 
sólo el interés singular de algunos miembros de la comunidad nacional, sino el in- 
terés de la colectividad entera, en la medida en que estas instituciones son expre- 
sión de la solidaridad de la nación y ofender su prestigio significa incumplir el de- 
ber de solidaridad política. Tales violaciones pueden ser sancionadas con normas 
penales*. 

Otra exclusión de la titularidad del derecho al honor se refiere a las Institu- 
ciones públicas, conforme a las mismas Sentencias 10711988 y 5111989. Por supues- 
io, a las instituciones públicas no se les puede atacar en la dignidad personal, que 
es de titularidad exclusiva de la persona humana. Otro tipo de ataques a las per- 
sonas públicas pueden -referirse no a la honra, sino al prestigio o a la seguridad 
(así, en la Sentencia 5111985 de 10 de abril); o a la autoridad, prestigio y autori- 
dad moral (Sentencia 10711988 de 8 de junio); pero no al honor. 

5.2. Las personas juridicas privadas 

En cualquier caso, queda en pie el problema de si se puede hablar de honor 
y, por tanto, de ataques al honor referentes a las personas jurídicas privadas, pro- 
blema no resuelto definitivamente por el Tribunal. siguiendo la misma línea que 
el Tribunal Supremo (por ejemplo, en la Sentencia de la Sala primera de 31 de 
octubre de 1980), el Tribunal Constitucional admite genéricamente la titularidad 
de los derechos fundamentales a favor de las personas jurídicas (por ejemplo, en 
la Sentencia 1611983 de 10 de marzo). El Tribunal Supremo aduce que cuando la 
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Constitución habla de personas no distingue entre físicas y jurídicas y, por tanto, 
no cabe al intérprete distinguir. El Constitucional aduce por su parte que el que 
los derechos reconocidos en los artículos 14 a 29 dejen claro que todos los ciuda- 
danos, personas físicas, son sus titulares, no excluye la titularidad de otras perso- 
nas. La Sentencia 5311983 de 20 de junio da un paso más: aclara que las personas 
jurídicas poseen, en principio, legitimación para actuar en juicio en defensa de sus 
derechos fundamentales, conforme a los artículos 24,l. y 53,2. de la Constitución, 
incluso para recurrir en amparo; pero no resuelve el problema de si las personas 
jurídicas pueden ser titulares de cada concreto derecho fundamental. 

En relación precisa con el honor ha emitido dos resoluciones distintas. El Auto 
10611980 de 26 de noviembre se refirió a un partido político, pero extendió su de- 
claración a las personas jurídicas en general, de las que dijo que «una cosa es que 
el derecho a la propia estimación, al buen nombre o reputación en que el honor 
consiste pueda ser patrimonio no sólo de personas individualmente consideradas, 
sino también de personas jurídicas» y otra que pueda acogerse la reclamación de 
una persona social en amparo, conforme a la Ley Orgánica que rige la actuación 
del Tribunal, por no concurrir los requisitos que en ella se exigen. Menos expre- 
siva textualmente es la Sentencia 12011983 de 15 de diciembre. En este caso se tra- 
taba de si un Centro escolar puede ser objeto de ataque al honor o, lo que es lo 
mismo, si se le puede considerar titular del derecho al honor. Aunque en ella no 
se hizo declaración alguna al respecto, toda su argumentación estuvo montada en 
una respuesta afirmativa a la cuestión. 

Hay que decir que la Ley Orgánica 111982 de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad y a la propia imagen no admite, a lo largo de su articulado, 
el que el honor se refiera, como derecho, a las personas jurídicas. 

6. El Tribunal no ha anclado el honor en la dignidad de la persona 

El Tribunal Constitucional no ha abordado el tema del honor con la radicali- 
dad que exige la dignidad humana. Tan sólo se ha referido a esa dignidad de un 
modo tangencial, como en la Sentencia 105190 de 6 de junio, en la que afirma que 
la protección penal del honor ((responde a valores constitucionalmente consagra- 
dos, vinculados a la dignidd de la persona)). Sin embargo, a esta consideración obe- 
dece, más o menos inconscientemente y sin discriminación de los supuestos, la eta- 
pa en que concedía prevalencia del derecho al honor sobre el derecho a la informa- 
ción. 

Este fundamento sustantivo e inamovible de la persona humana no ha sido te- 
nido en cuenta, sin embargo, cuando se ha considerado que el honor era algo con- 
tingente. No ya porque varíe con la conducta de cada persona y la concepción his- 
tórica de cada momento, sino por el hecho de que la Constitución reconozca en 
el artículo 20 el derecho a la información. #El reconocimiento constitucional ck 
las libertades de expresión y de comunicar y recibir información ha modifícado 
profundamente la problemática de los delitos contra el honor en aquellos supues- 
tos en que la acción que infiere en este derecho lesión penalmente sancionable 
haya sido realizada en ejercicio de dichas libertades.)) (Por todas, Sentencia 
10711988 de 8 de junio). La Sentencia no habla en términos absolutos, sino en re- 
lación con el Código Penal. Pero, sea en relación con este Código o con cualquier 
otra norma, la Constitución no ha cambiado nada -porque no podía cambiarlo- 
en relación al derecho al honor entendido como dignidad sustancial del hombre. 
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Debería haberse diferenciado, en ésta y en otras Sentencias, entre el ataque a la 
dignidad, el ataque a la honra y el ataque a la fama. Diferenciación, por otra par- 
te, de la que existen indicios en algunas Sentencias del Tribunal Constitucional. 
Y debería haberse considerado que el Derecho penal tiene un carhcter subsidia- 
rio y, por tanto, solamente es aplicable en casos extremos y claros de ataque a cual- 
quier bien material o moral. No porque haya de castigar hechos meramente pro- 
hibidos, sino hechos malos en sí mismos. 

La intencianada postergación del Código penal ha hecho que el Tribunal Cons- 
titucional se haya fijado tan sólo en el honor como límite; y no haya distinguido 
la razón de ser de la diferencia entre los delitos contra el honor que se cometen 
a través de una comunicación de hechos -cuyo arquetipo es la calumnia- de los 
que se cometen a través de una comunicación de opiniones cuyo punto de refe- 
rencia es la injuria. El Tribunal ha tenido que fraguar, a contracorriente confesa- 
da de la doctrina e inconfesada de los documentos internacionales, una diferencia 
de libertades en el artículo 20, para concluir ue la libertad de expresión es más 
flexible y menos rigurosa que la libertad de in 1 ormación. De este modo, el Cons- 
titucional ha podido decir que la «faceta injuriosa» no constituye más que un ar- 
gumento del autor para reforzar la tesis crítica que mantiene en todo su artículo. 
(Sentencia 2011990 de 15 de febrero). O que la prevalencia del derecho a la in- 
formación se invierte cuando se realiza «a través de medios tan anormales e irre- 
gulares como hojas clandestinas» (Sentencia 16511987 de 27 de octubre), confun- 
diendo un delito de información con un delito cometido a través de los medios 
de información. 

7. Informar con honor 

Naturalmente, cuando se trata de proteger, no ya la dignidad -protegible 
siempre- sino la honra adquirida por la propia actuación, ha de tenerse en cuen- 
ta que la crítica se refiere a hechos externos y, por tanto, que son más propicias 
a la crítica las actuaciones públicas que las privadas, en cuanto tales actuaciones 
o en cuanto a sus resultados, no en cuanto a la dignidad de las personas que los 
ejecutan. Es correcto, por tanto, que las conductas que se critican puedan esti- 
marse como deshonrosas (Sentencia 12111989 de 3 de julio); o como valoración 
de conductas personales (Sentencia 5111985 de 10 de abril). 

No parece correcto, a la inversa, afirmar que el derecho al honor «se debilita 
proporcionalmente, como límite externo de las libertades de expresión e informa- 
ción, en cuanto sus titulares son personas públicas, ejercen funciones públicas o 
resultan implicadas en asuntos de relevancia pública, obligadas por ello a soportar 
un cierto riesgo de que sus derechos subjetivos de la personalidad resulten afec- 
tados por opiniones o informaciones de interés general, pues así lo requieren el 
pluralismo político, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe 
la sociedad democrática* (Sentencia 10711988 de 8 de junio). La persona humana 
es siempre acreedora del respeto a su dignidad, sea pública o privada, actúe en 
una o en la otra esfera. Otra cosa son sus actos. Pero, como persona, no tiene por 
qué correr un riesgo mayor si actúa públicamente o no. Las críticas que contribu- 
yen al pluralismo nunca son a las personas, sino a sus actos. La tolerancia y el es- 
píritu de apertura no pueden considerarse unilaterales, tan sólo a cargo del que 
cree atacado su honor o su honra, sino recíprocos. 

Por otra parte, nada impide que la fama -no la dignidad- esté en función 
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de los <<asuntos de relevancia pública» (Sentencia 12111989 de 3 de julio); «de la 
seguridad pública y defensa del orden constitucional» (Sentencia 105190 de 6 de 
junio); de «asuntos de interés general por las materias a que se refieren» (Senten- 
cia 10711988 de 8 de junio); o del hecho de afectar al denunciante «no en su fa- 
ceta íntima o privada, sino en cuanto deriva sólo de su gestión pública como titu- 
lar de un cargo representativo» (Sentencia 1011982 de 31 de marzo). 

En esta línea de separación no tienen la protección del artículo 20 las conduc- 
tas privadas acarentes de interés publico», cuya difusión y conocimiento público 
resultan innecesarios (Sentencia 5111989 de 22 de febrero); si no se refiere a per- 
sonalidades públicas (Sentencia 16511987 de 27 de octubre); o si se refiere a per- 
sonas privadas «que no participan voluntariamente en la controversia pública, pues 
en este supuesto el derecho al honor alcanza su más alta eficacia de límite de las 
libertades del artículo 20)) (según la misma Sentencia). 

Con ocasión de alguna famosa Sentencia del Tribunal Constitucional se ha sus- 
citado la cuestión de si debe permanecer en el Código el delito de desacato, es- 
pecialmente en la tipificación actual contenida en el artículo 244 del Código Pe- 
nal. En la medida en que la definición del Código se basa en el ejercicio por el 
funcionario de sus funciones o con ocasión de éstas; y que las calumnias, injurias 
y amenazas ya están tipificadas y penadas en el Código, se puede decir que la fi- 
gura delictiva tiene perfiles anacrónicos y que la protección del honor, de la hon- 
ra y de la fama no deben distinguir clases, en virtud del principio radical de igual- 
dad de los hombre, confirmado por el artículo 14 de la Constitución. Este es un 
caso en que la norma constitucional impera tácitamente la modificación del Có- 
digo e, incluso, que podría considerarse el artículo derogado por oponerse a la 
Constitución, si se tiene en cuenta su excesivo rigor sancionador y que, en cuanto 
relativo a la actuación pública, se interfiere, impide o coarta la crítica política que, 
a diferencia de la artística, es crítica de actos y no de resultados. Ni la una, ni'la 
otra pueden ser crítica de personas. 

8. Animus versus animus 

El Tribunal Constitucional no ha omitido definiciones intermedias del honar, 
entre su acepción de dignidad y la de fama. En el Auto 196/1980 de 26 de no- 
viembre define el honor como «el derecho a la propia estimación, el buen n m -  
bre o reputación». Pero este significado valorativo subjetivo, no le sirve para ap- 
yar suficientemente la teoría del balanceo o la de la prevalencia del derecho a la 
información sobre el derecho al honor: «sin embargo, este sentido subjetivo del 
conce to requiere una protección jurídica y normativa* (Auto 13í1981 de 21 de 
enero! No obstante, el Tribunal duda acerca de si debe introducirse o no en h 
legalidad de la norma aplicada en la Sentencia recurrida y en la apreciación de 
los hechos, entre ellos la concurrencia del «animus iniuriandis (Así, Sentencia 
5111985 de 10 de abril. En contra de ella, el Voto Partidar,  ya citado, a la Sen- 
tencia 12111989 de 3 de julio). 

8.1. ¿Qué pesa más: el honor o la información? 

Es el critero de la ponderación, caso por caso, el que emplea el T~ibunal Cons- 
titucional para descubrir si «se ha producido un desequilibrio -entre infmacióln 
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y honor-del que resulta qe la protección de uno, derecho al honor, ha lesionado 
de forma evidente y desproporciona las garantías)) ofrecidas por el artículo 20 
(Sentencia 2011990 de 15 de febrero). Ya en el planteamiento del problema está 
implícita su eventual solución. 

Pero el problema necesita introducir otro dato: si ha de haber un derecho que 
lesiona a otro -puesto que se les considera incompatibles-, lo que hay que de- 
terminar es la «legiti'rnidad» o ((ilegitimidad)) de la lesión. (Así se plantea en la 
Sentencia 10519O.de 6 de junio). La cuestión adquiere la máxima gravedad si de 
tal ponderación depende la imposición de una pena aflictiva que, con los baremos 
del Código Penal vigente, puede ser grave o, al menos, desproporcionada. Intro- 
ducido este dato, se ofrecen al Tribunal dos soluciones, que no son incompatibles 
entre sí. 

La primera la había anticipado la misma doctrina penal a través de autores 
preocupados por el tema. Consistió en acudir a las circunstancias eximentes del 
artículo 8 del Código Penal. En él encontró, por ejemplo, la eximente Séptima, 
que justifica la acción por el estado de necesidad. Pero para lesionar un derecho 
o infringir un deber y beneficiarse de esta causa absolutoria han de concurrir tres 
requisitos exigidos expresamente por el Código que, en la actuación informativa, 
es imposible que se den. De aquí que otros autores afinaron más la solución y, 
dentro del mismo Artículo, encontraron otra eximente más apropiada, la redacta- 
da en el número 11, que dice lo siguiente: «El que obra en cumplimiento de un 
deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo». No es la voluntad 
de lesionar el honor, sino la voluntad de ejercitar un derecho, la que lleva a la ac- 
tuación sometida a juicio. 

Como solución técnica legal, ha tenido la eximente 11 un indudable éxito. Pero 
su fundamento es peligroso por movedizo. En último extremo, lo que viene a ha- 
cer es sustituir el «animus» que lesiona el honor por el «animus» que persigue el 
ejercicio de un derecho. Y tan difícil es determinar la existencia de uno como la 
del otro. Una vez más, el criterio ofrecido no hace más que aplazar la solución 
del problema al momento de la producción de cada Sentencia. 

8.2. Para el Constitucional, la información prevalece 

Las soluciones a través de las eximentes, por otra parte, están jugando en la 
cancha del Derecho Penal, no en la del Derecho Constitucional, que es en la que 
se mueve, por axioma legal, nuestro Tribunal. Por tanto, había que aventurar otro 
criterio mas ajustado al campo de la competencia propia de la interpretación cons- 
titucional y que, al mismo tiempo, terminase con la guerra entre el «animus» le- 
sionador y el «animus» ejercitador del. derecho a la información. En el conjunto 
de resoluciones adoptadas por el Tribunal se encuentra un criterio sobre el que 
vale la pena detenerse: se mantiene que la justificación de la lesión al honor no 
se apoya en el hecho subjetivo de la voluntad de cumplir un deber o ejercitar un 
derecho, sino en el dato objetivo de la función social de la información. 

El Tribunal ha extremado los términos en que ha formulado esta solución. Has- 
ta el punto de difuminar la garantía que el honor constitucionalmente merece 
como tal derecho fundamental. En la Sentencia 1211982 de 31 de marzo, el Tri- 
bunal Constitucional, expresa una rotunda afirmación: «Esta dimensión de garan- 
tía de una institución pública fundamental, la opinión pública libre; no se da en 
el derecho al honor». En la Sentencia 10411986, de 17 de julio, todavía se otorga 
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a la información un valor más absoluto: «Las libertades del artículo 20 tienen una 
valoración que trasciende a la que es común y propia de todos los derechos funda- 
mentales)). 

Con estas ideas, obtenidas al sesgo de los problemas planteados por los re- 
currentes, el Tribunal Constitucional ofrece la solución que le parece definitiva. 
Podemos tomar, como ejemplo, la que motiva la Sentencia 10711988 de 8 de ju- 
nio, redactada en términos que repiten palabras de Sentencias anteriores: «El re- 
conocimiento constitucional de Las libertades de expresión y de comunicar y reci- 
bir información ha modificado profundamente la probiemática de los delitos con- 
tra el honor en aquellos su uestos en que ia acción que infiere en este derecho 
lesión plenamente sanciona le haya sido rcakada en el ejercicio de dichas liber- 
tades, pues en tales supuestos se produce un confiicto entre der tcha fundamen- 
tales cuya dimensión constitueionai convierte en insuficiente el criterio subjetivo 
del «animus iniuriandi)), tradicionalmente utilizado por la Jurispmdencia penal en 
el enjuiciamiento de dicha clase de delitos, pues este criterio se ha asentado hasta 
ahora en la convicción de la prevalencia absoluta del derecho al honor. 

«Este entendimiento del citado problema es constitucionalmente insuficiente, 
por desconocer que las libertades del artículo 20 de la Constitución, no sólo son 
derechos fundamentales de la persona, sino que también significan el reconoci- 
miento y garantía de la opinión pública libre, que es una institución ligada de ma- 
nera inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado democrático, es- 
tando, por ello, esas libertades dotadas de una eficacia que trasciende a la que es 
común y propia de los demás derechos fundamentales, incluido el del honor.» 

La cita es larga, pero resolutiva. La Sentencia continúa citando Sentencias an- 
teriores del propio Tribunal que abonan lo dicho en ella. Todavía resulta necesa- 
rio reproducir la conclusión a que lleva su razonamiento: «Esta situación de valor 
superior de eficacia irradiante que constitucionalmente ostentan las referidas li- 
bertades, traslada el conflicto debatido a un distinto plano, pues no se trata ya de 
establecer si su ejercicio ha ocasionado lesión, penalmente sancionada del dere- 
cho al honor, para lo cual continúa siendo inevitable la utilización del criterio del 
«animus iniuriandin, sino de determinar si el ejercicio de esas libertades constitu- 
cionalmente protegidas como derechos fundamentales actúan o no como causa ex- 
cluyente de la antijuridicidadn. Naturalmente, la Sentencia llega a la solución de 
que actúan como tal causa excluyente. 

8.3. Un planteamiento desenfocado 

Un comentario detallado del largo texto transcrito nos llevaría a discutu wn- 
ceptos y términos empleados por el juzgador que supondría repetición ck la ya 
dicho a lo largo de este trabajo. Es necesario concentrar el comentario en un solo 
argumento, propio de la lógica jurídica: lo que prueba demasiado, no prueba nada. 
No se puede decir, por utilizar una terminología más popk, que el derecho a la 
información prevalezca sobre todo otro derecho, lo que sería abrir el portillo a 
todo tipo de abusos informativos, M, ya por parte de los informadores, sino tam- 
bién de todo a uel que encontrase un medm decidido a difundir cualquiera de 
sus mensajes. d mismo Tribunal no ha podido ser consecuente con la afirmación 
rotunda de la prevalencia absoluta y ha tenido que matizarla en otras Sentencias, 
confirmando s a n c i m  o reduciendo su severidad. Una vez más hay que decir que 
el planteamiento está desenfocach. Qw h m r  e información son derechm can- 
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plementarios en el sentido etimológico de la palabra complemento: actuar al mis- 
mo tiempo o cooperativamente. Y que hay que distinguir el honor en su esencial 
sentido de dignidad; y la fama en el circunstancial sentido de mérito o demérito 
según los actos, enjuiciables por los miembros de la sociedad, especialmente so- 
bre los que recae el deber de crítica social. 

9. Si los hechos son verdaderos, no existe conceptualmente la calumnia 

Una vez más hay que decir que el problema se debe centrar en la naturaleza 
de los mensajes: mensajes de ideas, de opiniones y de hechos. Sobre todo, en el 
caso del honor, en la naturaleza de los dos últimos mensajes. Centrando el pro- 
blema en estos dos tipos de mensajes, y diferenciando las acepciones que tiene el 
concepto de honor, las resoluciones del propio Tribunal Constitucional cobran sen- 
tido. Hechos y juicios en una dimensión, cruzados por dignidad y fama por otra, 
vienen a constituir las líneas en las que hay que situar cada problema en que apa- 
rezca el derecho a la información y el derecho al honor, no como derechos en- 
frentados, sino coordinados o coordinables por el jurista o por el informador. 

9.1. Sentido legal y conceptual de calumnia 

Partiendo de que la dignidad de la persona no debe ser atacada, porque sig- 
nifica atacar a la comunidad -y este ataque equivale a atacar a la misma infor- 
mación-, la problemática que plantea la comunicación de hechos nos sitúa en el 
campo amplio de la calumnia, no en el sentido legal, sino en el sentido concep- 
tual del término. Es decir, no limitada a la falsa imputación de hechos que cons- 
tituyen delitos perseguibles de oficio, sino también a los perseguibles a petición 
de parte, aun cuando el Código Penal les llame injurias graves y no calumnia. 

Tanto en uno como en el otro supuesto, el delito no consiste en atribuir unos 
hechos delictivos a una persona, sino en atribuirlos falsamente. La exigencia de 
verdad como constitutivo de la información de hechos, recogida en el párrafo 1, 
d) del artículo 20, tiene así su proyección en el campo penal. Lo que castiga el 
Código no es el ataque al honor, sino la falta de verdad que, por serlo, es un ata- 
que al honor. Si el mensaje de hechos es verdadero, y siempre guardando el res- 
peto a la dignidad, no hay informaci¿.i calumniosa en el sentido conceptual de la 
palabra. Aquí tiene su precisa situaciói! jurídica la institución de la «exceptio ve- 
ritatis~. El acusado de una especie ca1um;iiosa ha de poder defenderse de ella pro- 
bando que ha dicho la verdad o que el mensaje de hechos que ha difundido es 
verdadero. Los hechos, simplemente expul:stos, sin comentario alguno, se refieren 
a actuaciones exteriores. No pueden, por tanto, dañar la dignidad personal. Son 
las mixtificaciones del mensaje puro las que pueden hacerlo. Y entonces, al requi- 
sito constitutivo de la verdad del mensaje, se añadirá la condición del respeto a 
la dignidad personal. Si la comunicación es verdadera no hay agresión al honor, 
sino a la fama, que en este caso será mala fama o demérito. Por el contrario, la 
denuncia de unos hechos delictivos, o incluso inmorales, puede prestar un gran ser- 
vicio a la comunidad. 

En cualquier caso, pero sobre todo cuando el delito es continuado, o cuando 
el delito continúa, presta un servicio también el secreto profesional informativo o 
secreto de las fuentes que, al no ser reveladas, seguirán fluyendo información para 
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conocimiento del Poder judicial y del Ministerio Fiscal a cuyo cargo, y no al del 
informador, ha de ir el descubrimiento del culpable. 

9.2. El criterio del Tribunal 

El Tribunal Constitucional, si se analizan sus resoluciones, ha tenido en cuen- 
ta estas reglas naturales del mensaje. En la Sentencia 105190 de 6 de junio, por 
ejemplo, ha subrayado la «especial relevancia del eriterio de veracidad en la in- 
formación~. El criterio, como resdta evidente hace converger la regulación penal, 
que pudiéramos llamar clásica, y la constitucionai, ue podemos llamar natural. 

Esta congruencia de conceptos viene acom aña por un cortejo de otras re- a " soluciones que confirman el criterio de la ver ad en la comunicación de hechos. 
La difusión de las consecuencias objetivas de una Seoiencio condenatoria no pue- 
den constituir una lesión al derecho al honor (Sentencia 16/1981 de 18 de mayo); 
tampoco la de la consecuencia terminal de un expediente administrativo 
15011984 de 7 de marzo); ni la depuración del Ejército por razones políticas 
4611980 de 13 de octubre); ni la del auto de prisión provisional (Auto 1211981 de 
21 de enero); ni la declaración de ((mala conducta informada» por la Policía y re- 
cogida en una Sentencia, aunque sin influir en su fallo (Sentencia 3011986 de 20 
de febrero); ni la de la retirada de honores militares (Auto 78511985 de 13 de no- 
viembre). El Tribunal Supremo ha seguido la misma pauta, por ejemplo, en la Sen- 
tencia de la Sala Primera de 19 de noviembre de 1987, que no considera ataque 
al honor la publicación de la noticia de la revocación del nombramiento de cro- 
nista oficial de una localidad, por ser persona no grata al Ayuntamiento. La Sen- 
tencia puntualiza que se trata de una noticia y no de un reproche. 

En la Sentencia 5011983 de 14 de junio se dice que el derecho al honor uno 
puede constituir obstáculo alguno para que, a través de expedientes administrati- 
vos o procesos judiciales seguidos con todas las garantías, se pongan en cuestión 
las conductas sospechosas de haber incurrido en ilicitud. El dafio que el honor de 
quien sigue tal conducta pueda sufrir no se origina en esos procedimientos, sino 
en la propia conducta. Ni la Constitución ni la ley puede garantizar al i~dividuo 
contra el deshonor que nazca de sus propios actos». En cambio, se cnnsidera que 
ha danado doblemente el honor el retraso en la tramitación de una querella por 
calumnia. En cuanto al querellante, en la medida en que estaba en juego su de- 
recho al honor. Frente a quien se ejercitó la querella, en cuanto que el retraso pro- 
cesal ha podido ocasionar una prolon ación innecesaria de una situación de ¡a- 
certidumbre sobre la aceptación o rec \ azo definitivo de la acusación. Por una y 
otras razones, en el procedimiento penal, ha de exigirse con mayor rigor «La ra- 
zonabilidad de la duración del proceso» (Sentencia 13311988 de 4 de julio). 

Toda esta doctrina jurisprudencia1 acerca de la comunicación de hechos en re- 
lación con la conducta de las personas y, por tanto, en relación a ni honra, lleva 
a la conclusión de que lo importante es la verdad del mensaje. Y, por tanto, hay 
que dar todo tipo de facilidades a la aexceptio veritatis~, extendiéndola a todas 
los casos de comunicación fhctica, estén o no considerados calumnia por el Mi- 
go Penal. 

Se ha querido encontrar otra consecwncia, aun -do el Tribunal Canstitu- 
cional no ha tenido ocasión de pronunciarse acerca de ella. Es la no extensión de 
la aexceptio veritatisw al proceso civil, en el caso del resarcimiento de daños civi- 
les directamente. Porque en él se puede determinar la existencia de un dafio, que 
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veremos que ha de ser doloso e intencionado, incluso difundiendo una verdad in- 
necesariamente. Pero no puede decirse lo mismo de las consecuencias civiles en 
un procedimento criminal, dado que estarán en función de la responsabilidad pe- 
nal y, en consecuencia, relacionados con las alternativas procesales criminales. 

Otra consecuencia apuntada es la compatibilidad del procedimiento civil o cri- 
minal de defensa contra los ataques al honor con el ejercicio del derecho de rec- 
tificación. Uno y otro procedimiento están dirigidos a esclarecer la verdad. Otra 
cosa es que sirvaii como atenuante de la responsabilidad penal en el caso de pu- 
blicación espontánea de una rectificación o de no obstaculización al derecho ejer- 
citado por la persona aludida en una información. 

10. La crítica y el derecho al honor 

10.1. El enjuiciamiento de los hechos 

Siempre conservando el derecho al honor en la acepción inamovible de digni- 
dad, la otra variante posible en tomo a los actos de los hombres es, no ya exponer 
sus hechos conforme a la verdad, sino valorarlos, enjuiciarlos o dar una opinión 
acerca de ellos. Tal opinión puede ser crítica y ofrecer un resultado positivo o ne- 
gativo de la actuación humana. En el segundo caso -la crítica negativa, incluso 
destructiva-, puede o no ser mesurada. Si no lo es, nos sitúa en el terreno de la 
injuria conceptualmente hablando, es decir, conforme a la definición del artículo 
457 del Código penal. 

Por la injuria se profiere una expresión o se ejecuta una acción cualquiera que 
va en deshonra, descrédito o menosprecio de una persona. Si va en deshonra es 
porque falta la educación entre la valoración y los hechos o actuación que se va- 
lora, prescindiendo aquí de que los hechos sean o no verdaderos. Si no lo son, es- 
taremos en el campo de la calumnia conceptual y estará en juego la verdad. En 
la injuria como concepto se activa el criterio de valoración. Si va en descrédito de 
alguien es porque la valoración desconoce o no toma en cuenta el crédito de ho- 
norabilidad que tiene toda persona, no ya como su propia dignidad, sino como 
emanación de ella, crédito que merece tener en tanto no lo contradiga con su ac- 
tuación. Si va en menosprecio, es porque se rebaja o se sustrae plenamente el apre- 
cio que la persona tiene, merecido o no, por la sociedad. 

La crítica por los actos externos de una persona, siempre sin agredir su digni- 
dad personal, puede redundar lícitamente en contra -no de la honra-, sino de 
la fama. Puede afectar al crédito de la persona si ella misma, con sus actos, lo ha 
defraudado. Y puede dañar el aprecio social de la persona, lo que nos acerca de 
nuevo a la idea de fama. Lo que la crítica no puede hacer es sobrepasar los lin- 
deros criteriológicos de la valoración con expresiones gratuitas o dictadas, no por 
la necesidad de la valoración misma, sino por otros motivos menos racionales. Es- 
tos motivos son los que constituyen el discutido aanimus iniuriandi)), que la doc- 
trina y la Jurisprudencia anteriores a la Constitución habían ido distinguiendo del 
«animus criticandi», «informandi», «communicandi», «narrandi», «iocandi», etcé- 
tera, todos ellos sin motivación de injuriar. 

10.2. Matizaciones del Tribunal Constitucional 

El Tribunal Constitucional acepta la crítica u opinión contraria a determina- 
dos comportamientos (Sentencia, entre otras, 5111989 de 22 de febrero). Da a la 
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opinión, como una de las formas de la que llama libertad de expresión, un ámbito 
mayor que al de la comunicación de hechos. Se equivoca, como hemos visto, al 
considerar que este mayor espacio se obtiene porque la opinión no está condicio- 
nada por la verdad, cuando la verdad no es una condición o límite, sino el cons- 
titutivo mismo de la comunicación de hechos. La opinión, y por tanto, la crítica 
tiene una doble movilidad: la que le da la libertad & pensamiento o libertad ideo- 
lógica que sirve de módulo de valoración; y la que le da su aplicaci6n al hecho o 
a la conducta de que se trate. Pero, como siempre, esta libertad no es más que el 
derecho. De ninguna manera, puede haber libertad para el insulto, la vejación, o 
la falta de respeto a la persona, que no son ingredientes criteriológicos de la opi- 
nión. Por el contrario, suelen producirse en la medida en que no hay lugar para 
un juicio adverso razonable o en que la razón no cubre toda la distancia a que 
aspira la pasión. 

No se advierte, vistas así las cosas, por qué el tomar en cuenta el «animus» pue- 
de significar, como afirma el Tribunal, una posición previa favorable a la preva- 
lencia del derecho al honor. El «animus» tiene sus dificultades de apreciación, 
como dato interno que es, lo mismo que otros elementos internos a los que apela 
el Código Penal con frecuencia. Pero está en el mismo núcleo del concepto doc- 
trinal y legal de la injuria. Cuando se dice que hay que rescindir de él, se pres- B cinde quizá de su culta latiniparla, pero, de un modo o e otro, se toma en cuen- 
ta. Así ocurre, como hemos visto, cuando se dice que las expresiones ofensivas de- 
ben ser leídas no aisladamente, sino en el conjunto del texto y en cuanto refuer- 
zan la intención crítica de éste (como en la Sentencia 5111989 de 22 de febrero). 
El conjunto del texto es el que viene a mostrar el «animus», Ilámesele como se le 
llame, lo que ha venido haciendo el Tribunal Supremo, por ejemplo, en la Sen- 
tencia de la Sala Segunda de 4 de noviembre de 1986. Y sigue haciéndolo, aun- 
que no lo confiese, el Tribunal Constitucional. 

No pueden considerarse lícitas, según el Tribunal Constitucional, las «consi- 
deraciones desprovistas de relación con la esencia del pensamiento que se formu- 
la y que, careciendo de interés público, resulten formalmente injuriosas de las per- 
sonas a las que se dirijan» (Sentencias 10711988 de 22 de febrero y 5111989 de 22 
de febrero). En el caso en cuestión no se trataba de pensamientos o ideas, sino 
de opiniones; pero esta desviación de términos no influye en el sentido de la Sen- 
tencia. Se introduce en ella la idea del interés público. Toda información, y b san 
la opinión y la crítica, han de tener interés público. Si no lo tienen, la injuria o 
ataque a la honra o a la fama, según los casos, seguirá existiendo. También se pue- 
de afirmar lo complementario: no es necesario que la persona sea privada y que 
el asunto carezca de interés público para que la ofensa a la fama o a la honra se 
produzca. Así lo ha visto el Tribunal Supremo en las S e n t u r i a s , ~  ejemplo, de 
22 de octubre de 1987 y 30 de marzo de 1988, ambas de la Sala qunda 

El Tribunal Constitucional ne en avidencia dos cxt rh i iac imcs  posibles, 
ambas en la misma Sentencia 1 k? 5/90 de 6 de junio. Una, la emisih de juicios sin 
relación con la información de hechos ofrecida y aqw pretendran, independien- 
temente de ella, vejar La imagen y dignidad ... en forma innecesaria y gratuita en 
relación con tal informaciónw. Está claro que el Tribunal üxna en cuenta la inten- 
ción o «animus~, aunque no lo diga. Com resulta cbro íambiCn en cste otro tex- 
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to de los fundamentos jurídicos: hay que establecer una diferencia entre la eva- 
luación personal de una conducta, por desfavorable que sea, y el «emitir expre- 
siones, afirmaciones o calificativos claramente vejatorios desvinculados de esa in- 
formación y que resultan proferidos gratuitamente, sin justificación alguna, en cuyo 
caso cabe que nos hallemos ante la mera descalificación o incluso el insulto)). Aquí 
en realidad no existe crítica, puesto que falta la base fáctica que enjuiciar y se sus- 
tituye por unas expresiones gratuitas, sin vinculación con unos hechos cuya de- 
nuncia el mismo~Tribuna1 elogia. 

La otra extralimitación toma en cuenta que la crítica no se refiere a los actos, 
sino a supuestos defectos físicos, valía moral y capacidad intelectual, utilizando 
«un conjunto de epítetos y afirmaciones, sin relación alguna con el tema del pro- 
grama [radiofónico], que constituyen sin duda insultos en el más estricto sentido 
de la expresión, y no tienen nada que ver con la crítica, por dura que sea, de una 
conducta, sino que aparecen como meras exteriorizaciones de sentimientos per- 
sonales ajenos a la información de hechos o a la formación de una opinión públi- 
ca responsable». 

El ataque al honor tiene, pues, en la crítica un doble frente. La opinión crítica 
sin base fáctica; y las expresiones proferidas al margen de la operación meramen- 
te subsuntiva de los hechos enjuiciados en una idea libre. En uno y otro caso, la 
intención injuriosa se trasluce. En el primero, porque no se juzgan actos, sino que 
se dirige la invectiva contra las personas y, por tanto se ataca a su dignidad. En 
el segundo, por la falta de adecuación entre lo dicho y lo hecho, se ataca a la honra. 

En ambos casos se exige la intención o dolo. Lo que, aunque no lo ha dicho 
el Tribunal Constitucional, permite deducir una proposición válida: que no puede 
haber delitos contra el honor por simple imprudencia o negligencia. En este su- 
puesto, solamente cabe la defensa del honor por la vía civil. 

11. Resarcimiento del daBo moral 

Todas las agresiones al honor, en el sentido genérico de la palabra, producen 
un daño en el patrimonio moral de la persona, como las agresiones a los bienes 
producen un daño en el patrimonio material. La diferencia es que las últimas son 
tasables en términos ajustados a la realidad. No así los daños morales que no son 
traducibles a dinero y en los que entran varios factores o clases de daños y, por 
tanto, de resarcimientos. 

Esta dificultad está en la base de que el daño moral haya sido muy tardíamen- 
te reconocido en nuestro Ordenamiento jurídico, a pesar de que se pueda citar su 
reconocimiento ya en el Código de las Siete Partidas de Alfonso el Sabio, en ple- 
no siglo XIII. Pero el Código civil, como descendiente del Código napoleónico, 
nacido en plena Revolución burguesa, se preocupa tan solo de los bienes mate- 
riales y no menciona el daño moral. En nuestro Derecho positivo hubo un llama- 
do Código de Obligaciones y Contratos para Marruecos, aprobado por el Real De- 
creto de l de junio de 1914 que lo acogió. La razón parece estar en que, poco 
tiempo antes, una Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 6 de di- 
ciembre de 1912 -calificada de transcendental y valiente- había reconocido la 
existencia de un daño moral producido precisamente por una información calum- 
niosa, por falsa. Se trataba de un periódico de Madrid en el que aparecía un ti- 
tular destacado en los siguientes términos: «Fraile, raptor y suicida». El contenido 
de la noticia hacía referencia a un fraile existente, que había raptado a una mu- 
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chacha de una conocida familia y después se había suicidado. Los personajes exis- 
tían; pero la noticia era totalmente falsa y el mimo periódico la desmintió al día 
siguiente. El Tribunal Supremo concedió a la mujer una indemnización por e1 
daño moral, aunque en realidad, a la hora de la evaiuación, se trataba del daño 
patrimonial indirecto que la falsedad había producido al dificultar el posible ma- 
trimonio de la mujer afectada. Es en otra Sentencia del mismo Tribunal, de 31 dc 
marzo de 1930, en la que se reconoce la existencia de un daño moral propiaments 
dicho. Las resoluciones que se han sucedido reconociendo daño moral, se han b& 
sado en un artículo genérico del Código civil, el 1902, que establece la culpa o n 4  
gligencia extracontractual. 

La garantía de la indemnización era así muy parca y conseguida con un cierto 
afinamiento analógico en la aplicación del precepto citado. Para remediar esta fal- 
ta vino la Ley Orgánica 111982 de 5 de mayo, de protección civil del derecho a1 
honor, la intimidad personal y familiar y la propia imagen. A ella nos hemos re- 
ferido ya con suficiente detalle como para concluir que no ha cumplido la final¡- 
dad que persiguió el legislador, sino que, por el contrario, ha planteado probk- 
mas en su interpretación y aplicación. 

La dificultad de evaluar el daño moral estriba en que tiene un carácter subje- 
tivo o «valor de afección» cuya imposibilidad de compensación hace que, más qe 
de una indemnización, se trate de una satisfacción que se proporciona al a t a d o  
sin carácter de equivalencia, que es imposible calcular. En cualquier caso, el TN- 
bunal Supremo, aun en materias reguladas por la Ley 111982, ha seguido inspirán- 
dose en el principio sentado en el artículo 1902, como ocurre con La Sentencia de 
la Sala Primera de 2 de febrero de 1989, por ejemplo, en la que se trata del pres- 
tigio profesional de una persona. 

En la legislación y Jurisprudencia comparadas hay acuerdo en que se repare 
el llamado apretium doloris~. La discusión se plantea en una línea mas de van- 
guardia, por su acogimiento en las Sentencias de los Tribunales norteamericanos 
que incrernentan la compensación por el daño con una Hamada indemnizacibn 
ejemplar o punitiva con el fin de añadir eficacia disuasoria al simple resarcimien- 
to. No ha tenido acogida este segundo sumando de la Indemntzaci6n entre m>so- 
tros. En nuestro sistema sería añadir una pena no tipzicada. Incluso el remrci- 
miento por el estricto daño moral puede ser simb6liw y así se sdicitó en oeab  
nes anteriores. Lo que interesaba era salvar la honorabiiidd de la persona. Otras 
veces la petición de indemnización iba acompañada del ro b i t0  de destinar ésta S P a una labor social o cultural determinada. La Ley 1/19 2 a venido a establecer 
un mercado del honor en el que se solicitan sumas fabubsas pensando que, aun- 
que el Juez las reduzca, algo quedará de ellas. También importa, a veces, la pu- 
blicación de la Sentencia en la que se concede la indemnización; pero no por res- 
tablecer la verdad, sino por obtener una publicidad gratuita de la imagen de laper- 
sona afectada. 

En resumidas cuentas, la citada Ley solamente dedica el párra£o ~~ btl 
Artículo noveno al tema de la indemnización: ala existencia del pejuicio se pre- 
sumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La indemnizacih se ex- 
tenderá al daño moral que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y 
a la gravedad de la Ioih efectivamente producida, para la que se tandrá en cuea- 
ta, en su caso, la difusión o audiencia del medio a trarts del que se haya produ- 
cido. También se valorará el benefcio que haya obtenih e! causante de la lesión 
como consecuencia de la mismar>. Como se p d e  obstrCPdr, la Lry tan sole da, 
como critenas de vdoraciáPi, dos externos: k cnrdiencia &l d a  y el bt& 
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del causante. Uno y otro difíciles también de determinar cuando de la informa- 
ción se trata. En todo caso, nadie ha considerado que estos problemas rozan las 
disposiciones constitucionales. No en un supuesto de daño moral, sino de daño fí- 
sico, se produce esta declaración de la Sentencia 1611981 de 18 de mayo, perfec- 
tamente extrapolable a nuestro asunto: «Citan también los recurrentes el Artículo 
33.1, de la Constitución Española, que reconoce la propiedad privada, pero apar- 
te de que este precepto no se encuentra entre los protegidos por el recurso de am- 
paro, es también evidente que la imposción de una indemnización de daños y per- 
juicios a consecuencia de la responsabilidad civil fijada por Sentencia no consti- 
tuye una lesión al derecho constitucional de la propiedad privada». 

12. A modo de conclusión 

Cabe hacer, como resumen, las mismas a reciaciones llevadas a cabo al hilo 
de los temas tratados a lo largo del trabajo. E y Tribunal Constitucional ha acerta- 
do a dar solución justa a unas determinadas situaciones que se le han planteado, 
a pesar de que sus razonamientos no están fundados en un análisis científico de 
la realidad de las cosas y de los conceptos. Más bien parte de unas normas cons- 
titucionales interpretadas, no conforme ordena la propia Constitución, sino en un 
sentido puramente literal, sin salir del ámbito estrecho del artículo 20, en el que 
se encuentra con una dualidad de derechos y libertades que no han reconducido 
a la unidad del derecho a la información consagrada por la doctrina y por los do- 
cumentos internacionales. Y porque no ha sabido evaluar que los derechos huma- 
nos no pueden conocer límites externos ni, mucho menos, oposición entre ellos. 
Esta falta de solidez en los fundamentos jurídicos en los que, a pesar de todo, se 
impone la realidad a través del sentido común, es peligrosa porque ofrece un ho- 
rizonte de inseguridad jurídica. Se trata de una Jurisprudencia joven, que ha en- 
contrado las dificultades planteadas por un punto de partida legal desenfocado y 
no ha sabido superarlas con los resortes que la misma Constitución ofrece, fuera 
del Artículo 20. Cuando la Jurisprudencia constitucional se asiente en criterios me- 
jor fundados, superará tales deficiencias en beneficio del principio de justicia, va- 
lor superior de nuestro Ordenamiento jurídico. 

VII. El derecho 
a la intimidad 

La intimidad ha merecido menor atención del Tribunal Constitucional que el 
honor. Sin embargo, la intimidad es un concepto que, como el del honor, es ex- 
trajurídico; pero tiene una importancia humana y, por tanto, jurídica no inferior 
a la del honor. Como en el asunto anterior, las deficiencias técnicas de la Cons- 
titución, que no han sido subsanadas con los remedios que la misma Constitución 
ofrece, han hecho que el Tribunal Constitucional haya acertado menos en sus mo- 
tivaciones que en sus fallos. Las causas son, en parte, las mismas que generaron 
las del honor y, en parte, distintas. 

1. La inflación de la intimidad 

Los rodeos y desenfoques que se apreciaban en el Tribunal Constitucional'al 
tratar del honor, se repiten al mantener el Tribunal que el derecho a la intimidad 
es un límite al derecho a la información. Intimidad e información no pueden ser 
excluyentes, antes bien han de complementarse, aunque tal complementariedad 
no es del mismo signo en la intimidad que en el honor. 

En el caso de la intimidad, existe otra confusión inducida por los términos mis- 
mos de nuestra Constitución. A diferencia de otros ordenamientos jurídicos com- 
parados, la Constitución española, y las leyes que de ella han partido, reconocen 
y protegen el derecho a la intimidad, no el derecho a la vida privada, lo que ha 
hecho que bajo el nombre de intimidad se hayan planteado asuntos que no afec- 
tan al campo de lo íntimo, sino al más amplio de lo privado. Se ha producido así 
en el juzgador una especie de inflación de lo íntimo que lo ha devaluado. La so- 
lución no ha consistido en aclarar los conceptos para a licar debidarnenete la ley, 
sino en negar al derecho a la intimidad su carácter de erecho inseparable del de- 
recho a la personalidad. 

'f 
La misma Ley 111982 de 5 de mayo ha contribuido a fomentar esta desviación, 

al proteger civilmente un derecho cuyo objeto no tiene claro el legislador. Porque 
la intimidad, a diferencia del honor, carece de tradición en su protección legai. 

La protección de la intimidad está prácticamente ausente del Código Penal. 
Se castiga el allanamiento de morada, la violación del domicilio y de La corres- 
pondencia y el descubrimiento y revelación de secretos en sus diversas formas. Tan 
sólo el párrafo 2 del artículo 566 castiga como falta la difusión maliciosa de he- 
chos relativos a la vida privada que, sin ser injuriosos, edan producir perjuicios, P" o graves disgustos, en h familia a que la noticia se re Era. Son notorias las lagu- 
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nas e imprevisiones de la ley y la levedad de las sanciones, a diferencia de lo que 
ocurría con el honor. 

2. Las tres esferas de la personalidad 

El derecho a la intimidad merece una importante clarificación. El núcleo de 
la personalidad humana está rodeado de tres esferas. En la Sentencia 23111988 de 
2 de diciembre, el Tribunal Constitucional cita precisamente una de ellas: la «es- 
fera de la intimidad)). Pero rodeándola, está la de la vida privada; y todo lo que 
queda por fuera de  ella constituye la vida pública. El problema consiste en definir 
la línea separatoria entre las esferas cercanas para ver qué posición ha de adoptar 
el Derecho en la protección de cada una. Pero esta línea no está trazada capri- 
chosa, convencional o legalmente, sino que obedece a la naturaleza misma de lo 
que cada esfera deslinda. 

Se puede adelantar la solución que parece correcta: la esfera de la vida públi- 
ca puede y debe ser siempre objeto de la información; la esfera de la vida privada 
puede ser siempre objeto del mensaje, pero debe serlo tan sólo cuando la actua- 
ción privada trasciende a la vida pública; la vida íntima no sólo no es informable, 
sino que ni siquiera es investigable. No puede, ni debe ser objeto de la informa- 
ción. Es un núcleo totalmente reservado. 

3. La reserva no es secreto 

No es ocioso dedicar un poco de atención a la diferencia entre la reserva y el se- 
creto. Por su etimología y por su sentido actual, secreto es lo separado, lo aislado, 
aquello que se conoce, pero que se tiene por no conocido: se deja aparte, como 
si no existiese a efectos de la comunicación. Se trata, por tanto, de algo objetivo 
y objetivado que, por diferentes razones, se aleja, más o menos artificiosamente, 
del campo de la información. 

Reserva, en cambio, significa algo muy guardado, encerrado, escondido, ocul- 
to al conocimiento de los demás, les interese o no. Lo que no interesa es que los 
demás lo conozcan. Aunque en algún caso puede tener indirectamente alguna re- 
ferencia material, significa la subjetivización de las cosas en el ánimo de las per- 
sonas. Se da, por tanto, en el interior del ser humano. La reserva es el efecto, no 
la causa de la intimidad como en ocasiones se ha afirmado. No es algo que el hom- 
bre saca de sí y protege, sino algo que no ha salido de su interior porque no quie- 
re que salga y, menos, que un extraño lo saque. 

El Tribunal Constitucional no ha distinguido bien una y otra categoría. En la 
misma Sentencia, la 11411984 de 29 de noviembre, acierta al aplicar la noción de 
secreto a las comunicaciones, conforme el artículo 18,3. de la Constitución y al afir- 
mar que tal secreto protege no sólo el proceso de la comunicación, sino también 
el mensaje y la identidad subjetiva de los interlocutores o corresponsales. En cam- 
bio, extiende el ámbito del secreto a lo que es impenetrable por terceros. Por de- 
finición, lo que, de una manera u otra, se comunica es porque alguien lo conoce. 

Propio de la intimidad no es el secreto. El secreto puede servir de  coraza ex- 
terna cuando la intimidad se revela a alguien. Así ocurre en el caso del médico, 
del sacerdote, del abogado, del funcionario, de todo aquel al que obliga el secreto 
profesional general, del artículo 24 de la Constitución, radicalmente distinto del 
secreto profesional informativo, del artículo 20, al que ya nos hemos referido. 
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4. La absoluta soledad del hombre ensimismado 

Hay que definir, por tanto, qué es la intimidad para contrastarla con la vida 
privada. La definición se ha intentado desde distintos puntos de vista: antropoló- 
gico, psicológico, pedagógico, ético, etcétera. Desde el punto de vista jurídico in- 
teresa saber qué justificación tiene la reserva de la intimidad frente a la comuni- 
cación. Esta determinación nos marcará el lindero con la vida privada. El de la 
vida privada con la vida pública tiene un planteamiento puramente empírico e his- 
tóricamente variable. Aquí cabe aceptar unas palabras del preámbulo de la Ley 
111982: la determinación de ese lindero se da ((de manera decisiva por las ideas 
que prevalezcan en cada momento en la sociedad)). El principio de participación, 
por ejemplo, como derecho y como deber, ha aproximado al hombre y a sus actos 
a la esfera pública. Tal variabilidad no se da, en cambio, en la línea divisoria de 
la esfera privada y la intimidad. 

El trazado de estos límites no es fácil. La dificultad ha hecho qiie algunos au- 
tores hayan renunciado a definir la intimidad; la hayan definido por sus caracte- 
res externos; o por sus efectos; la hayan confundido con el secreto; o hayan pen- 
sado que no puede haber un derecho a la intimidad, dado que sería un derecho 
de un sujeto sobre el mismo sujeto, sobre la propia esencia de  la subjetividad. Esta 
misma dificultad y los peligros crecientes que la técnica puede suponer para la in- 
timidad han hecho que su protección -que parecía algo espontáneo hasta hace 
relativamente poco tiempo- haya accedido a la ley positiva como consecuencia 
de su reconocimiento como derecho. 

Etimológicamente íntimo significa lo más dentro posible. El primer rasgo de 
lo íntimo es su apego al núcleo mismo de la personalidad. No es la misma perso- 
nalidad, aunque influya mucho en su fisonomía. Es la absoluta soledad del hom- 
bre cuando vive consigo mismo, ensimismado, gozando íntegra y absolutamente 
de su existencia más evidente. En este sentido no se puede afirmar, como se ha 
dicho al interpretar la «privacy» sajona, que la intimidad es un privilegio burgués. 
La intimidad es de todos, no tanto por el principio de igualdad, que es un efecto, 
como por la igualdad sustancial humana que le sirve de base y que exige tener 
una consciencia del «yo» desde la que proyectar la relación con el «otro», en que 
el «yo», como dice algún autor, se convierte en «mí». 

Esta es la doble función de la intimidad: ser el baluarte de  la personalidad del 
hombre; y constituir su plataforma de lanzamiento hacia la comunidad. Resulta 
así una condición esencial de la vida humana, individual y socialmente considera- 
da. El hombre ha de ser útil a la sociedad, pero no como objeto que la técnica 
puede llegar a controlar hasta el detalle de su pensamiento o de su conciencia, 
sino como sujeto agente que actúa, como elemento personal de las múltiples re- 
laciones sociales que se construyen a través, precisamente, de  la comunicación. La 
intimidad no puede ser un límite de la información, sino un factor que está en la 
base de su causa eficiente. Toda comunicación, incluso la información de hechos, 
exige una aprehensión previa, una subjetivización de lo conocido, una traducción 
de objeto a palabra. Lo que no puede hacerse si el hombre se convierte en un re- 
petidor mecánico o en un simple espejo reproductor de imágenes exteriores. Es 
necesaria una cimentación que permita distinguir a cada hombre, que es el que 
puede tener una vida compartida con los demás, porque parte de una vida exclu- 
siva, reservada. Cuanto más rica y llena tan0 más puede rebosar hacia el exterior. 
La libertad de expresión es la proyección de un ámbito cerrado, sólido, exento de 
intromisiones exteriores que, por sí solas, lo destruyen. 
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5. La desdramatización 

La intromisión en la intimidad no se da por su publicación, sino antes, en el 
momento mismo en que se produce la invasión en ella. La comunicación de esta 
intimidad desvelada por alguien extraño hace partícipes a los demás de la inva- 
sión del mundo interior en el que el hombre necesita estar solo. 

Tanto el invasor' cuanto el invadido son personas humanas. La intimidad es 
algo propio excliisivamente del hombre. La vida del animal irracional se la da he- 
cha la naturaleza. La del hombre se crea a sí misma, es labor del propio yo. Como 
tal es susceptible de  profundización. Primero, porque el hombre es interiormente 
un abismo insondable. Segundo, porque la intimidad, para que lo sea, ha de co- 
nocerse por el hombre que la vive. Por eso, según los psicólogos, la intimidad nace 
juntamente con la adolescencia, es decir, con la capacidad de reflexionar o de 
flexionar la mente hacia el interior de la persona. 

La intimidad es la fuente oculta donde nacen la ideas que, como tales ideas, 
o convertidas en valoraciones de hechos, es decir, los juicios u opiniones, consti- 
tuyen el punto de proyección para la comunicación libre. El hombre sin una vida 
íntima rica, limita sus posibilidades de expresión, tiene menos opciones y, por tan- 
to, es menos libre para comunicarse. Como también lo es para comprender en to- 
das sus dimensiones las comunicaciones recibidas; se convierte en un simple gre- 
gario. La intimidad es el filtro que permite al hombre seleccionar libremente las 
influencias exteriores y edificar su propio ser de hombre, lo que llamamos perso- 
nalidad en términos no jurídicos, aunque tampoco se opone a ellos. 

El propio yo, el ámbito de la soledad del hombre, el derecho del hombre a es- 
tar solo, es genuino porque en él es imposible la ficción. En idea de un pensador 
actual, al fingirnos algo a nosotros mismos sabemos que fingimos y nuestra íntima 
ficción no logra nunca constituirse plenamente, sino que, en el fondo, notamos su 
inautenticidad, no conseguimos engañarnos, vemos la trampa. De este modo, el 
mundo histórico que el hombre recibe -por tradición y por comunicación- va 
adoptando una forma personal que, aleada con las propias ideas, configura el pro- 
yecto de vida en el que se revela la autenticidad. De una manera absoluta u on- 
tológica se podría definir la intimidad como «el ser lo que se es». 

6. Disfunción antes que difusión 

Pero una definición meramente ontológica, para estar dotada de operatividad, 
ha de tener en cuenta un elemento psicológico. Lo que reporta el riesgo de  la sub- 
jetividad; aunque, en la medida en que es igual a todos, adquiere una especie de 
objetividad hegeliana: ya no se refiere a ésta o aquella intimidad, sino a toda in- 
timidad. La objeción de conciencia la opone cada uno; pero es definible para to- 
dos. La conciencia es algo íntimo, pero no agota las posibilidades de la intimidad. 
Como tampoco lo agota la reserva sobre la ideología, religión y creencias que el 
Artículo 16,2. de la Constitución garantiza a toda persona. 

El hombre, todo hombre, en mayor o menor medida, es capaz de  construir su 
propia intimidad. Es capaz de hacerse a sí mismo, conocer este hacerse y sentirse 
distinto a los demás. Es un ser que, sin dejar de ser genéricamente igual a los de- 
más, es capaz de conocerse a sí mismo como un ser peculiar, como un ser único. 
En resumen, puede definirse la intimidad como el ámbito interior del hombre que 
él considera inespecífico, distinto a cualquier otro, independientemente de que lo 
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sea. La Sentencia Constitucional 23111988 de 2 de diciembre, después de consi- 
derar que el derecho a la intimidad aparece vinculado a la personalidad y deriva 
de la dignidad de la persona, define la intimidad como «un ámbito propio y re- 
servado frente a la acción y conocimiento de los demás»; un ámbito necesario, se- 
gún las pautas de nuestra cultura, para mantener una calidad mínima de la vida 
humana. Por tanto, es un derecho personalísimo y ligado a la misma existencia 
del individuo. 

Las personas acostumbradas a recibir confidencias, como médicos, sacerdotes, 
abogados, etcétera, saben que los problemas internos de los hombres son muy pa- 
recidos, lo que demuestra que lo son sus vivencias. Pero saben también que cada 
uno las considera suyas, originales, inéditas. Y, en realidad, lo son desde el mo- 
mento en que llevan la impronta personal del que las revela porque quiere. A pe- 
sar de esta repetición de experiencias, no hay dos personas iguales. El entrometi- 
do, el oliscón, destruye este núcleo de la personalidad. Y agrava esa destrucción 
si, además, la difunde. La destrucción de la intimidad, que tiene unos efectos irre- 
versibles, constituye una disfunción social. 

A diferencia de lo que ocurre con el honor, que se lesiona con la comunica- 
ción, la Ley 111982 -redactada pensando más directamente en la intimidad- pro- 
tege predominantemente la intimidad misma, como paso previo a su difusión o 
aunque ésta no se dé. El único supuesto en que habla de difusión es el punto 3 
del artículo 7 de la Ley 111982, en que, además, confunde intimidad con el honor. 

Se equivoca la Ley al apreciar que no existe intromisión ilegítima en la intimi- 
dad ((cuando estuviere expresamente autorizado por la ley», porque esto supone 
que la ley no respeta el contenido esencial de la intimidad, como manda el Artí- 
culo 53,l. de la Constitución. En la palabra intimidad no caben las distinciones 
que fue preciso hacer con el concepto de honor. Acierta, en cambio, la Ley cuan- 
do delimita la intimidad ((atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, man- 
tenga cada persona reservado para sí misma o para su familia». Porque la intimi- 
dad es comunicable y compartible como realidad trascendente que es; aunque so- 
lamente sea la voluntad personal la que puede convertir su propia intimidad en 
objeto lícito de la información. Ello ocurre, por ejemplo, cuando se acude a los 
servicios de un profesional; cuando se hace una confidencia a un amigo; o en el 
ámbito, también reservado, de la familia. Por eso se habla de intimidad familiar, 
aunque ésta es ya una intimidad compartida. Y por eso no es obstáculo para que 
cada miembro de la familia mantenga su propia intimidad. La intimidad nunca es 
totalmente compartible, siempre quedará un residuo interior en cada persona. 
Pero, al menos teóricamente, siempre habrá la posibilidad de  destruirla mediante 
técnicas psicológicas o dispositivos inventados o por inventar. Frente a ellos ha de 
protegerse la intimidad y ninguna ley podrá autorizar su invasión, que supone la 
destrucción de la personalidad. 

También existe la posibilidad de comerciar con ella, comunicándole volunta- 
riamente para que se difunda. Algún autor ha afirmado que si prostitución es co- 
merciar con el cuerpo, está muy cerca de la prostitución airear la vida íntima por 
dinero. O por simple afán de notoriedad, lo que nos acerca al exhibicionismo. 

7. El secreto de las comunicaciones y otros os afines 

El artículo 18 de la Constitución, en sus párrafos 2 a 4, declara inviolable el 
domicilio, garantiza el secreto de  las comunicaciones y ordena que la ley limite el 
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uso de la informática. Ya hemos visto que también castiga el Código penal la vio- 
lación de estos derechos. Aunque no constituyen, en sí mismos, la intimidad, son 
como sus guardianes y también, en su caso, lo son de la vida privada. No resultan 
por tanto, tan rigurosamente intangibles como el derecho a la intimidad. 

A la vida privada se ha referido el Tribunal Constitucional en varias resolucio- 
nes. «La inviolabilidad del domicilio constituye un auténtico derecho fundamental 
de la persona establecido para garantizar el ámbito de privacidad de ésta.» (Sen- 
tencia 13711985 de 17 de octubre y Auto 64211986 de 23 de julio). Menos influida 
por la terminología sajona, pero más expresiva, es la Sentencia 2211984 de 17 de 
febrero que afirma que «la protección constitucional del domicilio es una protec- 
ción de carácter instrumental que defiende los ámbitos en que se desarrolla la vida 
privada de la persona. Por ello existe un nexo de unión indisoluble entre la norma 
del 18,2. y la del 18,l. «Lo que, sigue diciendo la Sentencia, obliga a mantener un 
concepto constitucional de domicilio de mayor amplitud que el concepto jurídico 
-privado o jurídico- administrativo. El Tribunal no ha conocido asuntos de se- 
cretos profesionales generales, temas sobre los que existe abundante Jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo. Pero sí de secreto de comunicaciones. 

Las Sentencias 11411987 de 29 de noviembre y 19911987 de 16 de diciembre 
trataron este tema. El derecho al secreto de las comunicaciones ((consagra la li- 
bertad de las comunicaciones, implícitamente, y, de modo expreso, su secreto, es- 
tableciendo en este último sentido la interdicción de la interceptación o del co- 
nocimiento antijurídicos de las comunicaciones ajenas. El bien constitucionalmen- 
te protegido es así, a través de la imposición a todos del secreto, la libertad de las 
comunicaciones, siendo cierto que el derecho puede conculcarse tanto por la in- 
terceptación en sentido estricto (que suponga aprehensión física del soporte del 
mensaje, con conocimiento o no del mismo o captación de otra forma, del proce- 
so de comunicación) como por el simple conocimiento antijurídico de lo comuni- 
cado (apertura de la correspondencia ajena guardada por su destinatario, por 
ejemplo). Por ello no resulta aceptable que el Artículo 18,3. de la Constitución pro- 
teja sólo el proceso de la comunicación y no el mensaje, en el caso de que éste 
se materialice en al@n objeto físico. Y puede también decirse que el concepto de 
'secreto' que aparece en el Artículo 18,3. no cubre sólo el contenido de la comu- 
nicación, sino también, en su caso, otros aspectos de la misma, como, por ejem- 
plo, la identidad subjetiva de los interlocutores o de los corresponsales». 

«La presencia de un elemento ajeno a aquellos entre los que media el proceso 
de la comunicación es, por tanto, indispensable para configurar el ilícito constitu- 
cional aquí perfilado. No hay 'secreto' para aquel a uien la comunicación se di- 
rige. Sobre éste no pesa sino, en todo caso, un posib 4 e 'deber de reserva' (un de- 
ber que derivaría del derecho a la intimidad reconocido en el artículo 18,l. de la 
Constitución española)». 

«Quien entrega a otro la carta recibida o quien emplea durante su conversa- 
ción telefónica un aparato amplificador de la voz que permite captar aquella con- 
versación a otras personas presentes no está violando el secreto de las comunica- 
ciones, sin pe juicio de que estas mismas conductas, en el caso de que lo así trans- 
mitido a otros entrase en la esfera 'intima' del interlocutor, pudiesen constituir 
atentados al derecho garantizado en el artículo 18,l. de la Constitución. Otro tan- 
to cabe decir respecto de la grabación por uno de los interlocutores de la conver- 
sación telefónica. Este acto no conculca secreto alguno impuesto por el artículo 
18,3. y tan sólo, acaso, podría concebirse como conducta preparatoria para la ul- 
terior difusión de lo grabado. Por lo que a esta última dimensión del comporta- 
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miento considerado se refiere, es también claro que la contravención constitucio- 
nal sólo podría entenderse materializada por el hecho mismo de la difusión (artí- 
culo 18,l. de la Constitución). Quien graba una conversación de otros atenta, in- 
dependientemente de toda otra consideración, al derecho reconocido en el artí- 
culo 18,3. de la Constitución; por el contrario, quien graba una conversación con 
otro no incurre, por este solo hecho, en conducta contraria al precepto constitu- 
cional citado.» 

«Si a esta solución se llega examinando la Constitución, otro tanto cabe decir 
a propósito de las disposiciones ordinarias que garantizan, desarrollando aquélla, 
el derecho a la intimidad y a la integridad y libertad de las comunicaciones: Ley 
Orgánica 111982 de 5 de mayo.» 

Los peligros siguen existiendo. Los llamados «pinchazos» telefónicos, la sus- 
tracción de paquetes postales, y diversos procedimientos informáticos del Fisco, 
ponen en peligro la intimidad y la vida privada. Una Sentencia del Tribunal de 
Derechos del Hombre de Estrasburgo, la de 2 de agosto de 1984, condena el em- 
pleo de un instrumento llamado «comptage», que permite registrar cuales hayan 
sido los números telefónicos marcados, aunque no el contenido de las conversa- 
ciones. En los Estados Unidos se ha considerado por la doctrina que los tests psi- 
cológicos para obtener un puesto en una organización pública o privada van en 
contra del derecho a la intimidad. 

8. La intimidad de las personas jurídicas 

Como en el caso del derecho al honor, también se ha planteado la cuestión de 
si las personas jurídicas son o no titulares del derecho a la intimidad. El Auto 
25711985 de 17 de julio niega el derecho a la intimidad de las sociedades mercan- 
tiles. Las empresas tienen, efectivamente, otros resortes jurídicos para defender lo 
que no es intimidad, sino secreto. 

La Sentencia 13711985 de 17 de octubre parece revisar su propia doctrina, al 
admitir a la protección constitucional del artículo 18 a la persona en general y, en 
consecuencia, a la persona jurídica. Pero, si bien se observa, la Sentencia no se 
refiere a la intimidad, sino a la inviolabilidad del domicilio. Y domicilio tienen 
-y han de tenerlo por deber legal- las personas jurídicas. Lo que no significa 
que tengan intimidad más que, si acaso, en términos metafóricos. Y la metáfora 
puede ser peligrosa en Derecho. 

9. Lo que no es intimidad 1-1 - + El Tribunal Constitucional ha negado -con razón, pero en contra iccion con 
su postura contraria al «animus),- que la intimidad no padece cuando los Tribu- 
nales determinan la intención subjetiva necesaria para apreciar una figura delicti- 
va. (Sentencia 211981 de 30 de enero.) Tampoco, según el Tribunal, el derecho a 
la intimidad personal queda violado porque se impongan a la persona limitacio- 
nes a su libertad, como consecuencia de deberes y relaciones jurídicas que el Or 
denamiento regula, pues la intimidad «es un ámbito o reducto en el que se veda 
que otros penetren)) (Sentencia 7311982 de 2 de diciembre. El texto lo repite la 
Sentencia 17011987 de 30 de octubre). El Auto 25711985 de 17 de abril señala que 
no son contrarias a la intimidad las pruebas acordadas por el Juez competente por- 
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que se hallan incluidas en el supuesto legal del Artículo 8,l. de la Ley 111982 que 
establece que «no se reputarán intromisiones ilegítimas las actuaciones autoriza- 
das o acordadas por la Autoridad competente de acuerdo con la ley». Ni la Ley, 
ni los Jueces pueden decir ue son actuaciones legítimas las que no lo son. Y no 
lo son si afectan a la intimi 1 ad del hombre. Lógicamente, las leyes procesales no 
autorizan, en ningún caso, esta intromisión. 

La Sentencia 11011984 de 26 de noviembre es paradigmática de lo que, desde 
el principio del capítulo, venimos afirmando. A un abogado en ejercicio le había 
reclamado la inspección de Hacienda la exhibición de los extractos de las cuentas 
bancarias en donde se ingresaban sus honorarios profesionales. Las Sentencias de 
instancia confirmaron la legalidad del requerimiento fiscal. La demanda de am- 

aro tan sólo podía fundarse en la protección al derecho a la intimidad; y así lo 
Rizo. EI Tribunal Constitucional dictó un fallo justo, pero con una fundamenta- 
ción equivocada: negando que el derecho a la intimidad sea un derecho absoluto, 
para lo que, además, negaba con carácter general que ningún derecho fundamen- 
tal lo fuera. Lo que ocurría en este caso es que el problema no era de intimidad, 
sino de vida privada como son todos los asuntos referentes al patrimonio personal 
o familiar. En el caso de las relaciones patrimoniales con el fisco, la cuestión ad- 
quiere trascendencia pública y, en consecuencia, pierde su carácter de reserva o 
confidencialidad. El Tribunal no lo explicó así con lo que volvió al intento de pro- 
bar demasiado. Nada impediría, de seguir su doctrina, que por ley se restablecie- 
ra, por ejemplo, la pena de muerte, abolida por el artículo 15 de la Constitución. 

La Sentencia, sin embargo, contiene declaraciones interesantes. Una de ellas 
es la mención de que el reconocimiento del derecho a la intimidad supone una 
novedad legal y constitucional. Otra, que las limitaciones que la ley establezca so- 
lamente pueden estar autorizadas «por imperativos de interés público», lo que 
ocurría en este caso, pues la Constitución en el artículo 31,l. impone el deber a 
todos de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. Hay que entender tam- 
bién que esto es cierto si se refiere a la vida privada y no a la intimidad. Final- 
mente, dice con razón la Sentencia que en los extractos de cuentas bancarias fi- 
gura solamente la causa genérica de cada partida, pero no su causa concreta, por 
lo que tales datos no tienen relevancia para la intimidad personal y familiar. Esta 
última declaración la repite el Auto 64211986 de 23 de julio. 

10. El caso «Paquirri» y otros 

La Sentencia 3711989 de 15 de febrero resuelve un aspecto interesante acerca 
de la intimidad. «La Constitución garantiza la intimidad personal de la que forma 
parte la intimidad corporal, de principio inmune, en las relaciones jurídicas públi- 
cas que ahora importan, frente a toda indagación o pesquisa que sobre el cuerpo 
humano quisiera imponerse contra la voluntad de la persona, cuyo sentimiento de 
pudor queda así protegido por el Ordenamiento, en tanto que responde a estima- 
ciones y criterios arraigados en la cultura de la comunidad». Aunque el Tribunal 
no lo fundamenta en un derecho inherente a la persona humana, reconoce que el 
derecho a la intimidad se manifiesta espontáneamente por el pudor de las perso- 
nas, incluso frente a una orden judicial, que no lograba motivar suficientemente 
«la proporcionalidad del sacrificio del derecho». 

Es sentencia importante la 23111988 de 2 de diciembre, tanto por los persona- 
jes que en ella aparecen -se trata del «caso Paquirrin- como principalmente por 
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la doctrina sentada. La Sentencia involucra el derecho a la intimidad con el dere- 
cho a la propia imagen. Conviene recordar que la demanda de protección civil, 
formulada por la viuda del torero fallecido, se dirigía contra una empresa que es- 
taba comercializando un vídeo de la cogida y últimos instantes de la vida del li- 
diador y que había sido emitida por una cadena de televisión. El juzgado de Pri- 
mera Instancia accedió a la demanda; la Audiencia Territorial confirmó la Sen- 
tencia; pero el Tribunal Supremo anuló la Sentencia de la Audiencia y levantó la 
medida cautelar que impedía el comercio de las cintas. El Tribunal Constitucio- 
nal declara nula la Sentencia del Supremo. La Resolución constitucional contiene 
afirmaciones importantes, que es necesario destacar. 

La viuda de la persona que ha sufrido una intromisión en su intimidad, sufre 
también tal intromisión, pues forma parte del ámbito familiar y, por tanto, está 
legitimada para reclamar la protección civil. La intimidad «por su repercusión mo- 
ral» es también un derecho de los familiares. 

Las escenas rodadas en la enfermería de la plaza no forman parte del espec- 
táculo taurino ni del ejercicio de la profesión de notoriedad pública de un torero, 
una vez que abandona el coso, pues ello ((supondría convertir en instrumento de 
diversión y entretenimiento algo tan personal como los padecimientos y la misma 
muerte de un individuo)). 

Constituyen intimidad las heridas sufridas, la situación y reacción del herido, 
aunque fuese de ejemplar entereza, y la manifestación de su estado anímico que 
se revela en las imágenes de sus ademanes y de su rostro que causaron en muy 
breve plazo la muerte del afectado. 

La enfermería no es un lugar abierto al público, independientemente de que, 
de hecho, se introdujesen personas ajenas al servicio a las ue, por otra parte, el 
médico mandó desalojar, lo que interrumpió el rodaje del 2 ocumental. 

Resulta irrelevante que las imágenes grabadas y, por su distribución, puestas 
permanentemente a disposición del público, procedan directamente de la realidad 
o de una emisión de televisión. La Sentencia dice que no se juzga en el proceso la 
información dada en su momento r televisión, sino la difusión que se produce 
sin relación con el origen de la gra r' ación por vídeo ni con las informaciones que 
en su momento se produjeron. Pero tambiCn presupone que el derecho a la inti- 
midad tiene una entidad permanente que, si bien se arrolla con la intromisión, se 
agrava con la difusión: con «la permanente puesta a disposición del públicow en 
una cinta que hace posible su reproducción «en cualquier momento y ante cual- 
quier audiencia)). 

En este caso, la difusión tenía un carácter comercial, con lo que la indemni- 
zación podía ser importante por los beneficios que hubiese reportado a los distri- 
buidores del vídeo. La Sentencia no se pronuncia sobre el extremo de indemniza- 
ción, pues, por razones procesales, retrotrae el procedimiento al momento en que 
el Tribunal Supremo debió pronunciarse acerca del mismo, lo que no hizo, pues 
negó el derecho a la protección. 

11. Resumen 

Recopilando lo que llevamos seiíalado acerca del derecho a la intimidad en su re- 
lación con el derecho a la información, cabe decir que, además de encerrarse en 
la teoría de los «límites», el Tribunal Constitucional no ha acertado a ver la dife- 
rencia entre intimidad y vida privada. Como la vida privada es informable en el 

115 



Los límites de la información 

caso de que afecte a la vida pública, la solución del Tribunal -a partir de la con- 
fusión intimidad y vida privada- ha sido negar la ilimitabilidad del derecho a la 
intimidad. Por lo demás, en otras Sentencias, ha ofrecido ideas fecundas para la 
aplicación y el desarrollo del texto constitucional. 

VIII. Los otros derechos 

Además del derecho al honor y a la intimidad, el párrafo 4 def artículo 20 cita 
«es ecialmenten el derecho a la propia imagen y a la protección de la juventud y P de a infancia. El Título 1 de la Constitución contiene el reconocimiento de otros 
derechos menos coordinables con el derecho a la información. Las es, en cambio, 
un derecho no mencionado expresamente en el texto constitucional, pero que los 
autores -ya lo dijimos- no dudan en que subyace a las palabras de la Constitu- 
ción: es es derecho a la paz. 

El Tribunal Constitucional ha tenido escasas ocasiones de entender acerca del 
derecho a la propia imagen. Solamente en una Sentencia se ha referido inciden- 
talmente a la protección de la juventud y de la infancia. Y no ha mencionado el 
derecho a la paz, pero sí a dos de sus manifestaciones: la seguridad jurídica, a pro- 
pósito del secreto sumarial; y la información de las actividades terroristas. 

1. El derecho a la propia imagen 

Entre los derechos nucleares de la personalidad (vida, libertad, intimidad y ho- 
nor) y el derecho periférico o relaciona] a la información existe un derecho que 
se sitúa en un lugar intermedio y que se conoce con el nombre de derecho a la 
propia imagen. Con frecuencia se le ha confundido con el derecho al honor y, más 
todavía, con el derecho a la intimidad. Es cierto que pueden darse casos de vio- 
lación de dos o de los tres derechos, pero esto no justifica que se confundan ni 
que intente proporcionarse al derecho a la propia imagen el falso respaldo de 
otros derechos. 

El derecho a la propia imagen tiene tres aspectos. Es la suprema concreción 
del derecho al propio cue o, dado que su imagen se concentra principalmente 
en una faz irrepetible; una 'P az, además, que refleja afectos, estados de ánimo, ca- 
rácter moral, etcétera, lo que nos muestra su vertiente personal. La comunicación 
del hombre se verifica por la palabra, pero también por el gesto y los ademanes; 
y el rostro es, asimismo, el más importante elemento de identificación, más inclu- 
so que el nombre que puede estar referido a más de una persona. La imagen pro- 
yecta socialmente al hombre, lo que nos sitúa en su vertiente comunitaria. Una y 
otra desembocan en un tercer aspecto, que es la posibilidad de reproducción y di- 
fusión de la Imagen a la que, en unos casos, tiene derecho la comunidad y, en 
otros, el titular del derecho puede impedirla o someterla a determinadas condicio- 
nes. 

En esta tensión entre lo personal y lo comunitario incide el problema del db- 
recho a la propia imagen. Desde antiguo, las legislaciones comparadas han COI& 
derado falta grave la reproducción de ia imagen sin consentimiento del represa- 
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tado; y muy grave cuando se ha llevado a cabo contra su voluntad. Pero también 
ha justificado la difusión de la imagen en determinadas circunstancias prescindien- 
do de la aquiescencia del representado en ella. La Ley 111982 incluye en el posi- 
ble objeto del derecho a la propia imagen, el nombre y la voz, cuando se difundan 
con fines publicitarios. Pero también se han ido aumentando los supuestos excep- 
cionales que justifican la difusión de la imagen de una persona sin su consenti- 
miento e, incluso, con su oposición. 

La protección del derecho a la propia imagen en el Ordenamiento jurídico es- 
pañol es nueva. Hasta la Constitución de 1978 y la Ley Orgánica 111982, se acu- 
día, como única defensa, el artículo 1902 del Código civil. En el Código Penal apa- 
rece unido a la calumnia y la injuria que pueden cometerse, «no sólo manifiesta- 
mente, sino por alegorías, caricaturas, emblemas o alusiones» (Artículo 462). La 
Constitución lo reconoce en las mismas dos normas que al honor y la intimidad 
y también los protege conjuntamente la Ley 111982. El patrón único que la Ley 
de protección civil utiliza, y que no siempre se adapta a los otros dos derechos, 
está más ajustada al de la propia imagen. En el caso del derecho a la propia ima- 
gen sí que es lícito decir que puede quedar en suspenso su ejercicio cuando su ám- 
bit0 quede desprotegido por autorización expresa de una ley o por actuaciones au- 
torizadas o acordadas por la autoridad competente de acuerdo con la ley; entre 
ellas, el que se difunda cuando predomine un interés histórico, científico o cultu- 
ral relevante (Artículos segundo, Dos y octavo Uno). Tampoco se impedirá su di- 
fusión, según la Ley, cuando se trate de personas que ejerzan un cargo público o 
una profesión de notoriedad o proyeccion pública y la imagen se capte durante 
un acto público o en lugares al público abiertos; ni la utilización de la caricatura 
de dichas personas, de acuerdo con el uso social; ni la imagen de una persona de- 
terminada cuando aparezca como meramente accesoria en una información grá- 
fica sobre un suceso o acaecimiento público. Hay, además, otros supuestos, razo- 
nados por la doctrina y la Jurisprudencia, como la exhibición de la imagen de un 
presunto delincuente para facilitar así su busca y captura. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional 17011987 de 30 de octubre dice que 
en el ((ámbito de la intimidad, reviste singular importancia la necesaria protección 
del derecho a la propia imagen frente al creciente desarrollo de los medios y pro- 
cedimientos de captación, divulgación y difusión de la misma». El planteamiento 
del Constitucional priva así del máximo grado de interioridad a la intimidad, y de 
sustantividad propia e independiente a la propia imagen. La Sentencia 7311982 de 
2 de diciembre había dicho que los derechos del artículo 18 de la Constitución no 
pueden considerarse violados cuando se les impongan limitaciones «como conse- 
cuencia de deberes y relaciones jurídicas que el Ordenamiento jurídico regula)). 
Si se aplicase exclusivamente a la propia imagen, la declaración sería aceptable. 
No, si se extiende a la dignidad humana o a la intimidad porque dejarían de ser 
deberes. La Sentencia citada 17011987 se refería a un caso de colisión entre el de- 
recho a la libre organización productiva, que la legislación laboral reconoce al em- 
presario -conforme al artículo 20 del Estatuto de los Trabajadores-, y el dere- 
cho a la propia imagen. La Sentencia hace prevalecer el derecho de un empresa- 
rio hotelero a exigir a un camarero que no lleve barba. Como se advierte, no se 
trataba de la difusión de la imagen y, por tanto, no es que se determinaba la pre- 
valencia de una Ley sobre la Constitución; sino que se dilucidaba, simplemente, 
si una decisión del trabajador referente a su persona puede limitarse o condicio- 
narse en virtud de la específicas relaciones laborales en que desarrolla su activi- 
dad profesional. 
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La ya citada Sentencia 23111988 de 2 de diciembre, que rauelve el llamado 
«caso Paquirri~ y que concluye, como hemos visto, en favor del derecho a la in- 
timidad familiar, plantea circunstancialmente el problema de si el derecho a la pro- 
pia imagen, por ser de la personalidad, se extingue con la muerte, ya que protege 
«un ámbito vital reservado que, con la muerte, deviene inexistente». i a  Sentencia 
resuelve que, una vez fallecido el titular, el bien de la personalidad no existe, aun- 
que puedan pervivir sus efectos patrimoniales; pero tales efectos tienen sus vías 
civiles de reclamación que quedan fuera del derecho de amparo. El Tribunal jus- 
tifica así la no entrada en el tema; lo que podía haber hecho también fundamen- 
tando su resolución en el carácter más absoluto y firme del derecho a la intimidad 
en el que basó su fallo. Pero el derecho a la propia imagen tiene mayor vincula- 
ción personal que el derecho de autor, por ejemplo, que no se extin 

dir o no. 
$e la muerte, incluso en sus facultades no económicas, entre ellas, la cardina & drRui- 

2. La protección de los menores 

Tan sólo la Sentencia 4911984 de 5 de abril se ha referido a la protección de 
la juventud y la infancia de un modo tangencial, ya que no resolvió un recurso de 
amparo, sino una cuestión de competencia planteada por una Comunidad auto- 
nómica contra determinados artículos de la Ley ordinaria 111982 de 24 de febre- 
ro, que reguló las salas especiales de exhibicion cinematográfica, la filmoteca es- 
pañola y las tarifas de las tasas por licencia de doblaje. 

La Sentencia se limita a declarar que todo el conjunto de medidas «ligado a 
la calificación se orienta a la protección de un bien constitucionalizado, como es 
la protección de la juventud y de la infancia (artículo 20,4. y, en su caso, artículo 
39, 4 de la Constitución española), en relación con la sensibilidad moral del es- 
pectador medio». No se comprende esta última frase, dado que la protección de 
los menores se da por el carácter formativo o deformante de b s  medios, que con- 
tribuirán a no a crear o a desvirtuar tal sensibilidad. 

El tema de la protección de la juventud y de la infancia ha sido uno de los que 
más literatura científica ha generado y sigue generando. No solamente en el sen- 
tido protector de unas personas que, siendo titulares del derecho a la informa- 
ción, carecen, por su edad, del criterio necesario ara defenderse a sí mismas; sino a también en el aspecto promotor de la capacida formativa de los medios de co- 
municación social y como auxiliares de los métodos pedagógicos. 

Podía el Tribunal haberse referido a este derecho a la educación, que es el que 
figura en la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título 1, y que tiene mayor 
protección ante el propio Tribunal que el artículo 39, conforme al Artículo 53,2. 
de la Constitución. La alusión al párrafo 4 del artículo 39 no sería ociosa si se tu- 
viese en cuenta la integridad de su texto: «Los niños gozarán de la p r o t e d n  pre- 
vista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos». 

No a título de acuerdo, sino de disposición de la Comunidad Europea, la Di- 
rectiva 891552 de 3 de octubre sobre las actividades & radiofusión televisiva, de- 
dica su capítulo V, al tema de la wProtccci6n de los menores». El Estado español 
ha de adaptar su legislación a lo dispuesto en la Directiva antes del 3 de octubre 1 
de 1991. Las nuevas normas hatde de garantizar que la televisión no incluya pro- 
gramas que puedan perjudicar seriamente el desarrollo físico, mental o moral de r 
los menores; ni escenas de pornografía o violencia gratuita; ni incitación al odio 
por motivos de raza, sexo, religióa o nwionatidad. La mcangnieneia del Ordena-, 4 
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miento exigiría que, al mismo tiempo, tales medidas se extendiesen a todos los me- 
dios de comunicación social. 

3. El secreto del sumario 

El derecho a la seguridad jurídica está incluido en el derecho a la paz. Puede 
exigir que, en la fase inquisitiva de averiguación de los delitos y acopio del mate- 
rial probatorio, se declare el secreto sobre el contenido material de sus resulta- 
dos, o «sumario». Si el fin del procedimiento penal es el descubrimiento de la ver- 
dad, se pregunta parte de la doctrina qué eficacia tiene el secreto del sumario, a 
lo que contesta otra parte que la publicidad de la actuación judicial en esta fase 
puede poner en peligro las pruebas, acusatorias o no. 

La Sentencia 1311985 de 31 de enero consideró injustificada la prohibición ju- 
dicial de que se difundieran unas fotografías de la víctima de un incendio, obte- 
nidas antes de la incoación de las diligencias previas por parte del Juez. Ya esta 
solución pone en evidencia que el secreto del sumario se extiende cronológica- 
mente desde el momento de su apertura hasta el de su cierre. No más allá. Pero, 
además, la Sentencia contiene otras ideas significativas, que se exponen en apre- 
tado esquema. 

El principio de publicidad de los juicios es la regla general que garantiza la de- 
fensa de las partes (Artículos 24,l. y 120,l. de la Constitución). La Sentencia 
3011982 de 1 de junio implica, para la efectividad de este principio, a los medios 
de comunicación social, conectando así el derecho a la defensa con el derecho a 
la información. 

«La regla que dispone el secreto de las actuaciones sumariales es, ante todo, 
una excepción a la garantía institucional de la publicidad del juicio.» Como tal ex- 
cepción, ((requiere, en su aplicación concreta, una interpretación estricta». Ade- 
más, ha de ser motivada. La sentencia parece conformarse con una motivación de 
interés público, que garantice la persecución del delito. La doctrina exige también 
que se base en la protección personal de los derechos fundamentales en juego, tan- 
to de la víctima, como de los justiciables. 

El secreto sumarial se limita al «acto formal complejo» del sumario, constitui- 
do por un conjunto de actos, documentos y objetos. No se establece como un Ií- 
mite del derecho a la información, sino, «más amplia y genéricamente, como un 
impedimento al conocimiento por cualquiera, incluidas las mismas partes en al- 
gún caso, de las actuaciones seguidas en esta etapa del procedimiento penal». Se 
puede publicar, por tanto, todo hecho que ocurra en la realidad exterior al suma- 
rio, aunque de él esté investigando al Juez. Se puede publicar aquello que se co- 
nozca por vías extraprocesales. Y se puede publicar acerca del contenido del su- 
mario cuando no haya sido obtenido por medio de «revelaciones indebidas o a tra- 
vés de un conocimiento ilícito». Aquí habría que distinguir si la ilicitud procede 
del informador o de cualquiera de los que tienen acceso al sumario. El informa- 
dor tiene el deber de acceder a las fuentes por los procedimientos legítimos: pero 
tiene también el deber de comunicar aquello que conoce legítimamente por su par- 
te. Es decir, hay un secreto interno del sumario; pero no puede haber un secreto 
externo. Otra cosa es lo que se ha llamado el «vedettismo» de jueces, fiscales y 
agentes policiales que, escudándose en el secreto sumarial, amagan o sugieren re- 
velaciones que dan lugar a todo tipo de cábalas o suposiciones de informadores y 
público. 
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La Sentencia deja claro que, aunque puede eaartar el derecho a informar y a 
ser informado, el secreto sumarial no constituye una censura y, por tanto, no pue- 
de considerarse prohibido por el párrafo 2 del articulo 20. Pero tampoco puede 
significar en modo alguno que eleme~tos de h realidad social uselin arrebatados 
a la libertad de informacián» c m  el único argumento ck que sobre nqwllos ele- 
mentos están en curso unas detenninadas di """ sumariaks J)t ese modo, 
el mal entendido secreto del sumario e q d  ría a aear una at2pre c Itegitima 
"materia reservada" sobre los hechos manios ecerca de los cuila i-a y m- 
liza la oportuna instrucción el Brgano judicial, y no mbrs & "-S' bel ór- 
gano judicial que constituyen el sumario.» 

Al margen de la Sentemia, hay que aiíadir que el secreto sumaria1 no ts un 
cierre absoluto al conocimiento y eventual difusión del expediente judicial. Prue- 
ba de ello es que la misma autoridad judicial ha de dicitar, alguna ' l i ~ ~ ,  la Cda- 
boración ciudadana; y otras veces, ha de aclarar y puntualizar hechos ue se re- 5, fieren a la honorabilidad o a los derechos de las personas, cuando se ha echo pú- 
blico algún hecho relacionado con el sumario, pero que no coincide con lo que 
en el sumario se contiene. 

Hay que tener en cuenta que nos estamos refiriendo en todo momento a he- 
chos. Lo que el informador ha de evitar, por su parte, son los procesos paralelos 
y los juicios formulados sin la suficiente técnica jurídica, en perjuicio de las per- 
sonas activa o pasivamente implicadas en el procedimiento. Y en perjuicio del pú- 
blico. 

4. La información del terrorismo 

La paz se perturba por la violencia. Los clásicos definieron la violencia como 
todo aquello que se opone a la naturaleza humana L a  característica del h o h e  
es su libertad, que no puede ser coartada por la fuerza píquica o tisiea. M& 
menos cuando se trata de imponer ideas o sistemas y mando tales pensamientos 
puedan desarrollarse en un ámbito de pluralismo ideológico. El Tribunal Gmiti- 
tucional lo ha entendido así en la Sentencia 2Oí1990 de 15 de febrero en la que 
declara «excluida siempre la violencia para imponer los pmpim criterios,, dado 
que se está «permitiendo la libre exposición de los mismos en los términos que 
impone una democracia avanzada». 

Una forma actual de violencia es el terrorismo. El hecho terrorista no es sim- 
ple bandidaje, sino que intenta, con la violencia física, impner  la psicología del 
terror con el fin de paralizar los resortes democráticos de la libertad ideológiczi e 
imponer por la fuerza una ideología. El hecho terrorista o la serie de actos terro- 
ristas constituyen la manifestación de una actitud fundamentalmente propagandís- 
tica. El grupo terrorista necesita la caja de resonancia de los medios de comuni- 
cación social. El delito terrorista pasa a ser así un delito idomtiw. 

Las organizaciones terroristas tienen bien estudiada su proyección social a tra- 
vés de los medios. Los numerosos autores que se han ocupado del fenómeno han 
inducido de los hechos terroristas aislados y de su manifestación pública las téc- 
nicas informativas depuradas que manejan. Comenzando por la propia termino- 
logía en la denominación de los gmpos y en la nomenclatura de sus actuaciones. 

En relación con la conducta de los informadores, se han destacado dos prin- 
cipios que responden a los dos tipos de mensajes simples, que estudiamos en su 
momento. El primero es que hay que difundir una inbmmián be cahelnd oQbre 
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el hecho terrorista, que ponga en evidencia su inhumanidad y los intereses que sub- 
yacen, para desbloquear así la reacción del público atenazada por el miedo. El se- 
gundo es que hay que cerrarse a ser portavoz, directo o indirecto, de las ideas y 
criterios terroristas, para lo que hay que depurar términos y conceptos. O las ideas 
y juicios del grupo son compatibles con un régimen de pluralismo y en tal caso 
tienen unos cauces normales para su difusion; o no lo son, en cuyo supuesto no 
se puede argumentar en favor de su difusión. 

El Tribunal Constitucional no lo ha entendido enteramente así. La Sentencia 
15911986 de 12 de diciembre, dictada en un caso en que los Tribunales de instan- 
cia habían condenado por dos delitos de apología del terrorismo la publicación de 
dos comunicados de una organización terrorista, confunde la existencia de los co- 
municados y la noticia de que existen -lo que sería comunicación simple de he- 
chos-, con la publicación completa de los comunicados -que supone la difusión 
de la ideología terrorista-, ((cuya autoría y carácter apologético no se habría pues- 
to en duda en el roceso)). 

Interesa fijar f a atención brevemente en la motivación de esta Sentencia, que 
tuvo un Voto Particular en contra. Hay que decir también que el recurrente en 
amparo probó la aparición de comunicados de tal tipo en otros periódicos sin que 
se produjese reacción por parte de la jurisdicción penal. Pero esta prueba interesa 
al caso concreto, no a los principios generales. 

La Sentencia tiene razón cuando afirma «que la lucha antiterrorista y la liber- 
tad de información no responden a intereses contrapuestos, sino complementa- 
rios, orientados al aseguramiento del Estado democrático de Derecho*. Pero en 
otros pasajes olvida esta afirmación y se decanta por la libertad de expresión con 
el argumento de que es la que garantiza la formación de una opinión pública li- 
bre. «Para que .el ciudadano pueda formar libremente sus opiniones y participar 
de modo responsable en los asuntos públicos, ha de ser también informado am- 
pliamente de modo que pueda ponderar opiniones diversas e incluso contrapues- 
tas.» Tratándose de grupos ideológicos que encauzan su actividad conforme a unos 
fines lícitos, la argumentación sería impecable. Pero en el caso del terrorismo no 
ocurre así. Puede haber una opinión o muchas opiniones contrarias a la que el 
acto y la actitud terrorista suponen, pero juegan limpio en el campo pluralista. La 
ideología terrorista, por axioma, emplea la violencia física y psíquica en contra de 
la libertad y, or tanto, de la formación de la opinión pública libre. No se puede 
valorar con e f mismo rasero la difusión de ideas y la difusión del terror, aunque 
sea de forma indirecta. 

El Tribunal había acertado en la declaración de anticonstitucionalidad de una 
norma antiterronsta, que establecía una posibilidad coactiva en manos del poder 
público, al exigir la imposición de una autocensura en el interior del medio. Así 
lo hizo la Sentencia 19911987 de 16 de diciembre. El derecho a la información ha 
de ejercitarse libremente. La responsabilidad por este ejercicio libre ha de ser pos- 
terior al acto comunicativo; no una coacción previa. 

La Sentencia 10511983 de 23 de noviembre había conciliado la libertad del in- 
formador con el derecho a la información de su verdadero titular, «que es la co- 
lectividad y cada uno de sus miembros, cuyo interés es el soporte final de este de- 
recho, del que es asimismo sujeto, órgano o instrumento el profesional del perio- 
dismo, puesto que a él concierne la búsqueda de la información y su posterior 
transmisión». La difusión de un mensaje no puede ir, en consecuencia, contra el 
derecho del público titular al que se intenta someter a la violencia del terror. 

Relación de sentencias 
y autos 
basados en el texto 

1. Sentencias 1980-1990 
1980 1 1983 
211 de 6 de marzo 

6 de 16 de marzo 
11 de 8 de abril 
16 de 18 de mayo 
24 de 14 de julio 
42 de 22 de diciembre 

2 de 29 de enero 
10 de 31 de marzo 
12 de 31 de marzo 
13 de 1 de abril 
26 de 24 de mayo 
30 de 1 de junio 
44 de 8 de junio 
62 de 15 de octubre 
71 de 30 de noviembre 
73 de 2 de diciembre 
74 de 7 de diciembre 
77 de 20 de diciembre 
79 de 20 de diciembre 
86 de 23 de diciembre 

5 de 4 de febrero 
16 de 10 de marzo 
34 de 6 de mayo 
35 de 11 de mayo 
50 de 14 de junio 
52 de 17 de junio 
53 de 20 de junio 
65 de 21 de julio 
73 de 30 de julio 
81 de 10 de octubre 
105 de 23 de noviembre 
120 de 15 de diciembre 
122 de 16 de diciembre 

22 de 17 de febrero 
23 de 20 de febrero 
49 de 5 de abril 
64 de 21 de mayo 
93 de 16 de octubre 
110 de 26 de noviembre 
114 de 29 de noviembre 

13 de 31 de enero 
38 de 8 de marzo 
47 de 27 de marzo 
51 de 10 de abril 
88 de 19 de julio 
137 de 20 de octubre 
141 de 22 de octubre 
143 de 24 de octubre 
149 de 5 de noviembre 
153 de 7 de noviembre 
157 de 15 de noviembre 

30 de 20 de febrero 
104 de 17 de julio 
106 de 24 de julio 
114 de 2 de octubre 
140 de 11 de noviembre 
150 de 27 de noviembre 
159 de 12 de diciembre 
168 de 22 de diciembre 

35 de 18 de marzo 
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44 de 9 de abril 
63 de 20 de mayo 
87 de 2 de junio 
89 de 3 de junio 
106 de 25 de junio 
144 de 23 de septiembree 
159 de 26 de octubre 
165 de 27 de ocutbre 
167 de 28 de octubre 
170 de 30 de octubre 
199 de 16 de diciembre 

6 de 21 de enero 
21 de 18 de febrero 

12 de 21 de enero 
13 de 21 de enero 

46 de 13 de octubre 
106 de 26 de noviembre 

38 de 9 de marzo 
80 de 28 de abril 
107 de 8 de junio 
118 de 20 de junio 
133 de 4 de julio 
199 de 25 de octubre 
231 de 2 de diciembre 
244 de 20 de diciembre 
248 de 20 de diciembre 
258 de 22 de diciembre 
261 de 22 de diciembre 
264 de 22 de diciembre 

1 de 16 de enero 
23 de 2 de febrero 

413 de 22 de noviembre 
414 de 22 de noviembre 

1984 

150 de 7 de marzo 

32 de 13 de febrerio 
37 de 15 de febrero 
51 de 22 de febrero 
55 de 23 de febrero 
74 de 24 de abril 
121 de 3 de julio 
153 de 5 de octubre 
181 de 3 de noviembre 
189 de 16 de noviembre 
190 de 16 de noviembre 

20 de 15 de febrero 
105 de 6 de junio 
171 de 12 de noviembre 
172 de 12 de noviembre 

1985 

257 de 17 de julio 
785 de 13 de noviembre 

1986 

302 de 11 de abril 
480 de 4 de junio 
642 de 23 de julio 

JOSE MARlA DESANTES GUANTER, primer catedrático de Derecho de la In- 
formación de España, en la Universidad Complutense hasta su bilación. Doctor 
en Derecho. Doctor en Ciencias de la Información. Abogado. i: eriodista. 

Profesor Extraordinario de las Universidades de Navarra, Católica de Portu- 
gal y Piura, de Perú. Profesor Invitado de las Universidades de Valencia, Pana- 
mericana de México, La Sabana de Colombia y Pontificias de Santiago y Valpa- 
raíso en Chile. 

Autor de 15 libros publicados y más de 150 artículos científicos de su especia- 
lidad. Entre los títulos de los libros cabe destacar «El autocontrol de la actividad 
informativa», «La función de informar», «La verdad en la información», «El de- 
ber profesional de informar», «Teoría y régimen jurídico de la documentación» y, 
sobre todo, ((Fundamentos del Derecho de la Información», que se considera in- 
ternacionalmente una obra básica de las Ciencias de la Información. 

Director de diferentes publicaciones informativas y científicas, ha participado 
en Congresos y reuniones internacionales y pronunciado conferencias en distintas 
sedes de Europa y América. Pertenece a la Asociación de Estudios e Investiga- 
ciones sobre la Información (AIERI) y al Instituto Internacional de Prensa (IPI). 
Ha representado a España en Conferencias Internacionales sobre materias infor- 
mativas, principalmente organizadas por la UNESCO; y a la Santa Sede en una 
Conferencia Internacional de Derecho de Autor atrocinada por la Organización 
Internacional de la Propiedad Intelectual (oMPR 

CARLOS SORlA SAIZ, profesor ordinario de la Facultad de Ciencias de la In- 
formación y director del Departamento de Etica y Derecho de la Información en 
la Universidad de Navarra (España). Doctor en Derecho, Licenciado en Ciencias 
de la Información y Periodista. Editor de la Newsletter N o m  y Conflictos (In- 
novación ~eriodística). 

Ha sido director general de Europa Press (1959-1968); director general de 
Prensa y Ediciones (1961-1964); director general de Rotopress (1964-1967); y di- 
rector de Información de la Universidad de Navarra (1969-1977). Entre 1975 y 
1984 fue decano de la Facultad de Ciencias de la Información de la Universidad 
de Navarra v  residente del Comité directivo hispanoalemán del Programa de kr- 
feccionamién'to de informadores latinoamericanos. 

Profesor visitante de la Universidad de Piura (Pení); miembro honorario & 
la Facultad de Filosofía, Letras e Historia de la Universidad Católica de Chile; ase- 
sor académico de las Facultades de Comunicación y PeriDdivno & las Universi- 
dades de La Sabana (Colombia) y Piura (Pení). 
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Colaborador científico de la Fundación Tinker (New York ; Becario de la Co- 
misión Asesora de Investigación Científica y Técnica (España 1 ; miembro del gm- 
po internacional europeo, especializado en temas iusinformativos, de la Universi- 
dad de Florencia (Italia). Consultor de Innovación Periodística. 

Miembro de la AIERI (Asociación Internacional de Estudios e Investigación 
sobre la Informacióa); de la ICA (Intemational Comrnunication Association); y 
de la AEJMC (Association for Education in Journalism and Mass Comrnunica- 
tion). 

Autor de El director de periódicos (Pamplona, 1972); Orígenes del Derecho de' 
Radiodijkión en España (Pamplona, 1974); Derecho a la información y derecho a 
la honra (Barcelona, 1981); traducción y estudio preliminar del libro de Ernma- 
nuel Derieux, Cuestiones ético-jundicas de la Información (Pamplona, 1983); revi- 
sión y estudio preliminar del libro de Richard Clutterbruck, Los medios de comu- 
nicación y la violencia política (Pamplona, 1985); Desarrollo legislativo del derecho 
a la información, ed. (Parnplona, 1986); Derecho de la Información: análisis de 
su concepto (San José de Costa Rica, 1987); Derecho a la Información y derecho a 
la vida (Universidad de Piura, 1987 ; coordinador general del libro Prensa, paz; vw- 
lencia y terrorismo: la crisis de cre d ibilidad de los informadores (Pamplona, 1987); 
El síndrome de inseguridad (Barcelona, 1989); y La crisis de dentidad del periodista 
(Barcelona, 1989). Es autor, asimismo, de más de setenta artículos científicos de 
su especialidad. 
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